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INTRODUCCION

En Iquique, al mes de junio del año 2007, una banda de menores atacó con gran violencia a un grupo de conscriptos alemanes dentro de la residencia donde alojaban, encontrándose entre ellos un menor de 16 años. Posteriormente, en esta misma ciudad fue aprehendido el grupo de menores delincuentes autodenominados los malandras, quienes habían cometido innumerables delitos y habían sembrado el terror en las calles. Cómo  olvidar el caso de Manolito que en Santiago se ha constituido en un referente emblemático de la justicia juvenil o del Chucky en Iquique, un niño que ronda en las inmediaciones del barrio ZOFRI envuelto en la desesperanza y en la falta de oportunidades para la reinserción social y la rehabilitación en drogas. Podríamos pasar horas y horas revisando casos y situaciones en que los menores se ven involucrados en actos delictivos de alta connotación social. Sin mayor preámbulo, la violencia y delincuencia infantil se han convertido en problemas de la más alta relevancia social, política y científica. 

La presente investigación se introduce en el ámbito de las políticas de seguridad pública y reinserción social de jóvenes infractores de ley, partiendo de la constatación de que el fenómeno de la delincuencia juvenil en Chile y la Región de Tarapacá es un hecho cada vez más visible y preocupante. Variadas son las causas, razones y circunstancias en la reproducción de prácticas delictivas asumidas por los/as jóvenes y adolescentes. El estudio no pretende profundizar sobre dichas causas, sino más bien enfocar la comprensión de este fenómeno a partir del análisis de los roles asumidos por el Estado en materia de seguridad pública y los impactos que han producido en  las políticas públicas de responsabilidad juvenil y reinserción social de jóvenes en sus grupos de interés y en la sociedad.

Conteniendo el ejercicio anterior, nuestro interés investigativo radica reflexionar críticamente acerca de los cursos que han adoptado los cambios institucionales de los sistemas de atención de jóvenes infractores de ley en la Región de Tarapacá, identificando y analizando los problemas de calidad, efectividad y sustentabilidad de las políticas, planes y programas de responsabilidad juvenil– juvenil y reinserción social que han sido aplicadas en los últimos dos años (2007 – 2008) en el Centro Iquique (ex – Centro Arco Iris). 

Como estrategia metodológica destinada a lograr una mayor aproximación empírica de la situación planteada, se empleó el método de Estudio de Caso del Centro Iquique, bajo una óptica interpretativa – cualitativa, que estuvo llamada a no negar la información estadística de actualidad que nos ayudó, finalmente, a fortalecer esta visión. Al implementar la estrategia investigativa y llegado el momento de exponer los resultados, hemos optado por no revelar las identidades de nuestras fuentes primarias, como norma interna para el resguardo de quienes contribuyeron con este estudio.

En este sentido, la organización del estudio se centró el análisis del sistema público de atención directa de jóvenes infractores de ley y aquellas políticas, planes y programas de reinserción social que fueron aplicadas entre el 2007 y 2008 en el Centro Iquique de la Región de Tarapacá (en tanto sistema cerrado y semicerrado de atención sancionatoria), en el contexto de la puesta en marcha de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Con esto, se exponen los resultados principales del estudio, en las diferentes etapas del proceso de investigación social que desarrollamos, hasta aterrizar en los principales alcances, propuestas y  conclusiones que se desprenden del análisis planteado.

CAPITULO I.

Responsabilidad juvenil  y sistemas de reinserción social ¿utopía o posibilidad real?
El problema de la juventud no es que tropiece con barreras al intentar realizar sus aspiraciones, el problema es que le faltan aspiraciones, proyectos y, más que nada, ideología. (Touraine, A. 1991: 11)

1.1 Antecedentes generales

Cuando decidimos llevar adelante esta investigación, nos encontramos frente a un tema de estudio que parecía ser extremadamente amplio y complejo. Sin embargo, en el ejercicio de delimitación de la propuesta de investigación fuimos acotando nuestros intereses y dosificando de mejor manera nuestros recursos mediante un constante trabajo constructivo de proposición, validación y replanteamiento. Así, en un principio, nos enfrentamos ante dos posibles situaciones que nos llamaron profundamente la atención:     a) el aparente incremento de la delincuencia juvenil en la Región de Tarapacá; y, b) la aparente ineficacia e insustentabilidad de los sistemas de reinserción social y rehabilitación conductual que operan en los centros de atención directa del SENAME, junto con la participación de otros actores públicos y sociales. 

El problema de la delincuencia juvenil en el último tiempo se ha transformado en una preocupación pública de la más alta relevancia. La sensación de inseguridad y perplejidad que esta situación deja no sólo entre los victimarios, sume a muchos en el desconcierto y la desesperanza. La complejidad de este fenómeno es inconmensurable y no existe una verdad única o doctrinaria. Esta complejidad se basa en el principio de multidimensionalidad y en las “necesidades concretas” que despiertan los problemas  de violencia y criminalidad juvenil, los cuales fomentan un clima de  inseguridad pública y ponen en riesgo, finalmente, la democracia, el desarrollo económico – social y la “paz ciudadana”  (Fundación Paz Ciudadana: 1998, 2000, 2006).

Instalada en las agendas políticas nacional e internacional, el problema de la delincuencia juvenil y la aparente ineficacia de las políticas de  reinserción social de jóvenes infractores de ley tampoco le es indiferente a la opinión pública y la percepción ciudadana. Hasta hace poco tiempo atrás, la imputabilidad de los/as jóvenes era bajísima, sólo para casos excepcionales y ejemplificadores, lo que inquietaba enormemente a la población dada la impunidad en que quedaban los delitos, la instrumentalización que se hacía de estos jóvenes para cometer delitos organizados por adultos y la violencia desmedida que éstos, en general, ejercían en sus actos. No obstante fuese rebajada la edad de responsabilidad penal juvenil a 14 años, los delitos cometidos por jóvenes no han cesado. Así, se percibe a la sociedad actual y sus espacios públicos como lugares de sobre-exposición, dimensión del riesgo y escenario de la inseguridad. La delincuencia, criminalidad y violencia social se expresan de múltiples maneras, siendo la delincuencia juvenil una de ellas. 

En la Región de Tarapacá, particularmente en sus dos principales centros urbanos
, se observan aspectos sociales, económicos y geopolíticos que matizan el fenómeno de la delincuencia juvenil y definen sus particularidades. No obstante aquello, este fenómeno forma parte del contexto general que tiene una escalada mundial y que responde, entre otros elementos, al cambio de paradigmas expresado en el avance del “proceso de globalización” (Carrión, F. 2001:19) y la crisis de los valores tradicionales de la sociedad moderna, así como de aquellas instituciones basales de la integración social (familia, escuela, iglesia, Estado – Nación). No ha de extrañar, entonces, que las innumerables transformaciones en la vida económica, política, social y cultural del planeta hayan producido cambios significativos en los comportamientos de los/as jóvenes y adolescentes
. 

El desarrollo de las sociedades occidentales ha sido variable y desigual. América Latina muestra importantes avances en algunos ámbitos y sectores productivos, pero también a diversas “fuentes de inseguridad” (Arriagada, I. 2001: 109) vinculadas a preocupantes problemas de desigualdad, precarización de los empleos, pobreza, marginalidad y exclusión social, que se tornan patéticos con el avance de la violencia social, el narcotráfico, el debilitamiento de las redes de protección institucionales, la fragmentación de la sociedad civil y otros procesos que, paradójicamente, van en la senda contraria a los objetivos de un desarrollo económico - social sustentable y equitativo. Así, por una cuestión no siempre obvia, es necesario considerar que la Región de Tarapacá y los análisis de las políticas de responsabilidad juvenil no pueden desconocer el contexto socio-histórico vinculado al espacio fronterizo y las relaciones económicas, migracionales, socioculturales y criminológicas que se establecen, particularmente, entre la subregión norte de Chile, el sur peruano y el sudoeste boliviano. 

América Latina por años ha estado rankeada entre las regiones más violentas del mundo. Las inestabilidades e incertidumbres generadas por los modelos de desarrollo económico – social y por el proceso de transición de los Estados latinoamericanos hacia sistemas democráticos, a excepción probablemente de Venezuela que muestra signos de dictadura, ha generado innumerables desafíos en materia de violencia juvenil y promoción del desarrollo de la adolescencia, entendida ésta como una etapa de integración social vital. Si bien, el sistema democrático chileno y las políticas de seguridad pública dirigidas a jóvenes infractores de ley no se basan actualmente en el esquema de seguridad interior del Estado que prevaleció durante el régimen militar, aún nuestro sistema político se asientan en una carta magna obsoleta (Constitución de 1980) que no responde adecuadamente a los problemas y desafíos de reducir los factores de riesgo que enfrentan cotidianamente los/as jóvenes, así como la reproducción de la delincuencia juvenil y violencia social que se encuentran como telón de fondo. 

Las diferentes clasificaciones utilizadas para identificar y analizar el fenómeno de la delincuencia juvenil nos ayudan a entender la complejidad de un problema multidimensional que se encuentra visiblemente instalado en nuestra sociedad y, en especial, en la percepción de inseguridad de la ciudadanía. Variadas son las formas y expresiones delictivas que adoptan los/as jóvenes infractores de ley. Estas pueden ser prácticas organizadas y funcionalmente estructuradas o resultado de problemas psicosociales más acotados. Asimismo, la gravedad y connotación de los delitos son diversas, interesándonos en esta investigación aquellos actos delictivos provistos y definidos como de mayor connotación social
.

Por otro lado, Chile y la Región de Tarapacá no están al margen del debate en materia de delincuencia juvenil y el rol que le cabe al Estado en estas materias. Se observan visiones y diagnósticos diversos y, en algunos sentidos, contrapuestos ideológica o pragmáticamente. Para algunos cientistas políticos, la reinvención de la democracia chilena ha estado aparejada de una excesiva flexibilidad, permisividad y blandura del sistema legislativo y político, dando pié al incremento notorio de la delincuencia juvenil. Desde este punto de vista, la delincuencia sería el resultado de la reconversión del sistema político-legislativo chileno y de la reconstitución de los derechos humanos que dieron sustento a legislaciones menos agresivas (eliminación de la pena de muerte, eliminación de la detención por sospecha, etc.). 

Otros, sin embargo, prefieren mantener abierto su caleidoscopio y no reducir la emergencia de este fenómeno al reestablecimiento de un orden social democrático y la consecuente generación de condiciones para su existencia. Así, desde el primer gobierno de la Concertación, las políticas de seguridad pública han experimentado cambios significativos en los ámbitos de la redefinición de los antiguos roles político – institucionales y los enfoques que orientan los diseños y gestión de estas políticas. Sin embargo, la delincuencia juvenil parece ir en aumento, no obstante resulta imposible fundamentar esta aseveración con información sistemática y confiable que de cuenta de la real dimensión de la problemática y no únicamente de la efectividad de la pesquisa de denuncias o ilícitos aprehendidos por las policías.

De esta manera, al constatar la existencia indesmentible de los problemas de violencia y delincuencia juvenil en nuestra sociedad, buscamos conocer qué cambios socioinstitucionales se observan en el actual sistema chileno de atención y reinserción social de jóvenes infractores de ley al compararlo con el “ancient regime” pre-reforma de responsabilidad penal juvenil. Además, resulta oportuno preguntarnos por los impactos que han generado estos cambios político-institucionales en la Región de Tarapacá; qué cursos han tomado los modelos de responsabilidad penal juvenil y reinserción social en los centros de atención directa de jóvenes infractores de ley; y, cuáles han sido los obstáculos principales que ponen a prueba actualmente la calidad, eficacia y sustentabilidad de estos dispositivos en el Centro Iquique.

Estas interrogantes representan el planteamiento del problema y el inicio de nuestra apuesta investigativa la cual, como hemos señalado, se interna en los problemas de calidad, eficacia y sustentabilidad de las políticas de responsabilidad juvenil y reinserción social de jóvenes infractores de ley que han cometido actos de mayor connotación social en la Región de Tarapacá, durante los años 2007 – 2008, periodo en el cual comienza a regir el actual modelo de responsabilidad penal juvenil en Chile. Así, el tema de la delincuencia juvenil simboliza una apuesta investigativa en atención a un problema social prioritario que amenaza con desestabilizar las bases del sistema democrático chileno y el Estado de Derecho. En este sentido, trataremos de comprender cómo se materializan las intervenciones públicas hacia la situación de los/as jóvenes infractores de ley que ingresan concretamente al Centro Iquique en la Región de Tarapacá para iniciar su proceso de rehabilitación conductual e integración social, evaluando los impactos y problemas de calidad, eficiencia, eficacia y sustentabilidad de las diferentes etapas y dimensiones que configuran el proyecto de intervención.

Los antecedentes recabados de manera preliminar, nos permiten afirmar hipotéticamente que en la Región de Tarapacá las políticas de seguridad pública y reinserción social de jóvenes infractores de ley se encuentran en un estado de transición hacia la modernización de aspectos políticos, jurídicos, institucionales y de gestión pública. El cambio institucional y en las políticas de seguridad pública dirigidas a jóvenes infractores de ley se ha caracterizado por su reactivismo en relación con la complejidad del fenómeno y han resultado compensatorias desde la lógica de la victimización. La aparente ineficacia de las políticas de reinserción social de jóvenes infractores de ley, creemos, se basa en la idea de que los sistemas de atención de jóvenes infractores de ley se han venido encaminando hacia un modelo de carcelarización que tiende a desplazar las iniciativas socioeducativas destinadas a la reinserción social e integración social de jóvenes.

Antes de entrar en esta controversial materia, nos nutriremos con una relectura del contexto social y político - institucional que opera como trasfondo del fenómeno de la delincuencia juvenil en la sociedad actual. Nos enfocaremos en cómo el Estado ha enfrentado este problema, rescatando aquellas experiencias e hitos internacionales que han influido sobre las transformaciones internas en el ámbito de la seguridad pública y las políticas de responsabilidad penal juvenil. Posteriormente, entraremos en la escena nacional y regional para observar aquellos aspectos problemáticos e incógnitas que justifican la investigación y orientan su desarrollo.

1.2 Contextualización del fenómeno de la delincuencia juvenil y la respuesta del Estado en la sociedad actual

Realizando un breve recorrido por los medios de comunicación social, revistas científicas, publicaciones institucionales y otros escritos, es posible observar que el fenómeno de la delincuencia juvenil se encuentra instalado en nuestra sociedad. En el ámbito regional, la delincuencia juvenil se muestra como parte integrante de las paradojas del desarrollo económico y social, así como de los cambios en la vida familiar, la infraestructura de las viviendas, los déficit en materia de educación pública, la precariedad del empleo y el avance corrosivo del narcotráfico. Los/as jóvenes en situación de riesgo social son candidatos predilectos para ingresar al mundo del delito, lo que no quiere decir que este sea un problema que se presente en un estrato económico-social específico, sino que cruza todos los sistemas de convivencia social y los diferentes estratos económicos de la sociedad. No obstante aquello, las condiciones sociales y económicas que soportan la vida de familias y jóvenes en condiciones de pobreza y marginalidad tienden a ser más sensibles a las posibilidades de internalización de patrones delictivo-transgresores que se ponderan, recurrentemente, como “conductas desviadas” y “antisociales”.

La Región de Tarapacá no puede abstraerse de su historia y de su conformación sociopolítica. La presencia del fenómeno de la delincuencia juvenil en esta Región no se encuentra ajena a la situación que se vive en el resto del país, América Latina y otras naciones del mundo. En los últimos años, los problemas de seguridad pública y delincuencia juvenil han adquirido mayor notoriedad en los ámbitos comunicacionales, políticos, científicos y sociales, convirtiéndose en un tema de Estado con una fuerte presencia en el debate público. Sin embargo, este problema no es nuevo, aunque se manifiesta como un fenómeno dinámico y fuertemente sensible a los cambios de las condiciones económicas y sociales en los diferentes territorios. Esto hace que sea prácticamente imprescindible realizar una relectura del contexto histórico - social para comprender la relación que se establece entre el fenómeno de la delincuencia juvenil y el tipo de respuesta que ha desplegado la institucionalidad pública y política para poner tope a esta problemática y promover la integración social de los/as jóvenes infractores de ley.

Asistimos a un momento de nuestra historia en que la violencia parece apoderarse de los diferentes espacios públicos y privados. Se observan diariamente prácticas como el bullying en los colegios, violencia intrafamiliar, violencia de género, violencia hacia grupos minoritarios, violencia intracarcelaria que opera reforzando la idea de escuela del delito, terrorismo nacional e internacional, y una peligrosa contracultura juvenil del death line, del desenfreno hedonista, el desapego a la vida y la internalización de la violencia y el atropello al otro como medio legítimo de conseguir las cosas
. Este complejo background de manifestaciones parece minar los sistemas de convivencia social tradicionales basados en la confianza. Chile no está ajeno al fondo de los problemas y determinantes económicos, políticos, sociales, culturales y medioambientales que están detrás del fenómeno de la delincuencia juvenil. Lo importante, por ahora, es comprender que el fenómeno de la delincuencia juvenil y el carácter del sistema público de atención de jóvenes infractores de ley se construye a partir de relaciones complejas y causas multidimensionales, donde no hay cabida para el reduccionismo y el unicausalismo metodológico.

Las políticas públicas de los diferentes países que han intentado enfrentar la violencia y delincuencia juvenil nos muestran resultados diferentes y no siempre acordes con los impactos esperados. El tatcherismo y el reaganismo con sus políticas de tolerancia cero demostraron ser ineficaces y en algunos sentidos contraproducentes con los objetivos planteados inicialmente. Tal como sostienen algunos críticos y expertos, las políticas de “mano dura” para el control del delito no demostraron ser la vía para la fuente de paz en los países donde fueron aplicadas. La política de tolerancia cero
, por ejemplo, no evidenciaron impactar de manera fehaciente la reducción de los delitos, la minimización de la reincidencia y la reinserción social efectiva de jóvenes infractores de ley
.
Experiencias de otros países nos permite reconocer que la delincuencia juvenil se ha convertido en problema de orden público transnacional, tanto desde el punto de vista del compromiso al orden social como por la preocupación de interés público y percepción de inseguridad que despierta en la población y en los mercados. No obstante aquello, su expresión máxima la encontramos en las urbes y, particularmente, en aquellos territorios y espacios donde se convive cotidianamente con la marginalidad, la pobreza, la desesperanza, el flagelo de la droga y grupos que buscan apoderarse de dichos espacios para reproducir una cultura suburbana del delito y hacer valer sus propias reglas.

Las autoridades de la República Checa, por ejemplo, tuvieron que enfrentar el fenómeno de la delincuencia juvenil a comienzos del nuevo milenio, el cual iba en un exponencial incremento
. Algunas de las medidas empleadas frente a la escalada de robos de jóvenes que buscaban conseguir dinero mediante actos delictivos, pusieron a prueba los dispositivos públicos y legales de ese país a través de la elevación del límite de daños monetarios para calificar el caso como un delito, el cambio del clima social y la introducción de tribunales especiales para menores de 18 años. Sin embargo, los expertos que trabajaron en este caso concluyeron que “ha cambiado la estructura de la delincuencia infantil y juvenil. No es que haya más delitos cometidos por niños y jóvenes, sino que se vuelven cada vez más graves y violentos” (Oratorová, K. 2008)
. 

¿Es que hoy se denuncia más o es que existe un incremento real de la delincuencia juvenil en nuestra sociedad? La respuesta probablemente contenga ambos elementos. Lo problemático parece ser que no se sabe a ciencia cierta cuánto se ha dejado de denunciar y si las inquietantes cifras presentadas por los organismos oficiales no esconden un fenómeno más generalizado. Lo interesante de rescatar en el caso de la República Checa, es el descubrimiento de que lo que se daba, finalmente, era un incremento de la violencia y gravedad de actos ilícitos cometido por jóvenes y no necesariamente un incremento de la delincuencia en términos de participación de una mayor cantidad de jóvenes en actos reñidos contra la ley y el Estado de Derecho. 

Por otro lado, existen experiencias internacionales exitosas como la española, donde se ha logrado reducir substantivamente la comisión de delitos de mayor connotación social (DMCS) y aminorar las estadísticas de reincidencia por parte de jóvenes, pese a que en algunas comunidades como en Asturias se observe un fenómeno inverso. Asimismo, destaca la corriente socieducativa francesa en la contribución a generar políticas de seguridad pública capaces de centrarse en los/as jóvenes infractores de ley y sus problemáticos entornos, con los recursos y condiciones básicas que demanda la complejidad de un proceso costoso y dificultoso como es la resocialización, reeducación y reinserción social de estos jóvenes. En general, algunos países bajos de Europa, como Dinamarca, Holanda y la misma República Checa, han lanzado medidas socioeducativas y de integración laboral en el último tiempo con cierta preeminencia sobre las medidas judiciales que, ciertas ocasiones, se han reducido pese al incremento estadístico oficial de los actos delictivos (Fundación Paz Ciudadana, 1999).

En América Latina y el Caribe el “panorama criminológico” ha sido más complejo aún (Rico, J. 1977).  Las experiencias de violencia y delincuencia ejercida por la cultura de las bandas juveniles de los Maras en Centroamérica y parte de Estados Unidos
; los focos de criminalidad que se observan en las favelas en Brasil, los secuestros propiciados por miembros de las FARC en Colombia, así como la transnacionalización de los actos delictivos que se observan en regiones fronteras como Tarapacá (narcotráfico, blanqueo de capitales, contrabando, robo de vehículos y especies), nos empujan hacia la constatación de que el fenómeno de la delincuencia juvenil se nutre de un extenso repertorio criminológico y de un escenario global que convive peligrosamente con la violencia social en todas sus formas. 

En el ámbito específico de la delincuencia juvenil, pasa algo similar. Se observa una fuerte presencia del fenómeno en la agenda pública, los medios de comunicación social y el debate público en general. En este contexto, se ha venido documentando que “la mayoría de los delitos son cometidos por jóvenes. Cualquier política que pretenda reducir la delincuencia debe estar orientada a este grupo etario” (Fundación Paz Ciudadana. 1997: . Sin embargo, la toma de decisiones pública no cuenta con información criminológica sistemática que dé cuenta de la evolución del fenómeno de la delincuencia juvenil en Chile y la Región de Tarapacá desde una perspectiva de mediano y largo plazo. Recién para el año 2011 se proyecta la publicación del primer compendio de análisis quinquenal de estadísticas criminales de Chile, compromiso del Ministerio del Interior establecido en la Estrategia Nacional de Seguridad Pública (2006 – 2010)
. Esta situación indudablemente complica el diagnóstico y representa un obstáculo que opera como un “téngase presente” en las diferentes fases del proceso de investigación.

Volviendo a nuestros planteamientos, y ya instalado como una de las principales preocupaciones en la estabilidad del sistema social, político y económico, el fenómeno de la delincuencia juvenil se presenta bajo diversas figuras, atributos y connotaciones ideológicas. En términos prácticos, se manifiesta de manera organizada o individual apelando al carácter de inimputabilidad penal de los/as jóvenes. Algunos Estados, como el caso chileno, han adoptado la decisión de reformar integralmente el sistema de atención a la infancia y modernizar paralelamente el sistema de justicia. Sin embargo, sospechamos que el eje de acción basado en la reinserción social de estos jóvenes no se encuentra claramente perfilado en la etapa post - egreso, momento clave para la integración social y la sustentabilidad de las acciones. 

Así, los estudios criminológicos juveniles centrados en el rol del Estado no pueden entenderse sin contextualizar sociohistóricamente la problemática de la delincuencia juvenil en relación con el proceso de modernización del Estado. Nuestro estudio se encamina a la comprensión de estos aspectos, mediante el reconocimiento de la heterogeneidad de situaciones, etapas de crecimiento y factores sociales que inciden en la generación de conductas delictivas y que median los procesos de reinserción social de jóvenes infractores de ley. En este sentido, el estudio no pretende reducirse a una evaluación de los programas de reinserción e integración social del SENAME sino, más bien, pretende contribuir desde el ámbito de las Ciencias Sociales a la identificación de los desafíos de las políticas de reinserción social de jóvenes infractores de ley en la Región de Tarapacá, analizando los impactos -esperados e inesperados- que han producido sobre sus beneficiarios directos y sus entornos. Plantearemos, en lo que sigue, algunos elementos preliminares que nos ayudarán a orientar nuestra búsqueda y perfilar de mejor manera los aspectos que soportan este razonamiento. 

1.3 Problemas a partir de los cambios socioinstitucionales de los sistemas de atención de jóvenes infractores de ley en Chile y la Región de Tarapacá
Que Chile invierta más recursos públicos en un recluso que en un estudiante universitario resulta una paradoja vitae. También causa inquietud la comparación de la cantidad de población penal que existe en nuestro país, que es comparativa y proporcionalmente superior a la de otros países de América Latina, ocupando el cuarto lugar según estimaciones de organismos internacionales
. Uno de los puntos álgidos que últimamente ha despertado inquietud en la sociedad chilena, tiene que ver con los resultados de los procesos de reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes, el desconocimiento del gasto público utilizado para esos efectos y los grados de reincidencia y reproducción del delito. En el Senado nacional, por ejemplo,  se ha desatado un fuerte debate en este sentido, cuestionándose profundamente el hecho de que “tenemos una ley absurda, que dice que solo en el último período de condena –es decir si alguien está condenado a 10 años- en el año 8 recién comienza la política de reinserción y rehabilitación. Eso es completamente absurdo desde el punto de vista de los especialistas”
.

En términos generales, los procesos de cambio y modernización que atraviesan los Estados Nación, dejan en observancia tendencias reformistas y de reacoplamiento estructural que posibilitan transformaciones y mejoramientos de las políticas públicas dirigidas a enfrentar los problemas de seguridad y delincuencia que ponen en peligro la sustentación de la democracia, el clima de paz y el desarrollo económico – social de los diferentes países. Particularmente, en los países subdesarrollados o en vías de desarrollo, el problema de la delincuencia juvenil se ha recrudecido en el tiempo. Pese a lo anterior, el Estado ha intervenido el último tiempo propiciando procesos de reforma hacia la situación de protección de derechos y responsabilidad penal juvenil, constituyéndose en una apuesta al desarrollo futuro del país
 que incide directamente en la calidad de vida, ya que la delincuencia juvenil vendría  a “erosionar la instancia de lo público y la condición de ciudadanía” (Carrión, F. 1998:28). 

La mirada histórica resulta fundamental al momento de observar los cambios sociales y político – institucionales que han influido sobre el incremento de la delincuencia juvenil en el último tiempo. Desde el punto de vista de la actuación de los poderes públicos, se observan avances y desafíos importantes. En la década de los 70’, la estructura institucional que operaba en Chile era la CONAME (Consejo Nacional de Menores), organismo encargado de atender los problemas sociales que respondían a las disfuncionalidades conductuales y familiares de niños/as y jóvenes en riesgo. Su orientación era fundamentalmente asistencialista, con énfasis en la atención psicoterapéutica y el voluntarismo. En 1979, en plena dictadura del Gobierno Militar de Augusto Pinochet, se crea el SENAME (Servicio Nacional de Jóvenes), el cual se encargaría de sustituir al CONAME mediante una institucionalidad pública acorde con la tarea de protección y asistencia social de jóvenes en situación de vulnerabilidad e irregularidad familiar. Este esquema funcionó por más de una década, hasta los años 90’, momento en el cual se observa un giro epistemológico hacia los principios rectores propiciados por la Convención Internacional de Derechos del Niño, dirigiendo la labor del SENAME a regular el rol del Estado bajo una perspectiva de los derechos sociales y no de la caridad
.

Como dimensión referencial, de un modelo de seguridad interior del Estado de carácter cerrado, que predominó durante los años 70’ y 80’, se dio paso a un modelo de sistemas abiertos (seguridad pública) que trascenderá la participación de los organismos castrenses y judiciales. Posteriormente, la década de los 90’ se caracterizará por cambios significativos en el paisaje global y local también. La caída del muro de Berlín y el paso de los gobiernos militares a gobiernos democráticos en América Latina y Chile gatillaron  transformaciones radicales orientadas a promover la modernización de los Estados Nación y, entre otras, las políticas de seguridad pública. En este escenario global, se observa un agotamiento del modelo ideológico de Seguridad Interior del Estado y la emergencia de un modelo de Seguridad Pública de carácter incluyente, transversal y orientado hacia los objetivos estratégicos de reducir los inquietantes índices de delincuencia y violencia social. 

Así, el fenómeno de la delincuencia en Chile se instaló en el centro del debate público, convirtiéndose en el caballo de Troya del discurso político y en uno de los problemas más relevados por los medios de comunicación y el ciudadano común y corriente. A fines de los años 90’, se comienza a observar un desgaste de las políticas de seguridad pública e insuficiencia de los mecanismos de control y prevención del delito. De esa manera, las disconformidades respecto del fortalecimiento de las policías (incremento de dotación y recursos) como única medida para combatir la delincuencia instalan en el debate político, público y científico la idea de reformular el sistema de seguridad pública nacional, con lo cual se esperaba modernizar la justicia penal en el ámbito juvenil y sintonizar las políticas fiscales con las directrices de los tratados internacionales que se fueron suscribiendo, particularmente con la Convención de Derechos de los Niños y Niñas.

Este cambio de paradigmas también fue gestando modificaciones en las estructuras políticas – institucionales que promovían la protección de los derechos de la infancia con carácter asistencial, así como la rehabilitación conductual y reinserción social de casos problemáticos. Los aspectos psico/conductistas con énfasis en la rehabilitación terapéutica basada en el encierro y modelos de internados, predominaban en los análisis e intervenciones hacia estos jóvenes. Por más de una década esta institucionalidad operó en Chile bajo este esquema, de manera descentralizada y con dependencia directa del SENAME y el Ministerio de Justicia. Sin embargo, lentamente se fueron incorporando nuevos elementos y cursos de acción que convirtieron a los centros del SENAME en sistemas cerrados y semicerrados de atención de jóvenes infractores de ley.

Al visibilizarse en la agenda política el problema de la delincuencia juvenil e instalarse en la percepción pública el sentido de inseguridad y desconfianza respecto de la eficacia de las acciones de control y prevención del delito por parte de los organismos pertinentes (policías, gobierno, institucionalidad pública, ONG’s), se comienzan a concretar los primeros cambios con dirección a la reformulación de los sistemas de atención de los/as jóvenes infractores de ley. En ese entonces, el Centro Arcoiris (actualmente Centro Iquique), así como los demás centros juveniles del SENAME, se encargaban de trabajar en el ámbito de la protección de los derechos sociales de menores en situación de riesgo social, hasta el año 2003, cuando comenzaron a sentarse las bases del modelo de responsabilidad penal juvenil que opera actualmente. Así, el perfil de los internos de estos centros cambió drásticamente. Ya no se trataba de atender a jóvenes en situación de vulnerabilidad y desprotección de sus derechos básicos, sino que había que tratar con jóvenes y adolescentes de alta complejidad que estaban conectados con el mundo del delito. 

En este contexto, los sistemas de atención de jóvenes infractores de ley se verán modificados con la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente
. Estos cambios políticos - institucionales han generando avenimientos y detracciones. Los argumentos a favor dicen relación con justificaciones como la necesidad de reformular el sistema público de atención de jóvenes infractores de ley a la luz de los cambios sociales y los desafíos de manutención del orden y la paz social. Los detractores, por otro lado, plantean que lo que ha venido impulsándose constituyen cambios que sin dejar de ser importantes, no se encuentran acordes con los sentidos y dinámicas del fenómeno de la delincuencia juvenil.

Como sea, la Región de Tarapacá manifiesta actualmente signos insospechados de violencia y delincuencia juvenil. Ya no resulta una sorpresa observar la estrecha relación que se establece entre el tráfico / consumo de drogas y los actos delictivos.  Sabemos que el consumo de estupefacientes en los/as jóvenes se ha ido incrementando en Chile y que esta situación ha traído costos económicos, humanos y sociales significativos
. 

La Región de Tarapacá, por su carácter fronterizo, se encuentra permanentemente expuesta a los flagelos del narcotráfico y presenta las tasas más altas de consumo de drogas ilícitas entre los jóvenes (cocaína, marihuana  y pasta base, principalmente). Así, surge la necesidad de que la reinserción social de los jóvenes vaya de la mano con procesos de rehabilitación conductual y, particularmente, de rehabilitación del consumo problemático de estupefacientes. ¿Qué pasa en ese sentido? ¿Qué se está haciendo al respecto? Sabemos que CONACE se encarga fundamentalmente de los aspectos preventivos de la problemática y que las políticas públicas están, en general, fuertemente orientadas al control y la prevención del delito. Asimismo, los programas de rehabilitación en consumo problemático de estupefacientes en jóvenes son, en general, costosos y no garantizan el éxito. En este sentido, han sido las organizaciones comunitarias las que han comenzado a llenar este vacío trabajando sobre la base de metodologías terapéuticas de autoayuda y asistencia religiosa que no cuentan, por lo general, con recursos suficientes para realizar tratamientos integrales. 

Así, resulta clave conocer el contexto y sentido de los cambios institucionales en materia de seguridad pública y delincuencia juvenil, cuestionándonos en lo más profundo respecto de la utopía o posibilidad real de los sistemas de responsabilidad penal juvenil y los procesos de reinserción social de menores infractores de ley, particularmente de aquellos casos críticos. Básicamente y para finalizar con esta parte, nuestro planteamiento del problema coincide en señalar que los determinantes sociales más representativos para la Región de Tarapacá
 generan un clima adverso para los procesos de reinserción social de menores infractores de ley que, luego de terminada la etapa de intervención en el sistema público, parecen quedar a la deriva de los riesgos sociales que siguen presentes en la familia, el barrio y el entorno social y que terminan, finalmente, prevaleciendo en la regeneración de la conducta criminal. Con este argumento, nos asaltan las dudas respecto de si es posible la reinserción social de jóvenes infractores de ley bajo el esquema institucional que hoy opera y, particularmente, nos interesa saber cuáles son los obstáculos políticos – institucionales que debe sortear actualmente el sistema de responsabilidad penal juvenil para garantizar, de manera efectiva y sustentable, la reinserción social de menores entre 14 y 17 años, considerando a los de 18 como “adultos”. Veremos, a continuación, cómo se conmensuraron las inquietudes planteadas en este capítulo mediante la delimitación de la estrategia metodológica que considera, entre otros elementos, la relevancia académica, política y social de la investigación, así como los métodos y técnicas de investigación  utilizadas (Delgado y Gutiérrez, 2007; Valles, M. 2007).
1.4 Estrategia metodológica

La seguridad pública se constituye hoy en una prioridad para el Estado y la ciudadanía. Este estudio se inscribe dentro de este contexto, pero no parte de cero. Las razones de la elección del problema de investigación que dieron vida a este proyecto no sólo poseen un carácter externo o están ligadas a lo que podríamos llamar “las necesidades de la sociedad”. También representan el compromiso con las experiencias laborales y académicas que, como investigadores y servidores públicos, nos proponemos reforzar. En este sentido, esta es una investigación comprometida y de ninguna manera declara congeniar con la visión comteana positivista de la neutralidad valorativa como criterio científico para la veracidad y confiabilidad de los resultados. 

Nuestra investigación no pretende definirse como un estudio exploratorio, ya que la problemática expuesta ha sido motivo de investigación en varias ocasiones, desde diferentes perspectivas, matices, disciplinas científicas y contextos histórico-sociales. Más bien, nuestro trabajo se ilustra como una investigación descriptiva – interpretativa cuya novedad reside en analizar las políticas públicas de responsabilidad juvenil y reinserción social de jóvenes infractores de ley desde una visión regionalista y rescatando la visión de los actores locales que han participado de los cambios institucionales de los modelos de atención directa
. Además, la perspectiva  sistemática que adoptaremos nos conducirá a una síntesis que pueda constituirse, finalmente, en un aporte en la interpretación sobre los desafíos de las políticas de responsabilidad penal juvenil a la luz de los cambios político-institucionales y el permanente riesgo de recrudecimiento de la delincuencia y la violencia juvenil en la Región.

. 

Esta investigación también se define como un estudio de corte mixto, en relación con la complementariedad que se establece en las dimensiones metodológicas pertinentes de los ámbitos cuantitativo y cualitativo. Estas complementariedades se corresponden a partir de los aspectos más instrumentales de los métodos de investigación, no así en al nivel de rasgos epistemológicos, estrategia metodológica, supuestos y principios investigativos que, particularmente en este estudio, se vinculan con las corrientes sistemática e interpretativa. A partir de allí, nos proponemos analizar los aspectos cualitativos del fenómeno en el sentido de rescatar la visión de proceso, cotejar las perspectivas de los actores pertinentes (cuerpos directivos, equipos técnicos y beneficiarios directos del SENAME y su red de establecimientos) y detenernos en cómo las políticas públicas se recrean en la realidad local en torno al diseño y aplicación de los modelos de reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley que cumplen condena en los centros de atención directa del SENAME. 

Las “distinciones” (Bourdieu, P. 1998) y reflexiones críticas que forjemos del fenómeno de la delincuencia juvenil y la respuesta pública en materia de reinserción social, busca evitar sesgos, simplificaciones burdas, reduccionismos contraproducentes y prenociones (visiones “adultistas” sobre la infancia, por ej.) que afecten, finalmente, la organización y desarrollo del estudio. En este sentido, es imprescindible valerse de un soporte conceptual basado en la revisión y replanteamiento de los conceptos que tradicionalmente han sido utilizados para abordar el fenómeno de la delincuencia juvenil y analizar el papel que le cabe al Estado en estas materias
. Nuestra intención no apunta a responder cómo es posible erradicar la violencia y delincuencia juvenil desde un punto de vista esencialista, determinista o teleológico. La motivación que nos mueve pretende, más bien, ingresar al mundo de las políticas públicas y situar nuestros ojos críticos para observar e identificar aquellas contradicciones y paradojas político - institucionales que concretamente han venido atentando contra la calidad, eficacia y sustentabilidad de los modelos de reinserción social para jóvenes infractores de ley.

Así, nuestro objetivo principal se propone reflexionar críticamente acerca de los cursos que han adoptado los cambios institucionales en el Centro Iquique, identificando y analizando los problemas de calidad, efectividad y sustentabilidad de las políticas, planes y programas de responsabilidad juvenil y de reinserción social que han sido aplicadas en los últimos dos años (2007 – 2008). Este propósito está directamente relacionado con la idea de identificar y conocer aquellos elementos que inciden negativamente en la concreción del impacto esperado de estas políticas públicas, realizando un análisis de eficacia y observando críticamente las acciones de apoyo dentro y fuera del Centro Iquique.

Existen, además, varios propósitos específicos en esta investigación que abordaremos de manera prudente y aterrizada, toda vez que procuramos no escaparnos hacia la inmensa complejidad del fenómeno y buscamos resguardarnos de las ambiciones de explicar lo inexplicable. Entre los objetivos específicos se cuentan:

i. Problematizar, a partir de los enfoques contemporáneos de las ciencias sociales, respecto del fenómeno de la delincuencia juvenil y el papel que le cabe al Estado en los procesos de reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley.

ii. Describir el contexto socioinstitucional y las particularidades que definen y distinguen el fenómeno de la delincuencia juvenil en la Región de Tarapacá.

iii. Diagnosticar y evaluar los impactos que en Chile y la Región de Tarapacá han producido las políticas públicas para la reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley, comparando el momento institucional actual con el pasado pre-reformista.

iv. Identificar los principales obstáculos que afectan la eficiencia – eficacia del nuevo sistema institucional de atención de jóvenes infractores de ley (particularmente del Centro Iquique, periodo 2007 - 2008), analizando aquellos factores que comprometen positiva y negativamente la sustentabilidad de las acciones de reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley en el ámbito regional. 

v. Esbozar propuestas y conclusiones alusivas a cómo plantarse y superar los desafíos que presentan el Estado y la sociedad civil regional en estas materias.

Para evaluar el impacto de los esfuerzos de las políticas de responsabilidad juvenil promovidas por el SENAME y su red de establecimientos de atención directa, se tomarán en consideración los aspectos organizacionales de los sistemas y programas de gestión aplicados, junto con la visión de los actores que han participado activamente en los procesos de rehabilitación conductual y reinserción social de estos jóvenes
. En este sentido, se integrarán en nuestros análisis información considerada de corte “objetivo” (p. ej., indicadores de ingresos a sistemas cerrados y semicerrados, tasas de reincidencia, porcentaje de egresos satisfactorios) e información cualitativa vinculada al desarrollo de los aspectos vitales en la construcción de sentido e identidad de cualquier persona, como la familia, los afectos, los estudios, su relación con sus pares y su entorno, las expectativas y proyectos de vida (Restrepo, C. 2001: 11).

Situándonos en el periodo junio 2007 – diciembre 2008, utilizaremos el Estudio de Caso como la principal herramienta y método de investigación social, apuntando al análisis de los cambios institucionales promovidos en el contexto de la reforma de los sistemas de atención y responsabilidad penal adolescente, en relación con los nuevos roles de los centros regionales de atención directa del SENAME. Particularmente, nos focalizaremos en la situación del Centro Iquique y los dos grandes sistemas de atención que coexisten y operan en la actualidad, como lo son: a) Sistema cerrado
; y b) sistema semicerrado
. 

El estudio de caso, en cuanto método de investigación y/o diseño de investigación cualitativa, posee diversos matices que se agrupan en “distintos tipos de estudio” (Martínez, C; Piedad, C. 2006:09). Tenemos los estudios de caso factuales, interpretativos y evaluativos, según los objetivos de la investigación y los niveles de estudio de casos. Destacan las clasificaciones de estudios de caso de Stake (1994) en intrínsecos (para comprensiones densas), instrumentales (para profundizaciones descriptivas) y colectivos (varios casos comunes), así como las taxonomías de Yin (1993) quien distingue los estudios de caso como únicos y/o múltiples. En particular, Yin argumenta que “el método de estudio de caso ha sido una forma esencial de investigación en las ciencias sociales y en la dirección de empresas, así como en las áreas de educación, políticas de la juventud y desarrollo de la niñez”. 

Pese a los cuestionamientos realizados al método de estudio de caso por autores como Stoeker, 1991; Venkatraman & Grant, 1986; Rouse & Daellenbach, 1999; Bower y Wiersema, 1999
, es posible observar que éste posee valor y utilidad práctica para los análisis que realicemos. Los atributos rescatables y pertinentes para esta investigación, se relacionan con la organización coherente de aquellos elementos que distinguen las particularidades del fenómeno y defienden la concepción de que cada caso merece la pena ser estudiado por sí mismo, sin prescindir por esa razón del dialogo con el entorno y el contexto sociohistórico. Así, el estudio de caso que aplicamos en nuestro trabajo investigativo lo definimos como intrínseco, instrumental y de forma espiral en lo que respecta a la generación de conocimiento
. 

Adentrándonos en el caso concreto del Centro Iquique y los/as adolescentes que han pasado por los programas del área de responsabilidad juvenil durante el periodo 2007 – 2008 (con referencias contextuales desde el año 2003), lo primero que deberemos considerar es el diseño de investigación que guiará nuestro trabajo y la integración de, al menos, cinco componentes metodológicos fundamentales: a) las preguntas de investigación, que se relacionan con la problemática de estudio expuesta en el capítulo 1; b) las proposiciones teóricas; que se propondrán en el capítulo posterior; c) la(s) unidad(es) de análisis, vinculadas principalmente al área de responsabilidad juvenil del Centro Iquique y los obstáculos para el desarrollo de los programas de reinserción social de jóvenes infractores de ley entre los años 2007 y 2008; d) los criterios para la interpretación de los datos y la vinculación lógica de los datos a las proposiciones, presentes en el capítulo dedicado al análisis de la información.

Como parte de la estrategia metodológica y dedicando un capítulo aparte, realizaremos un diagnóstico descriptivo – evaluativo basado en un modelo mixto de análisis de políticas públicas que se levante sobre la base de:          a) la evaluación conceptual o de diseño de estas políticas, planes y programas; b) la evaluación de los sistemas de gestión; c) la evaluación de los sistemas de seguimiento y sustentabilidad de los programas; d) la evaluación de eficiencia y eficacia; y, e) la evaluación descriptiva global. Esta propuesta intenta superar los tradicionales diagnósticos FODA (fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas), aunque no por esa razón descartaremos el FODA como una herramienta válida para los análisis inscritos en esta investigación. Este principio de complementariedad, se reforzará con la inclusión de los autodiagnósticos institucionales que hayan sido realizados anteriormente y que constituyen en esta investigación un insumo relevante, aunque por su carácter autorreferente propendan a la generación de sesgos e inconsistencias metodológicas.

En concreto, el estudio inició su fase de implementación metodológica delimitando previamente el campo de investigación bajo un proceso de validación interna, que permitió perfilar el estudio y seleccionar cinco fuentes “técnicas” de recopilación de información (Blanchet, A. 1989; Padua, J. 1987; ). Por un lado, la técnica de identificación, recopilación y selección de información proveniente de fuentes documentales secundarias, la cual posibilitará la organización y tratamiento  reflexivo de la información. En segundo lugar, diseñaremos y aplicaremos un set de entrevistas semiestructuradas a informantes estratégicos representantes del grupo de directivos, profesionales y técnicos del Centro Iquique. En tercer lugar, recopilaremos y analizaremos la información contenida en las carpetas de los internos del Centro Iquique que han pasado por los programas de reinserción social. En cuarto lugar, realizaremos una muestra de la prensa local durante el periodo junio 2007 – diciembre 2008, buscando, seleccionado y organizando aquellos contenidos que se vinculen directamente con la investigación
. Y, por último, en quinto lugar, aplicaremos la técnica historias de vida a 4 jóvenes, 2 casos considerados “exitosos” en cuanto al proceso de reinserción social y 2 casos reincidentes.  

Los análisis estadísticos que realicemos se complementarán con esquemas de tratamiento de la información de carácter cualitativo, lo que llama a la mixtura de los elementos metodológicos. Desde este último punto de vista, el análisis contextual del estudio de caso, el análisis de contenido de la información primaria recopilada y el análisis documental de fuentes secundarias seleccionadas se triangularán en atención a manejar de forma ordenada y sistemática aquella información que permita interpretar la relación entre delincuencia juvenil y sistemas públicos de reinserción social, particularmente la experiencia del Centro Iquique y sus internos/as. La triangulación analítica – operativa se sustenta en cuatro criterios temáticos que intervienen tanto en la búsqueda de información como en su tratamiento, encaminando la generación de conocimientos hacia: a) la identificación de los cambios institucionales y de las políticas de reinserción social de jóvenes infractores de ley; b) la evaluación de la gestión de las políticas y programas de reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley en torno a un análisis de resultados; c) el cotejo de las percepciones de los diferentes actores locales en torno a la eficiencia, eficacia, impacto y sustentabilidad de los sistemas de atención directa en el área de responsabilidad juvenil y reinserción social; y, d) el análisis de las percepciones del fracaso y el resignificado del proceso de reinserción social de los propios usuarios, en contraste con los casos reconocidos como ‘exitosos’.

De esta manera, el estudio de caso del Centro Iquique se constituye en un caso único dispuesto como referente para la generalización de conocimiento. Desde este puntal, la estrategia metodológica se plantea de manera coherente con el principio constructivista que entiende la generación de conocimiento como un acto dinámico de deconstrucción – reconstrucción permanente. La heurística y el instrumental analítico se propone trabajar la información sin perder de vista el continium del proceso de investigación social que supone congeniar el acto reflexivo y orientarlo hacia el logro de los objetivos planteados. Nuestra hipótesis de la carcelarización de sistema de atención de jóvenes infractores de ley, y que se refleja con mayor notoriedad en el régimen cerrado

Considerando esos elementos y a manera de síntesis, hemos elaborado un esquema de planificación de actividades que pretende ir paso a paso recorriendo y validando -con el grupo de expertos- la investigación, el tratamiento de la información y la exposición de los resultados. Así, nuestro trabajo de investigación queda estructurado de la siguiente manera:

	      ACTIVIDADES DE INVESTIGACIÓN PRINCIPALES  
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	Formulación del problema de investigación
	
	
	X
	
	
	
	
	

	Elaboración de estrategia metodológica
	
	
	X
	
	
	
	
	

	Elaboración del marco teórico
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Elaboración del marco histórico
	
	
	
	
	X
	
	
	

	Implementación estrategia metodológica
	
	
	
	
	X
	
	
	

	Procesamiento y análisis de información. 
	
	
	
	
	
	X
	
	

	Redacción de informe final y exposición de resultados
	
	
	X
	X
	X
	X
	X
	X


CAPITULO II
Criminología juvenil: Camino hacia las nuevas semánticas de la integración social de jóvenes infractores de ley

La sociedad debe tomar conciencia que la inocencia juvenil expuesta a la necesidad, no distingue entre el aprender a sobrevivir y la ley, porque la necesidad instintual de seguir vivo es más fuerte que el miedo al castigo (Doris Cooper: “Delincuencia Común en Chile”, LOM Ediciones, 1994, página 87).

2.1  Del origen y visibilización del fenómeno de la delincuencia juvenil

Los problemas de delincuencia y violencia juvenil no son para nada nuevos. La delincuencia, entendida como acto transgresor del orden social establecido (político, normativo, económico, moral, ideológico, religioso), ha estado presente en la humanidad desde sus albores, bajo el significado de “desacato”, “desprendimiento” o “subversión” a las pautas de un grupo o comunidad. La consecuencia de esta situación, daba como resultado, generalmente, el apartamiento del grupo o el castigo físico. En la premodernidad, el significado mágico – religioso procuraba mantener resguardada la cohesión de grupo y articular los sentidos axiológicos y de cosmovisión de manera armónica. Las penitencias y sacrificios constituían actos rituales provistos de un significado sancionatorio, retributivo o invocativo al buen augurio. Con la filosofía social, los valores se inclinaron hacia una concepción más individualista de las libertades, derechos y responsabilidades de los “hijos de Dios”. La filosofía y la política del esplendor greco – romano definieron aspectos importantes en materia de violación a las “prohibiciones”, con manifestaciones de castigos antihumanos y contribuciones notables en materia normativa.

Posteriormente, en el medioevo aparece la figura de Robin Hood (s. XIV) y el principio de “la justicia por las manos” que tiñeron de misticismo aquellos actos fuera de ley (bandidaje, salteadores de caminos) y lo legitimaron como “defensa de los desamparados”. Destaca en este periodo, asimismo, la corriente de los golfines en España, un grupo de bandoleros, malhechores y delincuentes que en los siglos XIII y XIV despertaron el interés por la seguridad nobiliaria. Ante esa situación, no tardaron en erigirse construcciones destinadas al encierro y castigo de los “indomables”, asimiladas actualmente al concepto moderno de cárcel o prisión, que se convirtieron en espacios destinados al castigo y la reconversión de las almas penitentes, las que generalmente se situaron en medio de las ciudades medievales.

Los antecedentes sobre la visibilización del fenómeno de la delincuencia común y juvenil también cruzan la realidad latinoamericana. Antes de la conquista española, la cultura del Imperio Inca se caracterizaba por la obediencia cívica basada en las deidades y en un estricto régimen político que sentaba el orden imperial. Toda resistencia a los decretos reales era considerada un sacrilegio y no sólo un delito, siendo fuertemente castigados quienes desobedecieran los decálogos del Inti. 

El delito en las culturas precolombinas era problema de atención y un acto severamente castigado, constituyendo una contravención divina fuertemente reprochada. El castigo era la principal fuente de reconstitución del orden político y divino, siendo el sacrificio humano una expresión punible superior. La cultura de los Mayas poseía un ordenamiento similar. En materia de justicia, los Mayas fueron muy severos, los delincuentes eran juzgados por el Halach Vinic (un jefe superior, de título hereditario de corte masculino) o por sus representantes. Las leyes penaban con grandes castigos los distintos delitos; así el hurto se penaba con esclavitud, el homicidio voluntario o involuntario, el adulterio o el daño grave se castigaban con la muerte.

Con la conquista de los españoles y la descompostura de estos grandes imperios, Latinoamérica se transformó en un espacio multicultural forzado y en permanente conflicto. Generalmente, se tiende a asociar la llegada de los españoles con el origen de la delincuencia, el desarraigo cultural y la violencia social en América Latina . Así, la delincuencia como fenómeno surgiría de la etiología de la conquista española y las dinámicas que tienen que ver con el choque cultural, las matanzas de indígenas, la usurpación de las tierras y riquezas (oro y plata). Se dice que en la conquista española está la razón histórica e intercultural de los problemas de delincuencia y violencia que experimenta la región, ya que su llegada significó el establecimiento de relaciones sociales, políticas y económicas basadas en el poder y no necesariamente en el derecho. 

Por otro lado, con la modernidad y el advenimiento del Siglo de las Luces se produjo un debilitamiento de los enfoques basados en lo religioso, buscándose una definición científica, legal y universal de lo permitido y lo prohibido, con discusiones de moralismo que pretendían fundar una “legalidad de delitos y de penas”, según fuese formulado por primera vez por el italiano Cesare Beccaria en su obra Ensayo sobre los delitos y las penas, publicada en 1764. La Revolución Francesa y la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 fueron determinantes en la definición social y política  del sujeto  sin la centralidad que tradicionalmente había tenido lo religioso y lo sacro-moral
. 

Este choque de paradigmas culturales, indudablemente, repercutió de diferentes maneras en América Latina. La delincuencia, el bandidaje y el contrabando eran prácticas cada vez más visibles. No obstante, la época precolombina evidencia la existencia de un “derecho imperial” que no hacía mención a situaciones especiales de niños o jóvenes que cometiesen algún delito. Más bien, se presuponía que la delincuencia juvenil estaba controlada y no constituía un problema de interés específico para el orden imperial y divino de la época.

Por otro lado, con la ilustración europea, surgieron variados aportes que son precisos de reconocer. Destacan los escritos de Howard El estado de las prisiones en Inglaterra y Gales  (1777); Gall Las funciones del cerebro (1882); las obras de Morel (que estudió la cleptomanía y la piromancia como constelación de la personalidad distorsionada); Prichard, que destaca por la definición de su concepto de moral insanity, el cual precedió al concepto de psicopatía moderno; Nicolson y Gerry, quienes contribuyeron significativamente a la constatación ilustrada del fenómeno de la delincuencia en las sociedades europeas, centrándose en aquellos aspectos biológicos y hereditarios. En este periodo, la psicogenética y la biología evolucionista jugaron roles fundamentales en la explicación del fenómeno de la delincuencia, erigiéndose como enfoques predominantes y hegemónicos de la sociedad moderna. 

En los inicios de la modernidad, la pauperización de las masas, así como las traumáticas y radicales transformaciones sociales, económicas, políticas y culturales generaron alteraciones significativas en los modelos de convivencia humanos (Touraine A. 1993: 08). La delincuencia, el bandidaje y el contrabando se visibilizaban, esta vez, como encarnación de un mercado negro que simbolizaba la mano invisible de un mercado oculto y silencioso, que no estuvo en los ojos de Adam Smith (s. XVIII). El modelo liberal y la feroz competencia por los recursos escasos posibilitaron que la “ley de la selva”, instalada en las urbes modernas, conspirara con la aparición del darwinismo social. La sobrevivencia del más apto se convirtió en una lucha sin tregua, que estuvo basada en la visión evolucionista de la realidad e instrumentalizada en la máxima “los medios justifican los fines”. 

Las ciencias sociales se interesaron desde un comienzo por el fenómeno de la delincuencia utilizando, en principio, esquemas analíticos biologicistas y psicoanalíticos como los señalados. Acorde con la visión naturalista y antropomórfica de la época, Lombroso y otros definirían a los delincuentes como atavismos de formas primitivas de la evolución humana que poseían, por lo general, tendencias hereditarias, rasgos somáticos y antropomorfos definidos. En una y otra parte, la tradición evolucionista y el biologicismo determinista modernos caracterizaban a los delincuentes con determinados rasgos físicos, admitiéndoles una supuesta “inferioridad biológica”. El paradigma positivista - naturalista de la época convertiría a la biología y la psicología en disciplinas fundamentales orientadas a descubrir, medir y explicar, entre otros temas de relevancia, las causas del fenómeno de la delincuencia y la conducta patológica o anormal
. De esta suerte, la modernidad, el paradigma positivista, así como la primacía de los enfoques evolutivo y psicoanalítico contribuyeron a la formulación de normas y cuerpos legales que estuvieron basados en los aportes científicos orientados a encontrar las causas principales del fenómeno de la conducta desviada, la delincuencia, la anomia y la criminalidad
.

Durante las últimas décadas del siglo XIX se comenzaron a desarrollar con mayor fuerza los análisis científicos de la acción criminal, abriéndose paso a los primeros estudios sobre la readaptación de las penas y la reinserción social de los delincuentes adultos y juveniles. La delincuencia, en general, estuvo asociada a la pauperización de sectores de la sociedad y fue considerada como una expresión de desadaptación social, desintegración y la anomia (Durkheim, E. 1897, 1985)
. Guerry, paralelamente, será uno de los primeros autores en abordar la relación delincuencia – pobreza observando los vínculos entre la falta de educación de los jóvenes y los actos delictivos, a través de la confección de mapas ecológicos que le permitieron concluir que no es la pobreza el principal factor de delitos contra la propiedad sino, más bien, el factor de oportunidad (la oportunidad hace al ladrón). 

Por su parte, Adolphe Quételet esbozará el concepto de deprivación relativa, utilizado hasta nuestros días en los análisis de la delincuencia juvenil, para explicar la situación referida a la toma de conciencia de las personas respecto de las desigualdades sociales que los aquejan y que dan lugar a la aparición de sentimientos de injusticia y resentimiento. Bajo ese puntal argumentativo, Quételet observó que los jóvenes estaban más propensos que los adultos a cometer crímenes, definiendo el crimen desde una visión determinista, vale decir, como el resultado necesario de la organización de la sociedad, de tal forma que ésta “prepara a los criminales y los culpables son solamente los instrumentos que los ejecutan”
 (Vásquez, C. 2003:51). 
Paralelamente, surge en este periodo la Teoría Ecológica (fundada en la Escuela de Chicago) la cual se interesará por estudiar la criminalidad juvenil a partir de las características geográficas y zonales del fenómeno de la delincuencia (Clifford Shawn y Henry McKay, Ernest Burgess). Uno de los supuestos principales que regían los análisis, postulaba que la base de una carrera criminal adulta comienza a una temprana edad, por ese motivo, el mejor camino para prevenir el crimen es interviniendo la delincuencia juvenil. Así entendido, la solución al problema de la delincuencia juvenil no residiría en posibilitar el acceso de los delincuentes a tratamientos individualizados de reformación conductual, sino en apuntalar el tradicional control social en los barrios desorganizados  y marginales para lograr su estabilización.
De manera alternativa a esta línea de pensamiento, surgirán corrientes teóricas que se encargarán de poner el acento en aquellas ideas que daban cuenta de la conformación política y social de los aparatos represores del Estado (Marx, K. 1898) y en cómo el monopolio de la violencia legítima del Estado (Weber, M. 1903) se constituía en un bastión orientado a garantizar el orden social, así como apuntalar el contradictorio y asimétrico progreso de la sociedad capitalista. En este contexto y en una búsqueda incesante de identidad científica, las ciencias sociales aportaron con variados arquetipos conceptuales que buscaban explicar los traumáticos cambios de la sociedad moderna en su quiebre con el paradigma teológico y mágico – religioso. El emergente capitalismo liberal, así como las revoluciones industrial y francesa, generaron un ambiente de desconciertos, esperanzas e incertidumbres sobre el destino de la sociedad moderna de fines del s. XIX y principios del s. XX. Los movimientos sociales y de obreros que despertaron a la luz de las nuevas preocupaciones de la sociedad capitalista, así como los cada vez más recurrentes episodios de desórdenes y caos, justificaron la aparición de un Estado represivo, dominante e implacable recomponedor del orden social
.

Ya en el escenario que da forma al origen de los Estados Nación modernos y a los procesos independentistas en América Latina, se observan los primeros atisbos de legislación modernos que abordan el fenómeno de la delincuencia juvenil como problemática y desafío para las políticas públicas. El  inicio legislativo de la "cuestión criminal" surge en el período republicano, luego de la independencia de América Latina con las colonias europeas y, posteriormente, con la constitución de los Estados Nación latinoamericanos. Aunque a finales del siglo XIX la mayoría de los países de América Latina y el Caribe tenían una basta codificación, especialmente en Constituciones Políticas y Códigos Penales, la regulación de la criminalidad juvenil no era objeto de atención particular. Más bien, la criminalización de los procesos de pauperización y las estrategias represivas - militares para mantener a raya a los grupos  desordenados, conflictivos y desviados marcaron la tónica de este periodo
.

Así, los problemas de delincuencia y violencia social, que poseen claramente un origen premoderno, pasaron a ocupar un lugar relevante en los ámbitos de los intereses políticos y científicos de la sociedad moderna. Como señala Foucault,  “es la época en que fue redistribuida, en Europa y en los Estados Unidos, toda la economía del castigo. Época de grandes "escándalos" para la justicia tradicional, época de los innumerables proyectos de reforma; nueva teoría de la ley y del delito, nueva justificación moral o política del derecho de castigar; abolición de las viejas ordenanzas, atenuación de las costumbres; redacción de los códigos "modernos”…Por lo que toca a la justicia penal, una nueva era” (Michel Foucault, 1975: 07)
Entradas las primeras décadas del siglo XX, la hegemonía de la teoría evolucionista, la corriente darwinista social, el psicoanálisis neuropatológico freudiano y el conductismo eran patentes registradas de la causa positivista
. De manera paralela, los teóricos de la Escuela de Chicago en EEUU centrarán su atención en los aspectos empíricos de la conducta desviada, definiéndola como comportamientos culturalmente condicionados basados en alteraciones  sociopsicológicas de los procesos de socialización. De esta manera, la teoría de la socialización se erigió como un potente instrumento de análisis científico social, que se abrió fundamentalmente a observar la relación individuo – sociedad a partir de la producción de subjetividad y de presuponer la existencia de una primacía de la sociedad sobre el individuo en el proceso de construcción social de la realidad delictual que en esta investigación no compartimos. A su alero, surgieron diferentes versiones que complementaron el desarrollo de esta corriente como, por ejemplo, la teoría del aprendizaje, la teoría de la asociación diferencial y la teoría de la socialización deficiente.
Posteriormente, con Robert Merton (1964) la concepción de anomia trascendió los análisis del suicidio realizados por Durkheim y los análisis clásicos referidos a la influencia del proceso de socialización en la generación de conductas criminales entre los jóvenes. La ampliación del concepto de anomia permitió extender su alcance y aplicabilidad, empleándolo en diversas situaciones como el crimen, la delincuencia, los desordenes mentales, el alcoholismo, etc. Asimismo, distanciándose de la visión biologicista para definir la conducta desviada, Merton postulará que las estructuras sociales (normas, valores) ejercen una presión definida sobre ciertas personas en la sociedad, induciéndolas a una conducta de rebeldía antes que de conformidad. Así, la anomia para Merton se expresaría en el “desequilibrio entre las metas culturales y las normas institucionales de cada sociedad” (Merton, R. 1967: 67).

Definida a partir de su relación con el orden social, la conducta desviada sería producto de diferencias pautadas en el acceso a metas de éxito mediante el uso de medios institucionales legítimos.  Sin embargo, para otros autores como Dubin y Cloward la anomia no necesariamente sería disfuncional a la sociedad y los accesos a medios ilegítimos también jugarían un papel importante en la distribución de las adaptaciones desviadas (toxicomanía como fuente del fracaso y emergencia de conductas delictivas, por ejemplo)
.

Sin embargo, el estructuralismo post-durkeimniano y la corriente parsoniana permitieron la aparición de propuestas innovadoras para la época, particularmente en la etapa tardía de Parsons, cuando propone su teoría del Sistema Social (1950). La guerra fría, la bipolaridad del mundo entre países socialistas y capitalistas y la emergencia del Walfare State surgieron como parte del contexto de la teorización. Así, los diversos cambios que experimentaron las sociedades occidentales de mediados del siglo anterior, dieron pié a la emergencia de un extenso background de elementos conceptuales y perspectivas de análisis para los problemas sociales vinculados a la criminalidad juvenil.

Estas aproximaciones de la sociología y la ciencia política al fenómeno de la delincuencia juvenil, particularmente en la etapa comprendida entre la Primera Guerra Mundial hasta los inicios de la Guerra Fría, se convirtieron en los principales soportes conceptuales modernos para entender cómo se (re)produce la delincuencia juvenil en la sociedad capitalista, cuáles son sus causas y las maneras de abordarla. Sin embargo, con el afán de aplicar el principio de la economía del lenguaje, profundizaremos respecto de aquellas proposiciones teóricas que resultan pertinentes para nuestra investigación, en el entendido de que las dinámicas del fenómeno de la delincuencia juvenil -a partir del ocaso de la guerra fría- se han venido transformando notoriamente. Basta, por lo pronto, que hallamos dado cuenta de los principales elementos que nos permitieron comprender de qué manera el fenómeno de la delincuencia juvenil se fue visibilizado hasta la primera mitad del siglo XX como problema científico y político obteniendo, de esa manera, la primera codificación semántica que origina su comprensión histórica y social.

2.2 Las contradicciones del neoliberalismo y las políticas de antidelincuencia juvenil

Luego que la Guerra Fría entrara en retirada y el Estado keynesiano
 comenzara su debilitamiento tras la propagación de las políticas neoliberales, la pobreza, la miseria y la exclusión social cambiaron progresivamente su morfología. De una pobreza de carácter eminentemente rural, “se fueron acumulando en las periferias urbanas millones de pobres y excluidos a los que no se les dio más espacio social que el de la miseria, la informalidad o el crimen” (Wacquant, Loic. 2001:17). Con el modelo neoliberal, el concepto de libertad trascendió lo meramente económico y resurgió como concepto rector de la “sociedad postcapitalista” (Drucker, P. 1993:238), con algunos matices y adecuaciones en relación con el modelo clásico. Así, con la emergencia de la ideología y políticas neoliberales se observan dos caras de una misma moneda: Por un lado, importantes avances en materia macroeconómica, tecnológica y material y, por otro, fuertes desigualdades sociales y quiebres paradigmáticos de las estructuras tradicionales que soportaban la vida en comunidad, con un progresivo despotenciamiento de las estructuras de bienestar y protección social que dieron por resultado la aparición de la nueva y masiva pobreza urbana. 

Así, los conceptos de “pobreza” y “exclusión social” adquirieron nuevas connotaciones a medida que fueron refiriéndose a los cambios que experimentaba la sociedad de los “post” (postindustrial, postcapitalista, postmoderna). Según las investigaciones que han sido realizadas en este ámbito, la pobreza urbana ha resultado ser mucho más dañina que la que tradicionalmente se asentaba en los espacios rurales, por muchas razones. Una de ellas es que la monetización de las relaciones sociales excluye en mayor medida a quienes no disponen de los recursos suficientes para acceder a la sociedad del consumo. La vulnerabilidad social suele ser mucho mayor para los jóvenes, porque son más débiles los lazos de interrelación social y la fragilidad de las estructuras en las que se basa la nueva marginalidad urbana obliga a recurrir, muchas veces, al ejercicio de actividades informales como la droga, la prostitución y la delincuencia, las cuales –como hemos dicho- están generalmente vinculadas a elevados niveles de violencia colateral.
En este contexto, surgen fuertes críticas a la conformación de un mundo dividido bipolarmente (sociedades capitalistas y socialistas) y, por otro lado, incesantes búsquedas científicas y políticas que trasuntaron en la  transformación de la sociedad capitalista y el nacimiento del modelo neoliberal. El neoliberalismo, entendido como una reencarnación de las ideas clásicas de libertad individual, libre mercado y Estado mínimo, se convirtió en una corriente de pensamiento que, desde el liderazgo de los Estados Unidos, saltó al mundo gracias a los aportes de la Escuela de Chicago y de exponentes como Milton Friedman y Friedrich Hayek.  La corriente neoliberal se erigió como propuesta de un nuevo modelo de sociedad que, para el caso de América Latina, resultó ser altamente contradictorio en relación con la esencia de los regímenes políticos que implementaron estas ideas (gobiernos militares, autoritarios y dictatoriales) y por las perversas consecuencias que este modelo desató en materia de derechos humanos, desigual distribución de la riqueza, precarización del empleo, debilitamiento de las redes de protección social deterioro ambiental, criminalidad y exclusión social. 

A partir de los años sesenta y principios de los setenta, el fenómeno de la delincuencia juvenil ya se encontraba ampliamente reconocido como problemática social, aunque las estrategias y cuerpos jurídicos difícilmente pudieron desligarse de aquellos aspectos de asistencia y protección social que caracterizaban al modelo keynesiano de planificación centralizada. Acorde con la visión postmarxista de la época, desde la criminología radical o crítica, la delincuencia juvenil fue definida como una violación a los derechos humanos estatuidos políticamente y su solución como problemática pública no sólo supuso esclarecer la etiología la criminalidad juvenil sino, principalmente, pasaba por reformar las bases del orden establecido. En definitiva, la delincuencia juvenil pasó a constituirse en una cuestión social con diferentes dimensiones analíticas, aristas e incógnitas
. 
Decíamos que la criminología como fuente de análisis empírico y reflexión teórica adquirió una postura crítica que, en un comienzo, procuró explicar y justificar al delincuente como producto de las relaciones sociales, situando al criminal como víctima del proceso de rotulación y castigo que opera al servicio de los intereses del régimen establecido, cuestionando la naturaleza de las leyes y valores como propios de ese régimen (Vásquez, C. 2003:102). Aquí destacan los aportes anglosajones de la Escuela de Criminología de Berkeley y de autores como Ian Tylor, Paul Walton y Jock Young quienes, en la publicación denominada La Nueva Criminología (1975), abogaron por una criminología materialista y normativamente comprometida por la supresión de las desigualdades sociales.

Posteriormente, la teoría criminológica de perspectiva crítica comenzó a centrar su atención en las formaciones económicas y sociales que están detrás de la criminología juvenil (condiciones materiales de existencia), los conflictos interclases, las desigualdades sociales e injusticias acaecidas en el contexto de la sociedad capitalista. Complementariamente, las propuestas teóricas e investigaciones empíricas sobre la delincuencia juvenil se fueron acotando al significado de lo juvenil, con perspectivas multidimensionales que ampliaron la reflexión hacia el rol que le cabe al Estado en el ámbito de la seguridad y el orden social. A grandes rasgos, las políticas antidelincuencia y la corriente ideológica neoliberal se articularon como una extraña mezcla entre libertad y coerción, difundiéndose y legitimándose los postulados relativos a una mayor presencia del aparato punitivo y judicial del Estado. Las añoranzas ideológicas neoliberales que postulaban “menos Estado social” y “menos intervencionismo fiscal en el mercado”, paradójicamente fueron clamando por una mayor presencia de éste en lo penal. Por lo tanto, la contracción del Estado keynesiano de posguerra implicaría no sólo un proceso de desmantelación de las estructuras de asistencia social sino, además, un afianzamiento de la presencia estatal a través de la policía, los tribunales de justicia y el sistema penitenciario
. 

En este contexto, es posible observar el paso de un Estado de Providencia a un Estado de Penitencia que, conjugado con la ideología neoliberal, transformó las bases de la política social y los sistemas de control social de jóvenes delincuentes. Considerando los cambios estructurales del Estado y los modelos de desarrollo social imperantes, las políticas antidelincuencia juvenil se globalizaron como dispositivos coercitivos, disciplinarios y reformatorios que ejercerían un fuerte control social sobre el cuerpo de los condenados a fin de hacerlos dóciles y útiles mediante el encierro y el suplicio (Foucault, M.1975: 82). 

Así, el concepto de Estado Policial que Foucault identificó en su análisis de la prisión otorgó nuevos elementos al debate sobre cómo los poderes públicos y, particularmente, los aparatos represivos del Estado intervienen sobre la población juvenil marginal y promueven la prevención y reinserción social de menores infractores de ley. En este sentido, para Foucault, “castigar” y “encerrar” representarían antiguas y extrañas prácticas que no lograrían corregir los actos delictivos ni menos establecerse como mecanismos efectivos para la reinserción social de los jóvenes. Asimismo, Foucault intentaría demostrar que la delincuencia no es un subproducto de la prisión, contrariamente a algunos planteamientos críticos que sostienen que las “cárceles de la miseria” actuarían como “escuelas del delito” (Wacquant, Loic. 2000:23).
Para los grupos neoconservadores y los discursos que se aproximan hacia la doctrina neoliberal, los jóvenes marginales, es decir, los “inútiles”, “insumisos”, “descarriados”, “desviados” y/o “desadaptados” del nuevo orden social serían los que pondrían en riesgo la estabilidad económica y la pacificación de la ciudadanía, particularmente de las clases media y pudiente.  Este tipo de reflexiones posibilitó el surgimiento de la teoría de la neutralización y la teoría de la desigualdad de oportunidades, las cuales centraron las miradas en los desequilibrios sociales y la necesidad de “neutralizar” a los jóvenes pobres marginales transgresores del nuevo orden económico neoliberal. De ahí, las políticas antidelincuencia juvenil fueron remozando la concepción clásica del concepto de Estado Policial basándose, esta vez, en estrategias de “tolerancia cero” que han demostrado ser altamente discriminadoras y estigmatizantes
. 

A tenor de lo anterior, para los partidarios de la criminología crítica las causas del delito estarían, en consecuencia, irremediablemente relacionadas con la forma que revisten los ordenamientos sociales específicos de cada espacio y momento histórico. El delito se concebiría, desde ese punto de vista, como el comportamiento que se considera problemático en el marco de esos ordenamientos sociales y si, entonces, el interés general se dirige hacia la abolición de los delitos juveniles, esos mismos ordenamientos deberían ser objeto de un “cambio social fundamental”.

Por otro lado, abrazando la reflexión respecto de las desigualdades generadas por las sociedades capitalistas neoliberales, se han realizado múltiples investigaciones que han reconocido la responsabilidad que han tenido las políticas sociales en reproducir las figuras de pobreza, violencia y delincuencia juvenil (criminología de la pobreza).  Para otros, sin embargo, las conclusiones se han orientado hacia el reconocimiento de que el entorno social ha sido menos influyente en la generación de conductas delictivas en jóvenes, reviviendo el enfoque individualista clásico basado en aspectos conductistas burdamente matizados con la idea de que la causa del delito respondería al “mal comportamiento de los individuos y no la consecuencia de condiciones sociales” (William Bratton, ex jefe de policía de Nueva York y referente de las políticas de tolerancia cero). Asimismo, el compromiso neoliberal con el bienestar material de la sociedad del consumo y la privatización de los servicios sociales (educación, salud, previsión social), contrariamente a lo que se esperaba, provocó fuertes desigualdades y procesos de exclusión social que se hallan más visibles en el “destino de jóvenes”, mujeres y personas de la tercera edad (Undiks, A. 1990). 

Con estos antecedentes, las políticas antidelincuencia juvenil y las teorías criminológicas de corte crítico reconocieron la importancia de desarrollar análisis institucionales que dispusieran la libertad de cuestionar no solamente las causas de la criminalidad juvenil enraizadas en el modelo capitalista neoliberal sino, también, las de las normas y políticas institucionales para el control y la prevención del delito. Sin embargo, alejadas de una visión autocrítica, algunas propuestas científicas y políticas observaron perplejas las desigualdades sociales producidas y heredadas por el neoliberalismo de los años setenta y ochenta, viendo cómo sus políticas apuntaban a recubrir los males necesarios de la sociedad postcapitalista mediante el uso monopólico del poder que, como un Leviatan amorfo y extravagante, apretó las abrazaderas de la represión, el castigo y la exclusión. 

La doctrina de tolerancia cero consideró que las causas del delito debían atajarse desde la niñez, impidiendo la formación del “delincuente adulto”. En correspondencia con la corriente criminológica crítica, las diferentes versiones de la doctrina de tolerancia cero observaban con recelo los conflictos de clases y la amenaza que implicaba la creciente marginalidad, rebelión y pobreza. Al mejorar las tasas de natalidad y esperanza de vida, así como al experimentar una baja la mortalidad infantil, los diferentes países entraron en una etapa de crecimiento demográfico exponencial y desplanificado. Esta situación generó el colapso de algunas urbes, así como la relocalización de la pobreza y los nuevos marginales. Sin embargo, las diferentes causas basales interpeladas por la criminología de la pobreza juvenil (y que hoy es vista por algunos como una teoría de la estigmatización) no fueron suficientes para abordar esta compleja problemática. A modo de respuesta, las políticas de tolerancia cero implementadas por diversos países occidentales se constituyeron en el principal instrumento para “combatir”, “luchar” y “atacar” la delincuencia juvenil
.

Uno de los artilugios creados en ese sentido, y que tiene directa relación con las políticas antidelincuencia juvenil de la época, fueron los tribunales juveniles. En los diferentes países pioneros en implementar las políticas de tolerancia cero, la función primogénita de los tribunales juveniles no fue únicamente de control social sino, como precisa Patt, “la reafirmación de los valores tradicionales de la clase media y la filosofía de grupos políticos conservadores mediante programas de adjudicación y control de jóvenes delincuentes, dependientes y abandonados” (Patt, A. 1969: 59). En este sentido, los tribunales, correccionales y centros juveniles serían un instrumento de poder y legitimación de una ficticia “salvación”. 

El enfoque de los derechos humanos, los movimientos sociales salven a los niños y otros creados bajo los objetivos de la protección infantojuvenil, tuvieron su opuesto en grupos prohibicionistas que postulaban que el progreso social dependía del refuerzo legal, la estricta supervisión del tiempo libre y de ocio de los jóvenes, y la regulación de diversiones ilícitas. Así, los tribunales juveniles fueron concebidos como instrumentos de control social y como instancias de reforzamiento de aquellos valores tradicionales que la sociedad del consumo diferencial ponía en entredicho. Sin embargo, lo que aparentemente comenzó como un movimiento para humanizar las vidas de los adolescentes pronto desarrolló un programa de intolerancia moral que propugnaba la salvación de los jóvenes de la pornografía, el tabaco, el consumo de alcohol, así como de todas aquellas otras cosas que pudieran “robarles su inocencia”.

En América Latina, las sociedades capitalistas de libre mercado, en general, diseñaron políticas antidelincuencia juvenil del tipo tolerancia cero que se acoplaron estructuralmente con aquellos regímenes autoritarios y dictatoriales que se fundaron bajo el alero de la doctrina neoliberal. La globalización del modelo neoliberal llevó consigo la globalización de los riesgos y, contrariamente a su tendencia homogeneizadora, a reforzado las asimetrías, diferencias, fragmentaciones  y desigualdades. Los jóvenes son parte de esta heterogeneidad que se ve arrastrada por los problemas y contradicciones comunes que alteran el destino de continentes enteros. En este sentido, los sistemas de justicia juvenil que se crearon entre los años 80’ y 90’ hicieron frente, con diferentes resultados, a los problemas de desocupabilidad, desconstitución familiar y desprotección social que sumían a los jóvenes en el camino de la incertidumbre, el resentimiento, la frustración y la criminalidad. 

Las teorías de la segregación, de la represión diferencial y “las nuevas propuestas del conflicto social” y la criminología juvenil contribuyeron con la incorporación de conceptos y reflexiones en el debate sobre de la delincuencia juvenil reforzando, en momentos, la mirada hegemónica de la corriente neoliberal (Lorenzo, P. 2001:06). En este sentido, las políticas antidelincuencia juvenil, especialmente las referidas a la doctrina de tolerancia cero, tuvieron a disposición un conjunto de proposiciones teóricas y análisis empíricos, además de una importante adhesión en diferentes países del mundo occidental. En América Latina, la consolidación de las políticas neoliberales, el proceso de jibarización del Estado de Bienestar y la institucionalización de la ideología de Seguridad Interior condujeron a un desbalance en la relación Estado – mercado – sociedad civil, marcada por el autoritarismo político y un viraje en el diseño de las políticas de industrialización estatizada que provocaron diversas contradicciones económicas, sociales, políticas y culturales que afectaron de manera significativa la vida de millones de jóvenes. En este sentido, las políticas antidelincuencia juvenil en América Latina y los diferentes países que se adscribieron a la línea “tecnocrática” (Vellinga, M. 1998: 75)
 de tolerancia cero, tendieron a reprimir la igualdad de oportunidades y derechos para los jóvenes, particularmente de aquellos que debían responder con “el peso de la ley”.

2.3 La delincuencia juvenil y los mecanismos de integración social desde la mirada neoestructuralista

Cuando miramos hacia atrás en búsqueda de cuerpos teóricos que nos permitieran observar cómo el Estado responde actualmente al fenómeno de la delincuencia juvenil, nos topamos con diversas corrientes, conceptos y propuestas que, de una u otra forma, han venido marcando con su sello el razonamiento y el debate sobre el proceso de “construcción social de la realidad” delictual y carcelaria (Berger y Luckmann, 1999; Pérez, J.; 2000; Cooper, D. 2004). Como hemos podido observar, son diversas las escuelas del pensamiento que se interesaron  por el fenómeno criminológico juvenil y por las semillas de la violencia (Rojas, L. 1996: 67) que distinguen a la sociedad moderna. El neoliberalismo aportó con lo suyo, negando este problema como causa de su propia existencia, tratándolo como algo externo y endosándolo al poder judicial. Sin embargo, para algunas propuestas de corte neoestructuralista y para los autodenominados críticos del neoliberalismo, es preciso remozar las teorías y conceptos clásicos que históricamente han estado presentes en el debate sobre de la pertinencia, eficacia y sustentabilidad de las políticas de seguridad pública y responsabilidad penal juvenil.

Al internalizarnos en el ámbito de la criminología juvenil, es preciso no dejar de distinguir los elementos ideológicos, científicos y presuposicionales que están detrás de los debates. A partir de la mirada neoestructuralista específicamente aplicada al fenómeno de la delincuencia juvenil, se observan intentos por ordenar el debate y construir cuerpos conceptuales que pretenden conocer de manera ad hoc las dinámicas de la sociedad “postmoderna”. En este sentido, la corriente neoestructuralista de orientación criminológica ha estado presente contribuyendo con diferentes conceptos, orientaciones y propuestas que, de manera coincidente, parten con una fuerte crítica al modelo neoliberal y a los fundamentos basales de las sociedades postcapitalistas y neosocialistas, proponiéndose como alternativa una “tercera vía” para enfrentar el desarrollo económico – social y la conducción política (Giddens, A. 1998: 38). Eso como contexto general, dado que la etiología de la criminología juvenil ha sido objeto de interés para diferentes corrientes teóricas del pensamiento social, de las cuales un importante segmento tiene sus raíces en el pensamiento clásico de las ciencias sociales.

En la arena de la sociología política, es posible observar que además de las prácticas controladoras y represivas que ha ejercido el Estado para hacer frente al problema de la delincuencia juvenil, éste ha generado dispositivos de resocialización y reeducación
 que resultan claves analizarlos a la luz de los sistemas de reinserción social de jóvenes infractores de ley. Así, el concepto de socialización ha sido remozado semánticamente y su utilidad en nuestra investigación no sólo está dada en virtud de comprender el fenómeno de la delincuencia juvenil sino, también, constituye un aporte en la reflexión del proceso de reinserción social mismo. 

En general, los aspectos relativos a los procesos de socialización con “efectos disruptivos” eran vistos como consecuencia de un estado de anomia provocado por la falta de adaptación de los sujetos a las estructuras sociales y axiológicas (familia, escuela, mercado laboral, iglesia y Estado, entre otros)
. Así, la delincuencia juvenil era vista como una consecuencia de los deficientes procesos de socialización primaria y secundaria, o de lo que se planteaba como socialización “indebida”, “desadaptativa” o “desviada” de los patrones normativos / estructurales. 

Lo positivo de esto es que pese a ser profundamente criticada por el enfoque individualista y sociopsicologicista, la teoría de la socialización se ha transformado en los últimos años adquiriendo un nuevo significado a través, entre otros elementos, del concepto de habitus que Pierre Bourdieu y la teoría neoconstructivista matizaron en los años 80’ y 90’. En este sentido, la delincuencia juvenil sería, más que un reflejo de la realidad social o una manifestación propia del underclass, un problema sociocultural que se manifiesta de diferentes formas y que llama a repensar la clásica dicotomía estructura - acción. 

Con el concepto de habitus propuesto por Bourdieu, se produjo una claro distanciamiento respecto de la visión clásica que proveyó la teoría de la socialización en los estudios de criminología juvenil. En este sentido, la importancia que reviste hasta la actualidad el concepto de habitus es que, superando las categorías hursselianas de la fenomenología clásica, intentó trascender  los enfoques objetivistas y subjetivistas centrados en la estructura o en la acción. El habitus, desde ese punto de vista, lo podemos entender como un concepto integrador que alude al conjunto de “esquemas generativos” a partir de los cuales los sujetos perciben el mundo y actúan en él. 

Como plantea Bourdieu, “los condicionamientos asociados a una clase particular de condiciones de existencia producen habitus, sistemas de disposiciones duraderas y transponibles, estructuras estructuradas predispuestas a funcionar como estructuras estructurantes, es decir, en tanto que principios generadores y organizadores de prácticas y representaciones que pueden estar objetivamente adaptadas a su fin sin suponer la búsqueda consciente de fines y el dominio expreso de las operaciones necesarias para conseguirlos, objetivamente 'reguladas' y 'regulares' sin ser para nada el producto de la obediencia a reglas, y siendo todo esto, objetivamente orquestadas sin ser el producto de la acción organizadora de un jefe de orquesta” (Bourdieu, P. 1999: 88).

Las proposiciones que se encuentran detrás del concepto de habitus
 y que, en lo medular, suponen la elaboración un esquema de compresión –reflexivo y analítico de las relaciones sociales, pretenden aniquilar la teoría de la elección racional, así como los enfoques deterministas y dicotómicos (estructura – acción, individuo – sociedad, objetividad – subjetividad, normal – patológico) que por años fueron utilizados como herramientas conceptuales válidas para explicar el fenómeno de la delincuencia y la criminalidad juvenil. Asimismo, la antigua mirada de “sujeto disciplinado” que emplazaba la teoría clásica de la socialización, es reemplazada por la observación de los desajustes entre habitus y condiciones de vida, donde tienen éxito aquellos que han desarrollado un sistema de predisposiciones apto para decidir en la incertidumbre, cambiar permanentemente de preferencias, mantener su seguridad básica aún cuando hayan cambiado radicalmente las circunstancias. 

Así, la visión constructivista de la propuesta de Bourdieu respecto de la situación, por ejemplo, de los jóvenes en la sociedad contemporanea no deja escapar la mirada relacional e interactiva que se establece entre los predecesores (viejos) y los sucesores (jóvenes). Los conceptos de habitus y campo como espacio de reproducción del sentido práctico, así como el de capital cultural, son aplicados a la reflexión socioinstitucional de los dispositivos criminológicos juveniles que pretendemos perfilar, resultando útil en varios aspectos. Estos conceptos serán puestos a disposición, particularmente, cuando analicemos las historias de vida que están detrás de las experiencias de integración social de jóvenes infractores de ley del Centro Iquique, identificando aquellos factores incidentes en el éxito y el fracaso de las intervenciones directas que realiza el Estado en materia de reinserción social de jóvenes infractores de ley.

Desde el punto de vista de los grandes procesos que operan como determinantes sociales del fenómeno de la delincuencia juvenil, existen una serie de suposiciones contrastadas empíricamente y que forman “el caldo de cultivo”  del debate respecto a los roles y modelos políticos que ha asumido el Estado frente al fenómeno de la criminalidad y violencia juvenil. Desde la crítica neoestructuralista, se hacen menciones a las contradicciones entre las declaraciones de la Convención Internacional de Derechos del Niño y las políticas de seguridad pública y tolerencia cero aplicadas a jóvenes infractores de ley. Contrariamente a los principios de protección de derechos y resguardo de garantías básicas y constitucionales para los jóvenes, las corrientes neoestructuralistas que abordan de manera frontal las contradicciones del sistema neoliberal observan con preocupación como:

a) La mano dura contra los desórdenes conductuales y los delitos juveniles se convierte en la fuente de la reconstitución del orden social. El neoliberalismo y la usanza neoconservadora postulan la doctrina de tolerancia cero y declaman el término de las garantías y derechos injustificados para los jóvenes infractores de ley reincidentes (discurso que se hace extensivo para todo acto delictivo). La política del garrote se instala históricamente como un artilugio generalizable para frenar todo acto de violencia social que pretenda expandirse en los diferentes territorios urbanos, particularmente aquellos donde la pobreza, la marginalidad y la exclusión social son parte desafíos cotidianos.

b) Los recursos públicos del Estado auxilian a los ricos y anuncian la arremetida de los organismos policiales. El aumento del presupuesto para los organismos policiales ha sido una regla generalizada para todos aquellos países que se han adscrito, total o parcialmente, a la corriente de la tolerancia cero. Destacan, en este sentido, los procesos de militarización de las policías, el incremento de los recursos públicos destinados al mejoramiento de las condiciones laborales de los cuerpos policiales y la significativa ampliación de las plantas y recursos financieros, materiales y tecnológicos de las instituciones policiales y judiciales. En algunos casos, las políticas sociales han disminuido y, en otros casos, mantenido o aumentado levemente el presupuesto para la ejecución de las diversas acciones de ayuda social, educación y salud. Por otro lado, Chile y otros países han optado por decretar un aumento significativo de los recursos carcelarios convirtiendo la construcción de prisiones en una actividad económicamente rentable y beneficiosa para los privados (concesionarias, por ejemplo). 
c) La privatización de la seguridad y la vigilancia surgen como respuesta a la supuesta ineficacia del Estado. A tal punto ha llegado esta situación, que la industria carcelaria mueve millones de dólares actualmente en la bolsa de Londres
. Asimismo, la seguridad privada ha surgido como un negocio altamente lucrativo, así como lo ha sido la industria carcelaria que agrupa a otras actividades que la asisten (tecnología, alimentación, vestuario, servicios básicos), transformándola en un negocio emergente al alero de la doctrina de tolerancia cero y las políticas económicas neoliberales.
d) Las políticas antidelincuencia juvenil se han alineado promoviendo una  limpieza de clases (class cleansing). En diferentes países del mundo, la ideología política de tolerancia cero se ha convertido en un poderoso instrumento para mantener a raya a los underclass. En el caso de los migrantes, la  ideología política de tolerancia cero se ha venido aplicando con la máxima severidad, proponiéndose que para quien viola el “derecho de hospitalidad” hay una solución: afuera y rápido. Esta situación, en ocasiones, se ha desvirtuado con las prácticas xenofóbicas que buscan una limpieza de clases que se hace extensiva a los no integrados, los supernumerarios (que sobran en la estructura social y el mercado laboral) y transgresores del orden establecido (Castel, R. 1998: 86). 

e) La hiperinflación carcelaria de jóvenes y adultos, así como la expansión del rigor penal representa una tendencia generalizada mundialmente. Asistimos al atiborramiento de los tribunales de justicia juvenil y a una escasez agravada de recursos que los paraliza, lo que tiende a interpretarse desde la desazón maquiavélica como una denegación organizada de justicia. En el fondo, lo que se demuestra con la aplicación de políticas de tolerancia cero es un incremento significativo de la población penal que desvía recursos públicos y no garantiza la paz social una vez que los jóvenes condenados recobran su libertad. 

f) La corriente neoliberal ha tendido a rescatar valor de la austeridad en la gestión de los sistemas de atención de jóvenes y adultos condenados por la justicia penal. En este sentido, los ecónomos de la represión postulan una serie de iniciativas para paliar la llegada de los supernumerarios carcelarios a través de, por ejemplo, la disminución de los  servicios a los internos de los presidios, aplicando la tecnología para hacer más eficiente el uso de los recursos en el control y seguimiento de los jóvenes delincuentes, o, trasladando el costo económico a las familias de los jóvenes recluidos. 
g) El neoliberalismo de mano de hierro se cierne como ave de presa sobre la posibilidad de imponer el trabajo descalificado en las cárceles y las grandes empresas. En efecto, resulta altamente atractiva la idea de productividad desproveída de seguridad social y previsión como mecanismo de baja de costos para el Estado y  las empresas. 
h) El neoliberalismo intolerante opera bajo la máxima educación con represión y cárcel como una máquina de exclusión  y alejamiento de los peligros para la sociedad. Para los precursores de estas ideas, los establecimientos educacionales operarían como instrumentos ideológicos y mecanismos de coerción vigilada respecto del bienestar material, emocional y cognitivo de niños y jóvenes, registrándose cada uno de los determinantes sociales que son fuente para la propagación de conductas riesgosas (consumo de alcohol, estupefacientes, juegos y apuestas por dinero, delincuencia, etcétera). 
i) El resurgimiento del Estado Policiaco ha tendido ha profundizar las brechas económicas y sociales, robusteciendo y diversificando el papel de los sistemas judiciales y represivos. En este sentido, la instalación de cárceles para combatir la desocupación (particularmente en tiempos de crisis como los vividos actualmente) representa un pre-requisito para el mantenimiento del orden social (Pérez, J. 2000)
. La represión ampliada a escala planetaria como práctica controladora de vastísimas masas excluidas del consumo, es la declaración pública que representa la naturaleza del rigor penal que menoscaba la creatividad humana y la elaboración colectiva, provocando una doble exclusión. Algunos, inclusive, han llegado a postular que deberían ser encarcelados los padres de los jóvenes delincuentes reincidentes, abordando los temas de familia desde una óptica represiva que, en definitiva, son contraproducentes con las dinámicas de integración  social y lógicas cooperativistas.
De esta manera, los sistemas de integración social represivos (prisiones, reformatorios, correccionales) creados al alero de la sociedad postcapitalista han operado como respuestas institucionales de carácter principalmente coercitivo frente fenómeno de la delincuencia juvenil, es decir, como acciones autopoiéticas que tienden a mantener latente, más que a solucionar, los problemas sociales de fondo que están detrás de la violencia juvenil. Las políticas sociales no han estado al margen en la reproducción de violencia y criminalidad juvenil y, en ocasiones, han coadyuvado involuntariamente a la reproducción del delito al enfrentarlo como un problema que es necesario erradicar, más que proponer soluciones en el modelo económico y social para que esta situación no se regenere. Las políticas sociales, per se, difícilmente han podido erradicar de manera definitiva la violencia social y criminalidad juvenil. Así, la nueva marginalidad urbana, la distribución desigual de los riesgos, la globalización de la violencia y la criminalidad juvenil han puesto en alerta a los diferentes Estados y organismos internacionales (PNUD, CEPAL, UNICEF, UNESCO).

La integración social de jóvenes infractores de ley supone concebir el  tratamiento de la delincuencia juvenil como un proceso especial, donde es posible identificar dos dimensiones analíticas de interés: la criminalidad y lo juvenil. De la criminalidad hemos hablado lo suficiente y reconocemos a los enfoques neoestructuralistas y sistémicos de carácter integrador como herramientas  útiles para soportar las bases conceptuales de temáticas y problemáticas como las que hemos venido abordando. En consecuencia, resulta pertinente esbozar algunos alcances semánticos del concepto de juventud y la categoría de lo juvenil como una manera de no descuidar las diferentes dimensiones y campos analíticos que entran en juego.

De esta manera, cualquier consideración sobre la juventud debe empezar por reconocer la heterogeneidad de ese colectivo, en su espacio y tiempo histórico particular. No es lo mismo hablar de jóvenes entre 14 y 17 años que hablar de jóvenes de 18, 21 ó 29 años. La juventud se asocia a los conceptos de moratoria (ni niños ni adultos), de transición, de construcción de identidad y es vista como “etapa preparatoria” para la vida productiva que se encuentra hoy fracturada con la crisis del empleo y el cambio de los modos de vida.  

La juventud representa una etapa de transición y de cambios complejos, es decir, una línea intermedia entre la dependencia y la autonomía que observa una serie de tensiones sociales que se manifiestan en que los jóvenes actualmente gozan de más acceso a la educación pero menos acceso al mundo del trabajo, gozan de mayor acceso a la información pero menos acceso al poder, parecen ser más aptos para el cambio productivo pero están más excluidos del mismo y cuentan con más destrezas para la autonomía y menos opciones para materializarlas. En otros ámbitos del desarrollo social, los jóvenes estarían actualmente mejor provistos de salud pero menos reconocidos en su morbilidad específica y, por el lado de las mujeres jóvenes, éstas han reducido su número de hijos pero, no obstante aquello, mantienen altas tasas de maternidad adolescente. Por último, los jóvenes se encontrarían más cohesionados hacia adentro pero más segmentados en grupos heterogéneos y con mayor impermeabilidad hacia fuera, observándose una creciente desproporción entre consumo simbólico y consumo material, este último de menor acceso para los jóvenes.

Todas estas tensiones, a juicio de especialistas, se expresan en una asincronía novedosa entre una “precoz expectativa de autonomía moral y una larga postergación de la autonomía material” (Hopenhayn, M. 2004: 08) que tiende a agudizar la crisis de los jóvenes. A partir del desarrollo del contexto latinoamericano, Hopenhayn vislumbra, por un lado, la autodeterminación y protagonismo y, por otro, la precariedad y desmovilización como en contrastes socioculturales que se manifiestan en que mientras los jóvenes adquieren mayores espacios de libertad que las generaciones anteriores, no constituyen todavía un sujeto específico de derecho (Hopenhayn, M. Ibid). 

A partir de esta lógica de razonamiento, los modelos de atención de adolescentes que se encuentran sometidos a los rigores de la justicia juvenil requieren de la incorporación de lógicas cómo éstas, en relación a cómo es posible concebir el actual sistema institucional en cuanto actor no sólo garante sino que, además, recomponedor de los derechos civiles. Esto requiere que los análisis incorporen perspectivas sistemáticas de carácter cooperativos, donde se parta por concebir el proceso de intervención de los jóvenes infractores de ley bajo la lógica de proyecto y como sistema equitativo de cooperación (Serge Ebersold: 2000)
, con un alcance supraindividual, aunque estén centrados en la rehabilitación conductual y la reinserción social de cada joven como caso único. Así, el fenómeno de la delincuencia juvenil y los mecanismos de integración social a partir de la actuación de los poderes públicos requieren de un análisis reflexivo que tome en cuenta estas consideraciones.

2.4  Cambio institucional y políticas de responsabilidad juvenil: Perspectivas conceptuales actuales y toma de postura
Como hemos podido notar, la bibliografía alusiva a las políticas de seguridad pública y responsabilidad penal juvenil es extensa y nutrida. Las propuestas teóricas e investigaciones empíricas en la materia, revelan la complejidad de los procesos de reinserción social de jóvenes infractores de ley y la necesidad de apuntar el trabajo de reflexión e investigación hacia los aspectos multidimensionales del fenómeno, relevando aquellos aspectos organizacionales y operativos de las políticas de seguridad pública y responsabilidad juvenil acordes con las necesidades que surgen en los irrepetibles momentos históricos y contextos socioinstitucionales. En este sentido, la institucionalidad y políticas de integración social soportadas por los sistemas de atención de jóvenes delincuentes procesados judicialmente las analizaremos a la luz de los esquemas de organización y cooperación insterintitucionales que son precisos de identificar y reconocer para cada caso.

Las perspectivas actuales sobre el fenómeno de la delincuencia juvenil suelen abrazarse al carácter integrador de los enfoques sociocriminológicos, reconociendo la complejidad, multidimensionalidad y multifactorialidad del fenómeno de la delincuencia juvenil en su relación con las políticas de responsabilidad juvenil y reinserción social. No obstante el resurgimiento del biologicismo criminal neurocientífico
, las teorías criminológicas integradoras se han posicionado como herramientas pertinentes en el análisis de la violencia y delincuencia juvenil, pese a que estos enfoques son constantemente criticados por el desorden teórico y las tensiones producidas a partir de la confluencia de diferentes factores individuales, sociales y estructurales. 

Asimismo, es posible distinguir diferentes vías y factores que inciden en la aparición de la delincuencia juvenil, con algunas consideraciones que son dignas de tomar en cuenta. En este sentido, la teoría de las trayectorias nos ofrece elementos para la comprensión del fenómeno generalizables en ciertas dinámicas y para ciertas situaciones. La versión de las dos vías plantea que los actos que agrupan a los adolescentes en función de su edad o condición social, obedecen la mayor parte de las veces al ejercicio de “ritos iniciáticos, a demostraciones de coraje o simplemente lúdicas, y a la adquisición de bienes de consumo que los padres no pueden ofrecerles” (Dávila, O.; Ghiardo, F.; Medrano, C. 2005:176)
. Por tanto, se trata también de la única incursión en la comisión de delitos o la comisión de delitos ocurre sólo ocasionalmente. Transcurrida la adolescencia, el comportamiento delictivo, en teoría, desaparecería. 

Una interpretación densa de tres vías en la concepción de la delincuencia juvenil afirma que la primera vía consistiría en una trayectoria de conflictos con la autoridad, que empieza antes de los 12 años. En muchos casos, no evoluciona a una delincuencia franca. Las otras dos vías describen la trayectoria del tipo habitual, y se destacan durante la adolescencia. Una describe el paso del conflicto con la autoridad a conflictos e infracciones de mediana gravedad (pequeños hurtos en comercios, seguido de daños a la propiedad, y luego robos no violentos). El tercer camino, alternativo al anterior, se caracteriza por un incremento de la agresividad (desde molestar y lesionar a los compañeros, pasando por las peleas entre bandas, hasta llegar a asaltos y uso de armas). Al modelo de tres vías, puede adicionarse una cuarta trayectoria, de inicio temprano y caracterizada por un comportamiento disruptivo y violento que se agudiza con el narcotráfico y el consumo de drogas altamente nocivas, provocando desintegración social y daño orgánico.

Esta visión requiere ser complementada con aquellos elementos contextuales que inciden en los cambios institucionales y las tendencias reformistas del proceso de modernización del Estado que se desarrolla hoy en Chile. Creemos que la razón es que los problemas de delincuencia y violencia juvenil adquieren sentido a partir de los análisis sociohistóricos y político – institucionales que han propiciado las transformaciones de la sociedad contemporánea, sin por eso descuidar aquellos factores cualitativos, culturales y proveedores del sentido en el reestablecimiento de las relaciones sociales y la reorientación de los comportamientos disruptivos. 

Nuestra propuesta está orientada hacia los elementos que propugnan una integración entre los factores individuales y los estructurales. En el terreno de las teorías integrativas que emergen en la década de los noventa, una de las propuestas que resalta es la Teoría de la Integración de Elliot, Huinzinga y Agenton, quienes combinan la teoría de la tensión o frustación (strain), las teorías del control (social, institucional, autocontrol), las teorías del aprendizaje social y las teorías de las trayectorias de vida que se proponen explicar la delincuencia y el uso abusivo de drogas entre los jóvenes mediante el siguiente esquema:
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La simpleza y causalidad de este esquema contrastan con la propuesta de Farrington, quien hace un esfuerzo por integrar la teoría de las subculturas de Cohen
, la teoría de la desigualdad de oportunidades de Cloward y Ohlin, la teoría del aprendizaje social de Trasler, la teoría del control de Hirschi y la teoría de la asociación diferencial de Sutherland y Cressey. En su opinión, la delincuencia juvenil se produciría por las interacciones del individuo con su ambiente social, basado en los aspectos dinámicos que se distinguen en cinco etapas: a) Etapa de motivación que supone que los principales deseos que producen actos delictivos son de bienes materiales, prestigio social y/o excitación, los cuales repercuten en mayor medida en los jóvenes pobres que suelen ser más notorias en niños/as de familias pobres y des - constituidas;    b) etapa en donde se busca el método legal o ilegal para satisfacer los deseos; c) etapa donde la motivación para cometer actos delictivos se magnifica o disminuye por las creencias o actitudes interiorizadas
  sobre el significado de infringir la ley (es “malo” delinquir / la delincuencia es “legitima”, por ejemplo); d) etapa del proceso de decisión que se sujeta en una situación particular;      e) etapa de revaloración de las consecuencias que influyen en la tendencia criminal, donde longitudinalmente se elabora una resignificación situacional, una relectura del entorno y nueva interacción con éste, hasta aquellas dinámicas que observan la tendencia criminal como “propensiva” y “prevalente”. 

La teoría criminológica multidimensional o multifactores -que está relacionada con la línea argumentativa que hemos desarrollado-, ha sido otra de las vías para ir amalgamando los diferentes constructos conceptuales que giran en torno a la relación que se establece entre el fenómeno de la delincuencia juvenil y la labor que desarrolla el Estado con las políticas de seguridad pública
. Sin embargo, se corre el riesgo de caer en la indeterminación empírica y falta de pertinencia al momento de elaborar una propuesta con los arquetipos conceptuales eclécticos que vayamos construyendo. Por esa razón, es fundamental que, en el ejercicio selectivo del instrumental teorético, sea posible la aplicabilidad de los conceptos, los términos y las proposiciones. En este sentido, el agotamiento de los conceptos de Estado – Nación, clase, progreso, sociedad e, inclusive, del propio concepto de “control social” nos pone en alerta sobre la cautela que debemos tener al momento de valernos de nociones que puedan parecer útiles para reflexionar sobre cómo la institucionalidad pública ha enfrentado el fenómeno de la delincuencia juvenil en los diferentes contextos históricos y sociales.

 Entendida de esta forma, la discusión sobre las políticas y administración del cambio institucional de los sistemas de atención directa de jóvenes infractores de ley, se aproximan actualmente a reflexionar sobre la calidad, eficiencia y sustentabilidad de las políticas de responsabilidad juvenil de cara a la integración social de niños y niñas. Complementariamente a lo que podemos observar en la realidad empírica, se observan opiniones, percepciones y críticas –que pueden ser certeras o no- respecto de las falencias e ineficacias de las políticas de responsabilidad penal adolescente. Paralelamente, el supuesto incremento de la delincuencia juvenil está acompañado de la idea de que, por un lado, los sistemas de reinserción social de jóvenes infractores de ley no muestran resultados significativos y, por otro, que la sociedad no les da las oportunidades a los jóvenes para su reinserción y logro de su reintegridad
. En este sentido, la discusión ha tendido a relocalizarse en el ámbito del diseño y gestión de políticas públicas que permitan condiciones adecuadas y suficientes para el actuar de los poderes públicos y la institucionalidad de seguridad pública.

Nuestra postura conceptual frente a la eficacia de los sistemas de reinserción social de jóvenes infractores de ley se adscribe a la integración neoestructural de perspectiva sistemática y de corte culturalista. Nuestra perspectiva, en este sentido, recoge la dimensión de inseparabilidad, integración y dialógica de los arquetipos de la acción y la estructura, de la razón y la subjetivación, del orden y el caos, de la cultura y la individualidad. Recoge, además, las reflexiones geosociales y contextuales de las políticas y modelos de desarrollo social, en su relación con las formas de vida en sociedad (en las urbes, en los barrios, en las instituciones o centros juveniles), los procesos de socialización y las tendencias criminológicas que se manifiestan de manera prevalente y que son objeto de atención de las políticas públicas.

Situándonos en las políticas de seguridad pública y responsabilidad penal adolescente, notamos cierto acercamiento de los sistemas de atención  a procesos de judicialización, inclusive, en el propio carácter de los procesos de reinserción social. La reinserción social es un proceso dinámico y multidimensional que se contraviene con las miradas del individualismo metodológico, el conductismo, el reactivismo y la lógica determinista unicausal. En este sentido, las políticas públicas para la reinserción social de jóvenes infractores de ley la concebimos como instrumentos de integración e igualación de oportunidades y fuente para la rectificación de los comportamientos transgresores. 

Hay consenso en que las políticas públicas para la reinserción social de jóvenes infractores de ley deberán concebirse como instrumentos dinámicos constitutivos del desarrollo social, ya que “con los cambios sociales, el desarrollo de la sociedad y la transformación de la estructura socioeconómica cambian también el estilo de vida y las normas que determinan los comportamientos humanos. Como se aprenden los nuevos comportamientos y normas con distinta velocidad, nacen conflictos de valores y de comportamientos en el proceso de aprendizaje social (teoría del conflicto cultural). Si estos conflictos no se resuelven de manera pacífica y de común acuerdo, tendrán como consecuencias la destrucción de valores (teoría de la anomia)
, lo que produce, a través de la destrucción de grupos y de la personalidad, un aumento de la delincuencia” (Vásquez, C. 2003: 41). 

Ya en los ámbitos territoriales específicos, las políticas públicas para la reinserción social de menores se encargarán de absorber la demanda por aprehensión criminal e integración social. La visión holística que construyamos, es un componente clave para comprender los efectos de calidad, efectividad y sustentabilidad de las intervenciones, dado que si el desarrollo socioeconómico de ciertas áreas (barrios, vecindarios) queda atrasado, se destruye la solidaridad entre los miembros de la comunidad (teoría de la desorganización social). Con la desorganización y fragmentación de la comunidad coincide el desarrollo de culturas alternativas, de grupos de niños y jóvenes de la misma edad (teoría de la contracultura) que aprenden con el apoyo del grupo, costumbres y justificaciones delictivas. Esta situación (entorno social) se presenta como uno de los principales aspectos a considerar en el acceso a la integración social de jóvenes infractores de ley. 

Desde este punto de vista y como se advierte en las ideas fuerzas del CIDPA,  las políticas públicas para la reinserción social de menores infractores de ley significan instrumentos donde la educación abierta juega un rol clave del modelo de intervención, entendiéndoselo como un proceso mediante el cual los adolescentes reconocen, fortalecen, reconstruyen, se apropian y/o manejan conocimientos, habilidades y valores
. Esto sin duda requiere de la confluencia de diferentes factores para que su diseño y gestión tenga el impacto esperado. La pertinencia de las políticas públicas también incorpora perspectivas que antes estaban ocultas o, simplemente, no se las consideraba pese a existir un acuerdo tácito respecto de cómo aplicarlas. Por ejemplo, perspectiva de género y la reflexión de las desigualdades sociales entre los jóvenes y otros grupos etáreos en las diferentes dimensiones vitales, dejan en observancia los diferentes factores que entran en juego y que se sintetizan en el siguiente esquema
:
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Fuente: Fundación Paz Ciudadana, 2007.

Partiendo de esa base, las políticas públicas para la reinserción social de menores infractores de ley las concebiremos como componentes de perspectivas poliargumentales basadas en la distinción, la flexibilidad y el carácter constructivo y no homogeneizable de las intervenciones. En este sentido, definiremos las políticas de reinserción social de menores como instrumentos públicos de carácter sistemático, creados para generar un despliegue de procesos reconstructivos de resignificación sociocultural con arreglo a la personalidad y las identidades sociales juveniles
. En este contexto, será relevante visualizar cómo en los centros juveniles se desprenden los procesos de reinserción social a la luz de los conceptos de modernización del Estado, políticas públicas y desarrollo regional, así como los de la microfísica del poder, resocialización y resignificación de las trayectorias de vida.
CAPITULO III. 
Contexto histórico social de la relación entre el Estado chileno y la delincuencia juvenil 
3.1 Delincuencia y violencia juvenil desde la anexión de Tarapacá al Estado chileno (1879 – 1938)

En Chile, a partir de la segunda mitad del siglo XVIII, aparecen los primeros escritos relativos al fenómeno de la delincuencia común y una gran cantidad de informes de las autoridades, producto del aumento de las causas judiciales aprehendidas por las instituciones de la realeza española. Con el logro de la independencia y la formación de la Primera Junta Nacional de Gobierno, Chile apuntó sus estrategias de autonomía hacia la conformación de un Estado Nación moderno. La ansiada soberanía nacional trajo consigo nuevos desafíos, particularmente aquellos relativos a la reconstitución del orden político, social y económico. Las nuevas ciudades instituyeron aparatos administrativos y judiciales por lo que se incrementaron considerablemente los registros documentales criminológicos, y -sobre todo- se observa una creciente demanda de fuerza de trabajo desde las obras públicas emprendidas por los gobiernos coloniales dieciochescos, cuestión que hace visible a la vagancia y la delincuencia rural como problemas sociales.

Como advierte el historiador Mario Góngora, tras los primeros años de la independencia en Chile se comienza a vivir un clima de turbulencias sociales donde “se generalizan los saqueos, hacen crisis cantidades de empresas campesinas y hacendales, cambia la situación jurídica de las estratificaciones sociales y, más importante para nosotros, aparecen las montoneras y gavillas de salteadores. Estas se componen de soldados y/o campesinos en armas que atacan a campesinos y hacendados de bandos contrarios, como el caso de los Pincheira. Chile vive por esos años, períodos de reestructuraciones estatales y sociopolíticas que hacen que el aparato público no pueda controlar los excesos de grupos armados disgregados” (Góngora, M. 1966). En esta época, el “bandolerismo”
 junto con los motines, protestas y huelgas mineras constituían las formas más recurrentes de alteración del orden público, expresando las profundas contradicciones que atravesaba la relación entre el mundo popular, la clase obrera, el Estado oligárquico y la clase dominante (clero, aristocracia).

Cuando el proceso de modernización instaló a Chile definitivamente dentro de las ligas del sistema capitalista mundial, resonó de modo destemplado la dimensión social de nuestro país
. En el siglo decimonónico, los cambios y transformaciones sociales vinculadas a sobrellevar el proceso de independencia y la soberanía nacional no estuvieron exentas de dificultades. La gobernabilidad del país era frágil y la inestabilidad política se mostraba como una dinámica perpetuada y resurgente. Como manantial de las políticas represivas, de las “casas de objeto público” se pasó a los “regímenes penitenciarios” (1843) y la consecuente construcción de la cárcel de la peruana ciudad de Iquique en 1848, cuya finalidad sería la privación de libertad para los delincuentes, la reflexión solitaria, el trabajo en los talleres y el apoyo de la religión, factores que permitirían la recapacitación de los reos.

Durante este periodo, el Estado oligárquico chileno consagró como ideales políticos de su razón de Estado – Nación la expansión territorial, administrativa y económica del país, la estabilidad política de la nación lograda gracias a la imposición de un régimen parlamentario, la cohesión social alcanzada  mediante la represión ideológica, social y moral de gran parte de la población y, finalmente, el fortalecimiento del rol primario exportador de la economía chilena. En este contexto, la Guerra del Pacífico de 1879 permitió la anexión al Estado chileno de lo que hoy son la Región de Tarapacá y Arica - Parinacota, generándose en este territorio un nuevo frente de ataque a la violencia social y geopolítica que estaba latente.

En general y como una forma de responder al clima de violencia que se desató en este periodo (Guerra Civil de 1891), el Estado oligárquico chileno diseñó estrategias de control social encaminadas a contener toda forma de resistencia y alteración al orden económico, político y social impuesto. A fines del siglo XIX, el remanente de fuerza de trabajo que se automargina del proceso de proletarización escoge el bandidaje, el salteo, el robo y el abigeato como vías de escape a este proceso, resultando ser alternativas de sobrevivencia con un evidente potencial de violencia y transgresión social. La contención del Estado hacia la exaltación de grupos indígenas, mineros, obreros y campesinos no se hizo esperar, ya que lo que estaba en juego, además de la legitimidad del Estado Nación, era el orden político, económico y social del país. Así, en este periodo, la violencia ejercida por el Estado constituye una respuesta institucional frente al grado creciente de insubordinación social, instalándose con mayor sistematización y efectividad en aquellos puntos del país (Iquique) donde la dinámica productiva, el conflicto capital – trabajo y el resguardo de la soberanía eran de interés del poder central.

Entre 1890 y 1910 el bandidaje y la delincuencia común quedaron opacados por las protestas populares, las cuales constituían actos de transgresión al status quo y que fueron amagadas con particular virulencia por la represión estatal, de sobremanera hacia la década de 1910.  Las huelgas y protestas urbanas de 1903 y 1905 sintonizaron con la progresión lógica del ciclo represivo aventurado por el Estado chileno y que fueron coronados con los lamentables sucesos acontecidos en la Escuela Santa María de Iquique en 1907
.

En esta época, la delincuencia juvenil y los comportamientos de tendencia delictiva de los menores eran modelados por la doctrina social de la Iglesia y por la ideología conservadurista que, en las escuelas de las regiones del norte del país, actuó promoviendo la chilenización y la reafirmación de los valores tradicionales y soberanos. La ecuación violencia popular – contraviolencia institucional adquirió particular agresividad durante los años de la “crisis moral” proclamada en esos años por Mc Iver, siendo la violencia y delincuencia juvenil un fenómeno invisibilizado.

Más bien, ante toda forma de transgresión que alterase las normas de la Nación, el Estado infundía respeto mediante las atribuciones coactivas que tenía conferidas (Fuerzas Armadas y de Orden, ordenamientos políticos – legales, sistema judicial), proyectando un carácter ejemplificador e implacable en su realización. Es así como los soportes institucionales de que dispuso la violencia de Estado reforzaron aún más este carácter y lo aproximaron a la identificación certera de cada forma de transgresión social. En este escenario,   algunos historiadores y politólogos han identificado la violencia institucional como un mecanismo de “contraviolencia preventiva”, enfoque que tuvo una fuerte presencia en el extremo norte del país.

La anexión del territorio de la antigua Región de Tarapacá, permitió el robustecimiento del Estado chileno y el engrosamiento de sus arcas fiscales mediante el colosal negocio de la industria salitrera, los cuales se orientaron a crear trabajos de infraestructura pública como una manera de terminar con la vagabundancia y acabar con las revueltas sociales. La industria del salitre se convirtió en una de las actividades económicas de mayor sustento para el progreso de la nación. Sin embargo, la riqueza quedó en manos de la clase capitalista extranjera y, en menor proporción, en manos del Estado. Los obreros y sus familias quedaron al margen de las utilidades y, más bien, se les redujo a una parte del engranaje de la máquina económica salitrera
.

En 1902 la provincia de Tarapacá se ubicó en el primer lugar por su número de reos por habitantes con 6.550 o sea, el 6,4 por ciento de la población provincial que alcanzaba los 102.000 habitantes, y Valparaíso con 9.456, con el 3,8 por ciento con una población de 249.000 m/m habitantes. Frente a esta emergencia, el gobierno echó mano de las Fuerzas Armadas para asegurar el orden interno. Esta actividad policíaca culminó en Tarapacá con la matanza de la Escuela Santa  María, después de Valparaíso en 1903 y Santiago en 1905, generando represiones sangrientas con miles de muertos; afectando profundamente la moral de las instituciones armadas, alertando a las autoridades civiles por parte del alto mando militar, el cese del uso indiscriminado de militares en actividades policiales
.

Paralelamente, en este periodo se observa una estrecha relación entre los conflictos sociales de la época y la victimización de la niñez. La niñez proletaria, la mortalidad - morbilidad infantil y el trabajo prematuro resaltaron  como manifestaciones de las contradicciones sociales en los albores del capitalismo en Chile.  Sin embargo, los niños formaban parte de los capítulos introductorios de esta reflexión, sin constituir el tema central de interés. Por ese mismo hecho, pero además como fruto de una reflexión propia del siglo XIX y XX, la niñez se transformó en una “víctima inocente” de la sociedad y en un “sujeto subordinado” frente a la situación que aquejaba a los adultos. 

 
El salitre sintético creado en Alemania el año 1917, sumado a la primera guerra mundial y los efectos devastadores de la crisis del 29’, llevaron al mundo a un nuevo periodo de recesión, sumiendo a la industria del salitre en un “descalabro económico”.  El clima de revuelta que se respiró en este periodo dio pie a los movimientos sociopolíticos del grito y lucha obrera, lo que impulsó a un permante estado de sitio y represión
. Los trabajos juveniles desarrollados por los hijos de las familias que subsistían de la actividad salitrera, permitieron “mantener controlados”, “ocupados” y “sumisos” a los/as niños/as y adolescentes de la época, quienes recibían en los colegios el peso del aparato ideológico del Estado. 

Este “mantenimiento a límite” de los comportamientos transgresores se manejó a través de una extraña mezcla entre violencia simbólica y la ideología de un Estado oligarca que, en este tiempo, estuvo preocupado de restablecer el orden social y suprimir, a como diera lugar,  todo acto vandálico que pusiera en jaque la estabilidad del sistema económico y sociopolítico imperante. Por otro lado, la dispersión demográfica propiciada  por las diferentes oficinas salitreras que agrupaban a gran parte de la población regional, jugó a favor de la aplicación del esquema ideológico chilenizador que no pudo, finalmente, contener las semillas de la rebelión en un momento en que la lucha social era considerada un delito y, además, como un acto de “traición a la patria”.


En materia de derechos sociales, entre los textos de origen institucional que proclamaron expresamente los derechos del niño, hubo cuatro que se conocieron en Chile entre 1910 y 1930: a) el acuerdo de un congreso científico español, que data de 1912; b) la célebre declaración de Ginebra, suscrita por la Sociedad de Naciones en 1924; c) el texto firmado en Montevideo por los delegados de diez países, incluido Chile, en 1927; y, d) la Declaración de Washington, de 1930.

La primera declaración apareció entre las conclusiones del Primer Congreso Español de Higiene Escolar, realizado en Barcelona en 1912. Aunque el encuentro se dedicó a varias materias relacionadas con la promoción de la higiene en las escuelas, el tema que alcanzó mayor difusión fue el de los "Derechos del Niño", iniciativa que fue promovida por el pediatra Manuel Tolosa Latour. En 1914 volvió a publicarse, esta vez en La revista azul, un quincenario ilustrado del hogar y de la economía doméstica dirigido a la mujer de clase alta, aunque sin indicarse el origen del texto (Rojas, J. 2007:03). 
. En noviembre de 1912 un diario socialista de Iquique, El Despertar de los Trabajadores, hizo un comentario irónico sobre la declaración. Al año siguiente el texto fue reproducido en la Revista de Higiene Práctica
En ese encuentro se aprobó la formación de la nueva organización, bajo un nuevo nombre: Instituto Internacional Americano de Protección a la Infancia. Las conversaciones siguieron en los años siguientes, bajo la conducción de un consejo provisorio, y en junio de 1927 diez países suscribieron en Montevideo la constitución oficial del Instituto, dirigido hasta su muerte por el médico uruguayo Dr. Luis Morquio.

Chile observaba atónito cómo algunos países de América Latina comenzaban a incorporar la idea de los derechos del niño como cuestión social de relevancia. Una de las primeras iniciativas contundentes en ese sentido, la proveyó la sesión inaugural que dio vida al Instituto, el 9 de junio de 1927, donde se aprobó el Decálogo de los Derechos del Niño, por iniciativa del Ministro de Instrucción Pública del Uruguay, Enrique Rodríguez Fabregat. En su encendido discurso, el ministro entregó "a la consideración de todos los hombres de buena voluntad y de sano corazón esta declaración de los Derechos del Niño, esta Tabla de Derechos en cuya observancia reposa el secreto de la grandeza y la gloria de las naciones y los pueblos" (Rojas, J. 2007:04).. Sin embargo, en Chile, la difusión del acuerdo firmado en Montevideo tuvo alcance limitado. La creación del nuevo Instituto, así como la firma del Decálogo de los Derechos del Niño, no tuvo mayor espacio en la prensa de la época. 

En la primera Convención Internacional de Maestros, realizada en Buenos Aires en enero de 1928, circuló nuevamente el tema de los derechos del niño. Gabriela Mistral, quien asistió a esta convención, presentó una ponencia titulada "Los Derechos del niño", que tuvo mayor divulgación fuera del país que en Chile. Detrás de este texto, se encontraba una peculiar concepción de los derechos del niño, basada en el carácter excepcional de la infancia. Gabriela Mistral lo planteó claramente:

“La infancia servida abundante y hasta excesivamente por el Estado, debería ser la única forma de lujo -vale decir, de derroche- que una colectividad honesta se diera, para su propia honra y su propio goce. La infancia se merece cualquier privilegio. Yo diría que es la única entidad que puede recibir sin rezongo de los mezquinos eso, tan odioso, pero tan socorrido de esta sociedad nuestra, que se llama "el privilegio", y vivir mientras sea infancia, se entiende, en un estado natural de acaparamiento de las cosas excelentes y puras del mundo, en el disfrute completo de ellas. Ella es una especie de préstamo de Dios hecho a la fealdad y a la bajeza de nuestra vida, para excitarnos, con cada generación, a edificar una sociedad más equitativa y más ahincada en lo espiritual.”

Así, desde 1925 se venía planteando que el niño al ser sometido a un juicio no podía quedar expuesto por la prensa. La ley sobre abusos de publicidad penalizó la publicación de información relativa a delitos cometidos por menores, si no contaba con la autorización del juez. La ley de menores de 1928 profundizó estos cambios, al establecer un sistema que excluyó del sistema penal a todos los menores de 16 años (y bajo ciertas condiciones a los menores de 20), eliminando el castigo y la defensa judicial, estableciendo un ágil procedimiento verbal y acrecentado el poder del juez. Como consecuencia de esta ley los niños que eran recogidos en la calle pasaron a ser recibidos por las casas correccionales. 

El año 1912 se creó la ley de protección a la infancia desvalida, fue la primera que se promulgó para resolver el tema del abandono paterno, el abuso de menores y algunas formas de explotación y pese a que su aplicación fue muy discreta, dio el inicio de una política estatal orientada hacia los niños en “riesgo social”. La aplicación de esta ley obligaba a que los niños que eran recogidos en la calle por vagabundear o cometer delitos pasaran a ser recibidos por las casas correccionales existentes que estaban en manos de la iglesia católica y grupos de filantropía social. Estas instituciones, creadas a fines del siglo XIX, eran centros de reclusión que acogían a los niños que cometían algún delito o eran enviados por sus propios padres, amparados en los derechos que les otorgaba el Código Civil desde 1855. 

La ley de menores que conocemos de 1928, pretendió ser más efectiva que la de 1912 instituyendo un mecanismo de protección que involucraba tanto a los menores que cometían algún delito como a los que se encontraban en una situación de en riesgo social, calificación que hacía el Estado a través de sus organismos técnicos, encabezados por la Dirección General de Protección de Menores que elabora esta Ley. En términos de mecanismos e instituciones para el disciplinamiento de la infancia irregular, esta Ley no surgió en medio de la nada. Ya desde fines del siglo XIX se habían creado varias casas correccionales de menores, y en 1912, con la Ley de Protección de la Infancia Desvalida, hubo un diseño preliminar de legislación específica que no llegó a plasmarse de manera concreta. Esta ley, básicamente, facultaba al juez para internar a menores abandonados en reformatorios ligados a la beneficencia privada. Con esta Ley se definió que los mayores de 16 años y menores de 18 deben pasar por un proceso de discernimiento para ver si son imputables o no. (a cargo del juez de Menores, instaurados en esta Ley). También se crearon los Tribunales de Menores, siguiendo el modelo jurídico norteamericano y europeo.

Desde la primera Ley de Menores, Nº 4.447 de 1928, no se observó en la legislación chilena la definición de “discernimiento”. Existió en el antiguo Código de Procedimiento Penal una definición que esta ley derogó, en su artículo 370: “Si el procesado fuera mayor de diez años y menor de dieciséis, el Juez recibirá información acerca del criterio del mismo y en especial de su aptitud para apreciar la criminalidad del hecho que hubiere dado motivo a la causa, siempre que del simple examen personal del Juez no resulte de manifiesto el discernimiento con que hubiere obrado el procesado”. En este sentido, la Ley Nº 4.447 de Protección de Menores del año 1928 creó la figura del discernimiento en donde solo eran responsables de los delitos aquellos jóvenes mayores de 16 años que habían actuado “con discernimiento” (trámite a cargo de un Juez de Menores), siendo condenados por sus delitos. Para ello, en las cárceles se adaptaba un espacio físico separado de los adultos (sección de menores). Cuando eran declarados “sin discernimiento”, si no había un adulto responsable que se hiciera cargo de ellos, se enviaban a un centro de protección.

Durante las primeras décadas del siglo XX, como pudimos observar en el capítulo anterior, las escuelas criminológicas interpretaron el delito a partir de una base científica que consideraba, principalmente, los factores ambientales y biológicos. En este contexto, no fue por mera casualidad que el médico siquiatra y neurólogo Dr. Hugo Lea Plaza fuese nombrado, en el año 1928, director de la recién creada Dirección General de Protección de Menores, mientras que Samuel Gajardo se convirtió en una nueva personalidad tras ser designado como el Primer Juez de Menores de Chile.

Es importante consignar que en el año 1921 no existían hogares de menores y los niños pobres vivían en las calles de las ciudades. En la Prefectura de Santiago, cuando aún no se fusionaban en una sola institución las policías existentes en el país, se creó un albergue para estos niños con el propósito de evitar que siguieran delinquiendo.  Cuatro décadas más tarde, Carabineros de Chile, en beneficio de la infancia, creó la Fundación Niño y Patria, abriéndose el hogar de menores de Carabineros en Iquique en el año 1965. 


El primer albergue policial para cobijarlos, se creó el 6 de enero de 1921 por iniciativa del Prefecto de Santiago, Mayor Bernardo Gómez Solar. Se denominó “Asilo de Niños Desamparados” y tenía capacidad para 42 menores, aunque llegó a albergar 48 ese mismo año. Este albergue funcionó de manera anexa a la Segunda Comisaría y su administración estuvo a cargo de los jefes de esa unidad. No pasó mucho tiempo antes que se crearan otros hospedajes con el mismo objetivo, los cuales se ubicaron en las comisarías seccionales y pronto encontraron el apoyo en la comunidad que valoró la acción policial y contribuyó, espontáneamente, al mantenimiento de la incipiente obra
.

Paralelamente, se inició una obra pionera en el continente, tres años antes que la Asamblea de la Sociedad de las Naciones adoptara la Declaración de Ginebra sobre los Derechos del Niño. Cuando ese hecho histórico ocurrió, hacía tiempo que en Chile los niños abandonados habían encontrado en los cuarteles de la Prefectura de Santiago
 un hogar donde se los acogía, se les entregaba protección, educación y alimentación hasta encontrarles ocupación, cuidando que pudieran desempeñarla sin daño mental ni físico
.

De esta manera, este periodo se caracterizó por la emergencia de un Estado represor que, en el contexto de la economía liberal del capitalismo a la chilena (esencialmente, exportador de recursos primarios), pretendió acallar todo acto de desacato y desorden social que pusiera en riesgo la frágil estabilidad del sistema político nacional. La delincuencia juvenil fue visibilizada como una situación aislada que requería de un pronunciamiento por parte del Estado el cual, desde la perspectiva benefactora, se orientó progresivamente en Chile hacia los aspectos proteccionales y asistenciales. De esa manera, la protección de niños/as y jóvenes se fue configurando bajo un modelo asistencialista que fue determinante en cuanto a la visibilización de la problemática y en cuanto a llenar los vacíos sociopolíticos y legales existentes.

3.2 Sobre el Estado Benefactor y la asistencia protectora de niños/as y jóvenes (1939 – 1972)


La Gran Depresión mundial de 1929, además de empobrecer al país y provocar un alto nivel de cesantía, ocasionó la caída del Gobierno de Carlos Ibáñez del Campo en 1931, y el inicio de un corto período de inestabilidad política conocido como la Segunda Anarquía (1931-1932). Asimismo, esta crisis mundial creó la sensación de que el capitalismo había llegado a su fin, y que el liberalismo, en cuanto a sus fundamentos filosóficos, también había entrado en crisis. En este sentido, la premisa de “más Estado” se conjugó con varios epítetos: de Providencia, Keynesiano y Benefactor, este último utilizado en relación con la situación de América Latina y Chile.


El desarrollo del Estado de Bienestar coincidió con la expansión del fordismo
, el cuál no sólo cumplió el papel de garante de la nueva relación entre los obreros y los empresarios, sino que también intervino activamente en la economía. Además, el Estado Benefactor que surgió en el Chile gobernado por la izquierda radical se propuso como objetivo que todos tuvieran empleo, preocupándose por lograr la igualdad de oportunidades, la que se alcanzaba por las diferentes prestaciones sociales que brindaba el Estado y por la promoción de un modelo económico basado en la Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI).


El Estado de Bienestar Social en Chile llevó a cabo un proceso de expansión de la influencia del Estado sobre las condiciones de vida de la población, a partir de un diagnóstico de los problemas representativos de la “cuestión social” de entonces (pauperización de la población provocada por la crisis y reforma agraria, por ej.) y la ausencia de garantías para el desenvolvimiento vital de los grupos más pobres de la sociedad. Fue así como se crearon instituciones para cubrir las necesidades sanitarias, de vivienda, educativas y de protección social de las clases asalariadas.  El Estado se propuso, de esa manera, garantizar a la sociedad la “seguridad social”.

La transformación del Estado chileno del liberalismo al régimen benefactor, se vio fuertemente influenciada por la ideología anti-imperialista y la teoría de la dependencia que racionalizaba el control del estado mediante barreras proteccionistas, basándose en una economía cerrada (endógena) y un menosprecio general por el papel del mercado al intervenir directamente sobre la economía, por lo general, mediante una planificación centralizada. En Chile, la la creación de CORFO en 1939 fue expresión de esta situación que duró hasta 1973. Así, durante este periodo, no obstante la judicialización de la criminología juvenil tardó en llegar a nuestro país (1967), la protección de la infancia se constituyó en un capítulo significativo para las políticas públicas y sociales del país.


Si nos remontamos al ámbito de acción judicial y criminológico del Estado Benefactor en Chile y América Latina, se vislumbran dos prismas para entender los conceptos de seguridad y delincuencia juveil. El primero de ellos, supone que la vagancia y la pobreza habían aumentado con las crisis desencadenadas por las dos guerras mundiales  y que, en este contexto, los modelos tradicionales de familia y moralidad habían entrado en decadencia. Paras finales del año 1940, las grandes causas que explicaban la criminalidad eran tres; las causas morales
, las médicas, y las sociales (pobreza y desigualdad), las cuales apuntaban al ambiente negativo que arrastraba a la criminalidad en los sectores populares
.


Una de las formaciones sociales que destacó en este periodo fue el industrialismo endógeno, que transformó radicalmente a la familia tradicional y hacía que los delitos aumentaran en el medio urbano, junto a la crisis económica de la década de 1930, que hizo aumentar la vagancia y la migración de grupos pobres a los sectores urbanos de la Zona Central, concentrándose en Santiago
. Hacia el año 1940, Abraham Meersohn
 sostenía que existían  alrededor de 4.000 los mendigos en la ciudad de Santiago y alrededor de 6.000 “vagan por la ciudad sin dedicarse a actividad fija”. En este sentido, para Meersohn, los vagabundos eran “más perversos y viciosos que el delincuente mismo” (Rojas, F.; Goucha, M. 2007: 303). De esta manera, se consideraba que la lucha contra estos “flagelos” se traduciría inmediatamente en una disminución de la delincuencia. Sin embargo, el aparente aumento de la delincuencia, especialmente de los delitos de vagancia, ebriedad, robos y homicidios, alarmaban a las elites sociales e intelectuales. A fines de los años cuarenta, Chile se encontraba en una situación crítica, donde todos los índices de criminalidad y reclusión habían aumentado.


Abraham Meerson apuntó en este periodo a resaltar al valor del matrimonio, como una alternativa que si bien no solucionaba el problema de fondo, si disminuía el impulso delictivo. El matrimonio, era concebido como una herramienta útil para detener los estados de “perversión”, pues obraría como “elemento inhibitorio” de la delincuencia en el sentido de la repugnancia que los delincuentes expresarían por el matrimonio y por preferir una vida llena de azares, libre de ataduras familiares y responsabilidades. Esta lógica también era aplicada al caso de las mujeres solteras: su vida más libre, especialmente si trabajaban en fábricas y talleres, las aproximaba al alcohol y el delito. Por ejemplo, afirma este autor, la viuda se destaca en los delitos económicos, por su situación desvalida y su necesidad de mantener el hogar.

El alcoholismo también fue considerado un problema que desencadenaba inevitablemente conductas distorsionadas, transgresoras y delincuenciales. Junto al vago, el borracho pobre y urbano era la otra gran amenaza a la vida y la seguridad pública. En el Chile de los años cuarenta, había una cantina por cada 198 habitantes, y se destacaba que la mayor parte de los delitos de sangre, como homicidios, femicidios y parricidios, se cometían bajo la influencia del alcohol. También la violencia entre conocidos y la violencia intrafamiliar  tenían en la ebriedad su principal característica. 


Aunque los trabajadores y el Frente Popular no se vieron beneficiados significativamente con las medidas sociales y económicas del Gobierno de Pedro Aguirre Cerda, el médico Salvador Allende, como Ministro de Salubridad, Previsión y Asistencia Social, ya advertiría la necesidad de abordar la situación de los más desposeídos a partir de la infancia. En su obra más conocida sobre el tema, Allende se refirió a la mortalidad infantil, la ilegitimidad y las enfermedades como una de las trabas más importantes para el desarrollo y la integración a la vida ciudadana de los más pobres. Así, el problema de la salud era, para el Ministro de la época, un problema de seguridad nacional.

También, debido a la alarma producida por los altos índices de delitos en la época, se proponen medidas de castigo que intentaban soluciones más acordes con el enfoque explicitado. Así, se propusieron medidas como las siguientes:

· Justicia severa y rápida.

· Prisión retribuida con trabajo, aconsejando entregar a los reos a una sección del Ejército que se encargaba de vigilarlos sigilosamente, segregándolos y haciéndolos trabajar disciplinadamente bajo un fuerte control que no esperaba traducirse en crueldad ni envilecimiento.

· “Control efectivo, estricto, del juego y la crónica roja”.

· Trabajo patronal para estabilizar a los obreros, atención a niños abandonados y una educación sólida42].

Desde este punto de vista, la “lucha contra la delincuencia” era una lucha contra los factores económicos y culturales que seguían hundiendo a los sectores más pobres. Asimismo, tal como suele concebírselo erradamente hoy en día, el problema de la criminalidad parecía encontrase relacionado  mayoritariamente con las condiciones de las clases populares urbanas. Más que estar situado en la situación de clases, creemos que el fenómeno de la delincuencia juvenil es un fenómeno transversal que cruza grupos y estratos diversos. Sin embargo, el peso del concepto de clases aunado al estigma que atraviesan los pobres generaron una percepción de impunidad hacia una supuestamente homogénea clase alta, expresada en la idea de que los criminales ricos y poderosos no eran castigados en Chile
.


De acuerdo a las estadísticas de la época, durante el año 1953 fueron detenidos en el país 477.482 personas lo que equivalía a un 7,76% de la población chilena. Completando la información, se decía que en este periodo sólo 37.452 sujetos fueron apresados por crímenes y simples delitos, lo que equivalía a un 7, 84% del número total de detenidos a nivel nacional. En esos años, no se observan indicadores de delincuencia juvenil que permitan dimensionar el fenómeno. Lo que sí se visualiza con claridad es que todos los mayores de 18 eran sometidos a proceso y, por lo general, los menores de edad eran derivados a internados o casas de acogida. El problema de la delincuencia común era el que causaba mayor alarma pública, apelándose a un mayor rigor en la aplicación de medidas represivas, en atención al alto número de “delincuentes” que indicaban las estadísticas.

La década de 1950 fue, además, un período en que se estructuraron legislaciones expresas de control hacia los grupos de delincuentes considerados de alta peligrosidad social. De esta forma, una de las iniciativas que más destacó en este periodo fue la dictación de La Ley Nº 11.625 de Estados Antisociales, aprobada el 4 de octubre de 1954, la cua surgió como una iniciativa del gobierno de Gabriel González Videla (1946 - 1952), y fue aprobada en el segundo gobierno de Carlos Ibáñez del Campo (1952 - 1958). 


Con el propósito de detener el delito del robo con violencia en las personas (cogoteos, robos, asaltos), se tomaron medidas contra grupos que, tarde o temprano, estarían condenados a incurrir en tal situación. Se creó la Ley de Estados Antisociales; los penalizados eran los homosexuales, los toxicómanos, los vagos, los ebrios, los que falseasen su identidad y aquellos que ya habían sido condenados y se encontraban en situaciones sospechosas, como poseer bienes cuyo origen no pudiesen justificar claramente. Además, la ley contenía reformas al proceso penal que agilizaban la condena de los culpables.

Esta ley, en cierta manera, recogía las ideas que ya circulaban en las elites políticas de la época. Más que recluidos en las cárceles tradicionales, estos tipos de infractores debían ser condenados a trabajos forzados o a ausentarse de sus lugares de residencia habitual. El artículo 3° determinaba las medidas de seguridad, entre las que destacaban:

· Internación en casa de trabajo agrícola, que no exceda los cinco años.

· Internación curativa en establecimientos adecuados por “tiempo absolutamente indeterminado”.

· Obligación de declarar domicilio o de residir obligatoriamente en un lugar determinado por un tiempo que no podrá exceder a cinco años.

· Prohibición de residir en lugar o región determinados por un plazo no superior a cinco años.

· Sujeción a vigilancia del Patronato de Reos por un tiempo no superior a cinco años.

· Caución de conducta por un tiempo que no podrá exceder a cinco años.

· Multa de quinientos a cincuenta mil pesos e incautación de dinero y efectos.


Por lo tanto, la Ley de Estados Antisociales tenía dos objetivos: prevenir penalizando aquellas conductas sociales que se consideraban de hecho como un delito, y por otro, agilizar la denuncia y el castigo del robo callejero con violencia, que alarmaba fuertemente a la opinión pública de la época. La ley, además, declaraba expresamente que el Estado chileno había decidido tomar una posición dura contra los grupos de peligrosidad social: homosexuales, adictos, vagos y reincidentes, que fueron así considerados delincuentes per se, aunque no se los sorprendiese en comisión flagrante de delito. Esta ley, derogada formalmente sólo en 1994, es quizás el mejor ejemplo de la mezcla de moralización y temor, de represión e intento de modernización que caracterizó a la preocupación por la seguridad ciudadana en el período.
En materia de infancia, Sandra Poblete Naumann en su texto “Abandono y vagabundaje infantil en Santiago de Chile” (1999), nos muestra una visión de la infancia a partir de “los niños de la calle” que poblaron las arterias de la ciudad de Santiago durante los años 1930 y 1950. El hecho de que se observen niños que viven en las calles en este periodo, obedece ante todo a un argumento económico. Santiago, por ejemplo, estaba viviendo un proceso de industrialización elevada, pero con una fuerte desigualdad en los ingresos y en las posibilidades económicas y sociales de los grupos desposeídos. Esta situación se repetía en regiones y provincias como en Tarapacá, cuyo “perfil de una región deprimida económica y socialmente, comenzará a cambiar a partir del año 1953 con la creación en Arica del Puerto Libre, instrumento que estimularía la instalación de ensambladoras automotrices, industrias textiles, químicas y metal-mecánicas, encadenando a su alrededor una vasta y variada red de empresas de servicios” (Podestá, J. 2007: 04).

Otro elemento interesante de analizar, es la creación  del Primer Juzgado de Menores que estuvo encargado de estructurar las resoluciones acerca de cómo tratar a estos menores que vagan y delinquen. Es interesante ver el problema del vagabundaje de niños desde esta visión, ya que por la dispersión misma que suponía el hecho que los niños no tuvieran un lugar fijo de residencia, no era posible estimar con precisión la cantidad real existente de menores que deambulaban por las calles, sino sólo a través de la documentación jurídica que dimensiona en algo el problema de la época.

Posteriormente, en el gobierno de Eduardo Frei Montalva, el 03 de Febrero de 1967, se dictó la primera Ley de Menores Nº 16.618 que en su Art. 2º dio creación al Consejo Nacional de Menores y al Departamento de Policía de Menores que comenzó a operar en aquellas comisarías que estaban ubicadas en donde existían Juzgados de Menores. La Planta del Consejo Nacional de Menores estaba compuesta por un grupo de directivos, profesionales y técnicos, conformados por un Vicepresidente, un Secretario General, Contador, Psicólogo, Asistente Social, Sociólogo, Profesor, tres Administradores Públicos, y un médico contratado por 24 horas semanales. Su planta administrativa estaba conformada por dos oficiales administrativos y dos auxiliares. En total este servicio público estaba compuesto por 15 funcionarios para manejar el tema de la infancia en todo el país.

De esta forma, quedan de manifiestos los intentos por abordar en Chile los problemas de criminalidad de los menores a partir de un cuerpo legal supuestamente pertinente, que fue consecuente con el carácter centralista del país. Es, por lo tanto, la orientación hacia la situación de infancia irregular fundamentada en el abandono, la pobreza y el descuido de sus actividades cotidianas las que proveerán de significado a las políticas dirigidas a menores en situación de riesgo social. Así, los niños en esta época debían subsistir en medio del espacio público que, además de ofrecer un empleo por pocas monedas (y que les servía como subsistencia), evidenciaba la formación de una identidad específica: la ley del más fuerte.

Estos muchachos, que se muestran como los más fuertes, serán líderes de pandillas de pequeños delincuentes que hurtarán y se prostituirán en pos de continuar su vagancia y su pillaje por las calles. Así, las bandas de delincuentes juveniles satisfacían el deseo de seguridad y afirmación de la personalidad del niño vago, pues representaban una fuerza en la que se experimentaba un sentimiento de unidad y lealtad hacia el grupo y sus códigos de comportamiento. Aquí se crea una identificación entre el líder y su círculo de proteción, bajo una relación de horizontalidad en la conducta que permite una coexistencia fundamentada en la lealtad y la supervivencia en conjunto. Sin esto, posiblemente el niño no podría vivir por un largo periodo en las calles.

¿Cuál era el perfil de estos niños? ¿Cómo era posible definir quién podía o no sobrevivir en las calles? En general, eran niños que habían sido abandonados pero que, además, albergaban anhelos contradictorios de abstraerse, liberar y reproducir –conscientemente o inconscientemente- la situación de violencia y desunión que se infiltraba en sus hogares. Además, tenían sus propios códigos de conducta, de lenguaje, de aproximación al bien y el mal. Lo que para un niño de su misma edad podía ser absolutamente impensable en condiciones de vida más regulares, como hurtar comida, o comer directamente de un basurero, para los niños vagos era, y lo es todavía, una realidad cotidiana
. Generalmente, estos menores se resistían con gallardía y decisión a la aprehensión de las fuerzas policiales, más allá del temor o del razocinio de las consecuencias de presidio que esta conducta podía conllevar. 

¿Cómo participó el Estado chileno de este problema? Durante los años en que el Estado se constituyó como un Estado Benefactor (época del Frente Popular de los años 60’ y 70’), Carabineros actuaba reprimiendo y reeducando a los niños de las calles en instituciones especialmente creadas para éstos fines. Sin embargo, la calle representaba el sentido de vida, rutina de sobrevivencia y espacio de construcción de identidad de los llamados “hijos del rigor”, situación que era difícil de contrarrestar sólo con la fuerza y las iniciativas de protección. En este sentido, el arreglo a la escapatoria era recurrente entre los menores: la libertad de la calle era más fuerte que la posibilidad de reformular sus vidas y llegar a ejercer, con el tiempo, un empleo que no tuviese que ver con la delincuencia. Aquí subyace un problema importante: los niños vagos fueron considerados potenciales delincuentes adultos. Esto no es descabellado de pensar si consideramos que las posibilidades de salir de los marcos de la delincuencia son, por lo general, escasas y, por otra parte, porque el mundo de la ilegalidad les entrega la posibilidad a los jóvenes de alcanzar la anhelada independencia económica, que a través del delito se legitima y se constituye como forma concreta de vida.

Si a estas inseguridades -que generan una situación de desprotección y vulnerabilidad en los jóvenes- se les agrega el consumo de drogas y alcohol, tendremos una peligrosa mezcla que pone en situación de riesgo y exclusión social a los niños vagos, quienes muchas veces crecen en un sistema en que la prostitución y la homosexualidad son también elementos cotidianos de sobrevivencia (explotación sexual adolescente, por ej.). La falta de cobertura educacional de la época, dejaba en entrevélo que más del 50% de los niños vagos -de los cuales se tenían registros- eran analfabetos. Este elemento de falta de educación formal, creaba en ellos un desarrollo intelectual tardío, que se confundió muchas veces con retardo mental. Este prejuicio es relevante de considerar ya que estos menores, además de sufrir discriminación por su condición de “vagos”, generalmente se les asociaba intelectualmente como “anormales”, “trancados” o “retardados”.


Finalmente, otro hito que destaca en este periodo y, particularmente, durante el gobierno de Presidente Salvador Allende, fueron las famosas 40 medidas ofrecidas por la presidencia, teniendo 9 de ellas relación con la infancia y la delincuencia. Factores como alimentación para los menores, atención de salud pública, derechos educativos, control del alcoholismo, fin a la justicia de clase y disolución de la delincuencia común, fueron abordados como materias de Estado de la más alta prioridad. No obstante lo anterior, el carácter centralista y paternalista del Estado chileno impidió la emergencia de iniciativas acotadas a la realidad de los diferentes territorios, de los cuales Tarapacá tenía una condición estratégica particular por su carácter bifronterizo.

Esperamos con esto, finalmente, haber entregado los lineamientos generales que marcaron históricamente las políticas públicas relacionadas con la situación de menores en condición de desprotección y criminalidad durante el periodo 1939 - 1973. Pasemos ahora al siguiente periodo, que con el Golpe Militar del 11 de septiembre de 1973 comprenderá una nueva etapa en las políticas públicas de menores y en la concepción global de la seguridad, como elemento rector del orden social.

3.3 Autoritarismo, neoliberalismo y seguridad interior del Estado: los enfoques de la delincuencia juvenil como enemigo político (1973 – 1989)

A partir del 11 de Septiembre de 1973 hasta el año 1989, Chile comenzó a vivir un periodo de suspensión de la democracia constitucional nacional. A este paréntesis se le ha denominado de diferentes maneras: Gobierno Militar, Dictadura Militar, Autoritarismo Neoliberal, entre otros. En materia económica, según los postulados neoliberales del Gobierno de Pinochet y los Chicago Boys, el Estado debía dejar de intervenir en el mercado, no solo como controlador sino también como generador y distribuidor de riquezas, ya que estas últimas funciones hacían que el Estado elevara considerablemente su presupuesto, dejando sin ganancias a las grandes empresas. De manera contradictoria a estas orientaciones políticas, emerge ZOFRI en la escena regional dando fin al periodo de la Junta de Adelanto y el Puerto Libre en Arica (Guerrero, B. 1990). Así, en general, con el triunfo de las posturas neoliberales en lo económico, se pusieron en marcha procesos de privatización y jibarización del Estado que operaron mediante una serie de planes de ajuste y recortes presupuestarios en áreas como salud y seguridad social en Chile. 

Por otro lado, la violencia política se apoderó de los diferentes espacios públicos y privados. Miles de chilenos sufrieron las consecuencias de la persecución ideológica, el genocidio, la tortura y la desaparición. En este contexto en que la violencia política se autolegitimó una vez instalado en el poder el General Pinochet, los jóvenes y los niños fueron los más afectados por estas situaciones, ya que no tuvieron posibilidad por sí solos, como los adultos, de recurrir a instancias nacionales o internacionales para la protección de sus vidas
. 

La interrogante que surge, entonces, es ¿a cuántos niños y jóvenes se dejó de lado? Además de estos niños, ¿cuántos niños y niñas se vieron sometidos a malos tratos pero quedaron vivos? El Informe Valech de 2004, asume otra cifra que se debe considerar, otros 190 niños y niñas fueron víctimas de tortura y prisión política, de ellos, 88 niñas y niños tenían menos de doce años cuando fueron detenidos, 87 estaban en ese momento junto a sus padres. Otros 11 aún estaban en proceso de gestación en el vientre de su madre al momento de su arresto, 4 más estaban en gestación cuando se vieron afectados por las torturas aplicadas a sus madres.



Sin embargo, teniendo a prueba la existencia de estos datos y la validez de los mismos, cabe preguntarse, ¿cuán ciertas son estas cifras? ¿Por qué se asume que sólo una mínima parte de la población infantil se vio afectada por el sistema represivo? Y, ¿cuál fue el criterio que se utilizó para definir, en el último caso quienes habían sido los agredidos? Convengamos en que la Comisión que redactó el Informe Valech tuvo varias formas de definir quién y cuándo se produjo la tortura, y estos elementos también fueron aplicados a los niños. La cifra, por lo tanto, es reducida porque desde el punto de vista presuposicional  los niños se ven como sujetos titulares de la madre y el padre, además de que pocos niños se sentían como titulares de la agresión recibida”
. No es extraña dicha afirmación, puesto que si bien estos niños tuvieron alguna conciencia de lo que estaba ocurriendo a su alrededor, al menos en algunos casos, el sólo hecho de ser inocentes en su infancia no les permitió dimensionar estrictamente los hechos represivos ni optar a mecanismos de reparación del daño causado
. 


Estos niños fueron reprimidos, vejados y amedrentados por el hecho de ser hijos de los enemigos políticos de la patria, pero también fueron discriminados por ser pobres. Discriminados doblemente: en primer lugar, porque no se les permitió acceso a una mejor calidad de vida y, en segundo término, porque ni siquiera fueron dignos de ser considerados entre los documentos emanados del Estado chileno. Fue así como en materia institucional se volvió a militarizar la policía excluyéndola de la dependencia del Ministerio del Interior, la cual fue traspasada al Ministerio de Defensa Nacional, restituyéndose el carácter militar a carabineros a través del artículo primero de la Ley Orgánica de 1975. Por otro lado, fue creado el Servicio Nacional de Menores
 por el Decreto Ley N 2.465 del 10 de enero de 1979, que constituye su Ley Orgánica y que fue publicada en el Diario Oficial el 16 de enero del mismo año. Un decreto supremo del 5 de diciembre de 1979 fijó la planta y el SENAME entró en funciones el 01 de enero de 1980.

Como se sabe, durante el período de la dictadura, en las ciencias sociales se habló más bien de los jóvenes pobladores y de los jóvenes excluidos o marginales, aquellos que protagonizaron numerosos desórdenes públicos y protestas contra el gobierno militar. Los jóvenes populares se apropiaron del espacio de su población marginal y desarrollaron un conjunto de acciones de “desobediencia civil” (Soriano, R. 1991) que fueron más allá de las “intenciones y orientaciones de los dirigentes políticos” de la oposición (Wenstein, J. 1992: 22). De acuerdo a un estudio del Instituto Nacional de la Juventud (INJ),  los jóvenes fueron el grupo social más afectado por las políticas del gobierno de Pinochet. Las altas tasas de desocupación, así como las más visibles secuelas de persecución política, atropello a los derechos humanos, daño psicológico, transgresión normativa, se concentraron en este sector de la población (INJ, 1992).

La participación social de la juventud popular de los años 80’, generalmente se limitó a actividades en clubes deportivos y actividades religiosas. No existían, a juicio de los expertos, “canales sindicales, de movimientos estudiantiles u otros de participación social que le permitiese el acceso a integrarse a la sociedad” (Corvalán, O. 1986: 18).  Las actividades de carácter religioso, según Eduardo Valenzuela, tendrían un sentido comunitario mediante la creación de comunidades cristianas de base
 que posibilitaban una pacífica convivencia social. Así, hablar de seguridad fue sinónimo, para los sectores derechistas y para los partidarios de la Dictadura, de “seguridad interior del Estado”, es decir, de la amenaza y el necesario control a los elementos subversivos. Asimismo, hablar de seguridad para los sectores de izquierda y centro se refirió a la represión contra los sectores populares y de izquierda. La delincuencia, aparentemente, no fue para los chilenos una de sus grandes preocupaciones en este periodo, ya que la severidad de la ley y el poder represivo no se dejaban esperar. Pareció haber en Chile, durante muy largo tiempo, situaciones y personas mucho peores y más peligrosas que los asaltantes, los borrachos o los niños vagos que robaban en las calles.

La violencia delictual reapareció en la década de 1980, cuando Chile quedó sumido en la “crisis de los petrodólares” (1982) y comenzaron a fluir las primeras expresiones colectivas de protesta y rechazo al régimen dictatorial. Desde el poder del Estado Policial y la doctrina de la seguridad interior, si alguien cometía un delito grave se le aplicaba la ley marcial y se le ultimaba sin juicio alguno (Decretado por Bando)
. Las imágenes de jóvenes que aparecían robando en supermercados, locales y multitiendas comerciales se propagaron, transformando al joven delincuente en un personaje bastante más definido y perturbador para el orden público. Este fue un ambiente propicio para que el narcotráfico y consumo de drogas entre los jóvenes irrumpiera y comenzará a extenderse social y territorialmente, con una notoria presencia en el extremo norte del país. El Dr. German Mass fue uno de los primeros que alertó sobre la nueva droga llamada Pasta Base de Cocaína en el año 1985, la cual comenzó a colmar los barrios marginales de Arica e Iquique, extendiéndose rápidamente al resto del país
.

En consecuencia, el problema de la delincuencia juvenil fue abordado bajo un contexto represivo y bajo un escepticismo ante la política, la ley y el respeto a la autoridad. Comúnmente, las causas de la delincuencia juvenil fueron asociadas a la situación de clase (poblaciones marginales), que ideológicamente comulgarían con las tendencias de izquierda y los movimientos subversivos. Así, la situación de marginalidad se trabajó desde la óptica de la seguridad interior del Estado, reprimiendo todo intento de demanda política y social. Las consecuencias no se hicieron esperar demasiado: aumento de la desocupación, despidos producidos por el propio Estado y por las empresas privadas, brusca disminución de las ventas debido a la pérdida del poder adquisitivo de los trabajadores, privatizaciones en todas las áreas, suspensión o cierre definitivo de servicios que cumplían funciones sociales (transportes, educación, salud). Por otro lado, el comercio informal callejero cobró creciente importancia. El comerciante ambulante fue, sin embargo, visto como un ladrón en potencia o, al menos, como un “amigo de los delincuentes”, presentándose en permanente conflicto con el gobierno municipal y los carabineros. Muchos de ellos terminaban de trabajar “decentemente” y se incorporaban al circuito delictual. De esta manera, no se hizo esperar el apabullante dominio de la represión del Estado con políticas de tolerancia cero que marcaron la tónica en este periodo, y que hoy resurgen como herramientas legítimas y, supuestamente, más eficaces.

3.4 Políticas públicas para jóvenes infractores de ley (1990 – 2008)


Ya en los años 90’, Chile ratificó la Convención Internacional de los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, generándose una revisión de la forma jurídica con relación a cómo se trataba a los niños en el país. Sobre la base de este referente, el primer cambio que se introdujo fue el Derecho Tutelar de Menores dado que, hasta ese momento, no existía una consagración jurídica que permitiera que la infancia dejase de ser tratada de manera reduccionista y secundaria respecto a otras normas jurídicas y penales.


El segundo cambio de importancia que se observa en este periodo, dice relación con el tipo de control social que se aplicó sobre la infancia desde el año 1928, basado en la incapacidad de los niños como atributo principal de la infancia y combinando estrategias no segregacionales entre “niños peligrosos” y “niños en riesgo social”, bajo un mismo manto tutelar que, bajo el prisma de su marginalidad social, se conculcaban la mayoría de sus derechos por decisión unilateral de los juzgados de menores.


El tercer aspecto relevante, fue la creación de una nueva institucionalidad jurídica a favor de la infancia, al incorporarse a la Ley de Menores la Convención Internacional de los Derechos del Niño. La diferencia más sustancial consistió en que el modelo tutelar o de situación irregular que reposaba en las premisas del positivismo criminológico, se modificó por un  modelo coherente con el ámbito internacional de los derechos humanos y los desarrollos experimentados en la segunda mitad del siglo XX por los enfoques criminológicos constructivistas en el diseño y gestión de políticas públicas para la protección de los derechos de los menores, incluidos aquellos que contravenían la ley.

En noviembre de 1990, por decreto Nº 321 del Ministerio de Justicia, se creó una Comisión Intersectorial Asesora con el propósito de analizar y proponer las iniciativas y acciones necesarias para lograr una mejor integración social de los menores en situación de riesgo, desprotección y/o problemas de conducta. Una de las tareas específicas encomendadas fue estudiar y redactar los proyectos de ley necesarios para dar cumplimiento a la Convención de los Derechos del Niño (artículo 2, Nº4). Sin embargo, era posible notar en dicha retórica los resabios del modelo tutelar de menores. De hecho, se utilizaba en este decreto la categoría de “menores en situación irregular”. 


En el año 1992, emanó un documento de Mideplan denominado Metas y Líneas de Acción en Favor de la Infancia, que diagnosticó de manera bastante acertada los principales problemas en materia de lo que se llamó “menores en conflicto con la justicia”, reconociendo al propio sistema aplicable como la mayor fuente de conflictos. Los análisis en este periodo destacaban que de cada tres niños detenidos, dos lo eran por medidas que no tenían relación con ningún tipo de delito o infracción. Sólo el 23% de los menores detenidos por la Policía de Menores lo eran por actos de carácter penal. El resto, era detenido mayoritariamente con el fin de protegerlos de la vagancia, la ebriedad, el consumo de drogas o por demanda espontánea de los padres al no poder cuidarlos. Aún en este periodo de transición de la democracia chilena, era un hecho que la legislación de menores contemplaba menos derechos para los niños en conflicto con la ley que para los adultos, y empleaba con extrema amplitud el método punitivo de la detención como forma de control social de los niños que desarrollan diversas formas de sobrevivencia. 


En el año 1990, la cantidad de menores ingresados al sistema por conflicto con la ley fue de 19.924. De ese total, fueron ingresados a cárceles de adultos (sección menores) 8.235. De acuerdo a los datos del SENAME, durante el año 1990, el 62% de los niños que estuvieron privados de libertad en sección de menores en los recintos de adultos estaban a la espera del pronunciamiento sobre su discernimiento. El hecho de que el 70% de las declaraciones en el primer semestre de 1991 hayan sido “sin discernimiento” hizo sospechar que, en los hechos, esta figura se utilizaba por el sistema de menores como una aplicación de castigo por ciertos períodos de tiempo, con independencia de lo que se resolviera en definitiva y de los procesos de reinserción social que se pudieran desplegar.(posteriormente, se determinó que el tramite de discernimiento no podía demorar más de 15 días
). Así, a trastes de la Ley 19.221, en 1993, se uniformó en 18 años la mayoría de edad para todos los efectos legales. En Octubre del año 1994, se dictó la Ley 19.343, más conocida como “ley de erradicación de niños de las cárceles de adultos”, y que representó una de las principales modificaciones al sistema de justicia juvenil en la década del 90’. Entre otras cosas, se definieron como centros de detención y privación de libertad de menores a 4 tipos de lugares:  a) Los Centros de Observación y Diagnóstico (COD), b) los Centros de Trato Directo (CTD), c) los Centros de Rehabilitación Conductual (CERECO) y, d) la Sección de Menores en las cárceles de adultos.


A nuestro entender, pese a que se inició en este periodo un proceso de modernización del Estado, distinto a la dinámica jibarizadora de los años 80’, la descentralización se transformó más bien en la extensión de los tentáculos del poder central, los cuales hasta el día de hoy condicionan el diseño e implementación de políticas públicas de criminalidad juvenil. En este contexto, se generaron innovaciones de las políticas públicas en distintos ámbitos, las cuales de una u otra forma pretendieron abordar la delincuencia juvenil desde una perspectiva integradora. Este fue el caso, por ejemplo, del nuevo tratamiento jurídico que se le otorgó a la filiación, el cual establecía categorías jurídicas para los menores en relación con la existencia o inexistencia del vínculo matrimonial entre el padre y la madre, y al reconocimiento legal del hijo por parte de los padres
. 

Dentro de un contexto en que la transición política hacia la democracia se ha restituido de manera imperfecta, se generaron variados cambios institucionales que situaron en una nueva etapa al Estado Chileno. Así, a partir del año 2000 el Servicio Nacional de Menores comenzó una reestructuración fundamental al separar las vías de protección y de responsabilidad penal juvenil, quedando los Centros de Rehabilitación por Infracción a la Ley en manos del Estado (Administraciones Directas) y traspasando al área privada los centros de protección. Así, empieza a imperar el concepto de los Derechos de los Niños y Adolescentes como elementos intransables frente a la abusiva respuesta del Estado dibujada en la omnipotencia de los jueces de menores. Impera el interés superior del niño, pero ya no desde la perspectiva de un juez, sino de la Convención Internacional de los Derechos del Niño
.


El año 2001, se diseñó la Política Nacional de la Infancia (2001 – 2010) que se convertirá en un instrumento de lineamiento que fijó una postura frente al tema de infancia  e intentó dar cuenta de lo que debería ser una política de infancia en los distintos sectores del aparato público. El proceso en el que se llevó a cabo fue participativo e intersectorial. Mideplan coordinó a los distintos actores que participaron en su elaboración. El Comité Técnico, constituido por representantes de los 22 servicios del Estado que tienen que ver con infancia, elaboró 103 metas para el período de 2004 - 2006. De hecho, éstas se encuentran en proceso de evaluación para cerrar la gestión de este gobierno. La Política Nacional y el Plan de Acción Integrado a favor de la Infancia y la Adolescencia 2001-2010, estableció un nuevo modelo de gestión. Se trató de un sistema institucional en el cual se definieron las atribuciones, responsabilidades y competencias de los agentes institucionales que participaron en ella, como así también los mecanismos a través de los cuales debían operar.

Resulta difícil garantizar el trabajo conjunto y la coordinación intersectorial e interinstitucional de todas las instancias gubernamentales involucradas en la ejecución de políticas de promoción de los derechos y bienestar de la niñez y la adolescencia. Pese a este inconveniente, se estableció en este periodo una instancia para el seguimiento de la Política Nacional, la cual se oficializa con la constitución del Consejo de Ministros para la Infancia y la Adolescencia, a través del Decreto Supremo Nº 114, publicado en el diario oficial el 17 de julio de 2002. Este Consejo está integrado por la Ministra de Planificación,  quien lo preside, más los titulares de Salud, Justicia, Servicio Nacional de la Mujer, Educación y Trabajo y Previsión Social
. Dentro de sus compromisos se encuentra la responsabilidad de informar a la Presidenta de la República, el 14 de agosto de cada año, sobre los avances en el ámbito de los derechos de la infancia y de la adolescencia.


Con fecha 30 de Agosto de 2004, se dicta la Ley Nº 19.968 que da vida a los Tribunales de Familia desapareciendo los Jueces de Menores paulatinamente hasta desaparecer por completo el 31.12.2007 en algunas regiones. Para Iquique esta ley designa a siete jueces que tienen como propósito analizar el tema de la infancia y la familia, mientras que antes era un sólo juez a cargo de todo el tema. Lo único que puede despertar suspicacias es que de los 52 Jueces de Menores que habían en el país, 50 pasaron a ser Jueces de los Tribunales de Familia (se podrían repetir algunos vicios).

Antes de que la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente Nº 20.084
 comenzara su funcionamiento el 08 de junio del 2007, se observan una serie de hitos que permitieron perfilar su diseño e implementación. A partir del año 1999, pueden observarse las primeras modificaciones al sistema tradicional de protección de menores infractores de ley, bajo el mandato de la denominada Reforma Integral al Sistema de Justicia y Protección de Derechos de la Infancia y Adolescencia en Chile
, que en el año 2003 tenía ya consolidado el esquema de separación de vías, por medio de la cual tanto los niños(as) y adolescentes vulnerados en sus derechos, como aquellos inculpados de infringir la ley penal, por primera vez contaron con centros especializados en los que ya no se mezclarían sus problemáticas y se les brindaría atención diferenciada e integral según sus causales de ingreso
. Este es el caso del Centro Arco Iris en la Región de Tarapacá y que se transformó en lo que hoy conocemos como el Centro Iquique.


La nueva legalidad juvenil marcó cambios sustantivos en relación con lo ya existente, por cuanto introdujo algunas modificaciones importantes tales como el fin del examen de discernimiento para los adolescentes mayores de 16 años y menores de 18 años y una rebaja en la edad de responsabilidad penal juvenil, que se determinó a partir de los 14 años. Adicionalmente, se comenzaron a introducir los primeros cambios en el enfoque de la justicia juvenil, pasando de la definición de un sistema tutelar asistencialista a uno que estaría orientado a la promoción de la reinserción social de aquellos jóvenes que han infringido la ley penal y que son condenados a cumplir penas en regímenes cerrados o semicerrados del SENAME
. 


Adicionalmente, se promulgó la ley N 20.191 -publicada en el Diario Oficial, del 2 de junio de 2007- que introduce cambios en la ley 20.084, orientados fundamentalmente a aclarar la aplicación de las penas contenidas en la norma original. Los nuevos conceptos basados en el principio responsabilizador de la justicia para los/las jóvenes, entregaron el marco regulador general para la aplicación de justicia a los/las jóvenes que han cometido delitos y han faltado a la Ley. 

Está determinado, por regla general, que las características de estos sistemas de justicia juvenil que se sustentan en un enfoque de responsabilización, se han establecido sobre la base de tres definidos principios y que requieren de condiciones diferentes a los tradicionales modelos político – institucionales: 

a) Separación absoluta de los canales de protección de la infancia y lo criminal. La justicia juvenil especializada opera dividiendo las funciones asistenciales (proteccionales) del Estado  de aquellas que corresponden a una respuesta penal para infractores/as de ley. 

b) Mínima Intervención Judicial: El ámbito penal es muy específico, trata temas propios de acuerdo con las características del delito cometido por el/la sujeto. En el desarrollo y aplicación de la Ley Juvenil, se deben observar y atender preferentemente como norma obligatoria las Reglas de las Naciones Unidas  para la Protección de los/las Menores Privados/as de Libertad, como asimismo las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil y las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de Justicia de Menores (Establecidas en Beijing).

c) Incorporación de modelos de gestión basados en la calidad y los resultados. En este ámbito, la reestructuración e innovación en materia de políticas públicas orientadas a jóvenes infractores de ley está orientada a una gestión de calidad que permita la reinserción social efectiva de los jóvenes que son condenados a cumplir penas más duras y de mayor privación de libertad, por la peligrosidad juzgada de sus actos (DMCS).


Pese a todos estos avances en materia de derechos, la delincuencia juvenil ha seguido aumentado en número y en agresividad durante los últimos años. Basta analizar las estadísticas. Antes, esporádicamente eran posibles de observar robos con intimidación perpetrados por menores. Por otro lado, antiguamente, los centros de menores se creaban pensando en asilar a niños que requerían protección y que producto de esta marginalidad caían en el delito.  Hoy se han triplicado los delitos cometidos por jóvenes y una de las principales causas es la adicción a la pasta base de cocaína. Así también, los centros juveniles han venido modificando sus orientaciones estratégicas, lógicas de funcionamiento, metodologías de intervención y soportes tecnológicos, humanos, financieros y materiales.

 
Una de las principales preocupaciones para el nuevo modelo que se venía perfilando, estuvo (y está hasta el día de hoy) relacionado con los problemas de consumo problemático de drogas y alcohol en los jóvenes infractores de ley, los tratamientos para la adicción y los procesos de rehabilitación y reinserción social. Cuando las personas mezclan la pasta base y el alcohol, están incrementando el peligro que presenta cada droga y causando, inadvertidamente, una interacción química compleja en el cuerpo. Los investigadores han encontrado que el hígado humano combina la cocaína y el alcohol para fabricar una tercera sustancia, el cocaetileno, que intensifica los efectos eufóricos de la cocaína y aumenta, posiblemente, el riesgo de muerte súbita. 

La persona adicta que tiene su metabolito con cocaetileno, muchas veces destapa los encendedores a gas y se bebe el contenido como una manera de calmar su ansiedad. Existen cuatro casos conocidos de jóvenes (3 hombres y una mujer) en Iquique, entre los 16 y 20 años que murieron por insuficiencia respiratoria por esta causa. El aspirar gas licuado es casi lo mismo que aspirar el gas de los encendedores. Si uno revisa los rucos en donde consumen pasta base los adictos, será posible encontrar encendedores sin la parte de arriba. Este es un tema que pocas personas han atendido y que ha matado a muchos jóvenes.

Los diferentes factores y procesos que inciden sobre la transformación de la institucionalidad de la situación irregular y criminológica de los jóvenes ha experimentado cambios significativos en Chile y la Región de Tarapacá, hasta llegar a lo que hoy reconocemos como la Reforma Integral al Sistema de Justicia y Protección de Derechos de la Infancia y Adolescencia en Chile, que marcará la pauta para las modificaciones en materia de responsabilidad penal juvenil
y el nuevo modelo de atención de jóvenes infractores de ley. Lo que corresponde ahora es analizar los problemas y obstáculos que los sistemas de atención muestran a la luz de los procesos reformistas y los nuevos roles demandados para la institucionalidad del SENAME, que se expresa de manera concreta en la experiencia del Centro Iquique (2007 – 2008).

CAPITULO IV 
Diagnóstico evaluativo del cambio institucional y las políticas públicas para la reinserción social de jóvenes infractores de ley

4.1 Delincuencia juvenil en Chile y la Región de Tarapacá: Características y dinámicas actuales

En este capítulo, nos remitimos a la información empírica y fuentes documentales que seleccionamos, organizamos y re – interpretamos con la intención de bosquejar un diagnóstico evaluativo que diera cuenta de las interrogantes y del problema de estudio planteado. Antes de ingresar al terreno propio de la investigación, esto es, las políticas públicas de reinserción social de jóvenes infractores de ley y el modelo de responsabilidad juvenil que entró en escena en junio de 2007, estimamos pertinente presentar un breve diagnóstico actualizado respecto del fenómeno de la delincuencia juvenil en Chile y la Región de Tarapacá. 

Como una primera aproximación, es preciso trabajar con cautela la información disponible e identificar previamente los obstáculos, limitantes y riesgos inherentes a su manejo. Una de estas dificultades dice relación con la confiabilidad y sentido de las estadísticas que encontramos disponibles
, las cuales pueden responder a una situación distinta a la aparente
. Otras de las dificultades que afecta la construcción de conocimiento a partir de las estadísticas disponibles, dice relación con la escasa confianza de la población para denunciar los actos de victimización que ha experimentado (por temor, por la desconfianza en las instituciones, por la ignorancia en los procedimientos), lo que constituye una “cifra negra” (Dammert, L. 2005: 26). Esta situación produce cierto desconcierto en la utilización de la información ya que las estadísticas no reflejan la real magnitud del fenómeno, por una cuestión principalmente metodológica.

En términos generales, las estadísticas provenientes de fuentes oficiales del Ministerio Público reflejan que el fenómeno de la delincuencia juvenil representa un problema público de la más alta trascendencia. En Chile y la Región de Tarapacá, esta situación se ha tornado evidente en los medios de comunicación y en los discursos de las autoridades políticas. Sólo el año 2008 la delincuencia común en la Región de Tarapacá se incrementó en 9,8% (25.872 denuncias), respecto del año anterior
. Además, esta región posee uno de los niveles más altos de violencia y criminalidad en relación con el resto del país, ocupando el tercer lugar según cifras entregadas por el Ministerio del Interior. No obstante lo anterior y de manera paradójica, en este mismo periodo se observa una baja en los índices de victimización de la población regional
. ¿Qué está pasando, entonces, en esta región? ¿Qué factores están condicionando la emergencia del fenómeno? ¿Cómo la institucionalidad pública se ha hecho cargo de este problema?

En particular, los indicadores nacionales de criminalidad juvenil confirman un aumento sostenido del índice de adolescentes aprehendidos, imputados y condenados entre los años 1990 – 2008
, en relación con la delincuencia ejercida por adultos que muestra un comportamiento similar. Analizando el primer año de implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente (junio 2007 – junio 2008), podemos observar que el 34,3% de las causas contra menores terminó en condena con el nuevo sistema de responsabilidad juvenil, es decir, 9.480 adolescentes fueron efectivamente condenados, de los 27.882 imputados en el periodo junio 2007 – junio 2008. Así, al comparar el número de imputados entre los periodos junio 2006 – junio 2007 y junio 2007 – junio 2008, observaremos un aumento de un 18,5%, lo que se traduce en 4.350 causas adicionales con el nuevo sistema de responsabilidad juvenil
.
Asimismo, en este periodo las estadísticas que lideraron la comisión de delitos de mayor connotación social se relacionaron, principalmente, con la perpetración de robos y hurtos, los cuales se encontraban generalmente asociados al consumo problemático de drogas y al involucramiento de los jóvenes en las redes del narcotráfico. El siguiente cuadro muestra una distribución de la población juvenil nacional que fue imputada en el primer año de la puesta en escena de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente (junio 2007 - junio 2008), de acuerdo a  diferentes delitos que han sido tipificados:
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Mostrando una tendencia similar a la de años anteriores, la información analizada permite afirmar que la delincuencia juvenil se ha concentrado principalmente en el robo y el hurto, siendo el robo de accesorios de vehículos uno de los delitos más recurrentes y uno de los que sustenta las “cifras negras” de denuncia. En la Región de Tarapacá esta situación es particularmente evidente y desconcertante. En coherencia con el tipo de criminalidad ejercida, en el primer año de la puesta en escena de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente (junio 2007 – junio 2008), al conjunto de la población juvenil imputada por tipos de condenas aplicadas fueron, en primer lugar, los servicios a la comunidad, seguido de las sanciones vinculadas a la libertad asistida y las amonestaciones. Las medidas vinculadas más directamente al encierro y los regímenes cerrados / semicerrados (que son los que nos interesa relevar para internarnos en la experiencia del Centro Iquique) alcanzaron un 5,20%, vale decir, 1.450 casos, tal como aparece reflejado en el siguiente ictograma.
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De este modo, parecen atinentes las últimas declaraciones emitidas por el Presidente de la Corte Suprema y el Fiscal Nacional del Ministerio Público en orden a relevar como una prioridad el fenómeno de la delincuencia juvenil para el año 2009, así como la violencia intrafamiliar que se presenta como un problema de alta connotación pública y que tiene consecuencias directas en las conductas anómicas y delictivas de los jóvenes. En este sentido, la generación de una política integral que aborde el fenómeno de la violencia juvenil y de los espacios en que el adolescente “construye personalidad”, representan  preocupaciones centrales, junto con la idea de que la detención, formalización o condena de un adolescente no significan un logro, sino "una derrota en su debida protección y desarrollo integral"
.

En la nueva Región de Tarapacá
, los delitos de jóvenes y adultos entre los años 2007 y 2008 se concentraron, como ha sido la tendencia histórica, en las localidades urbanas de Iquique y Alto Hospicio
. Las comunas rurales presentan indicadores moderados de criminalidad, concentrándose los delitos en las comunas de Colchane, Pica y Pozo Almonte, principalmente. En materia de delincuencia común y victimización, el año 2007 la Comuna de Iquique lideró las estadísticas demostrando un incremento significativo de las tasas de denuncias por delitos de mayor connotación social, siendo un 135% superior al promedio nacional y un 134% si lo comparamos con el resto de la región
. 

Así, la delincuencia juvenil se ha constituido en un problema principalmente de carácter urbano y, en la Región de Tarapacá. La significación estratégica que responde al problema de la delincuencia juvenil queda expresado en el siguiente cuadro que deja en observancia la varianza entre los años 2007 y 2008, en relación con la cantidad de imputados menores de edad
:

CUADRO Nº1. Cantidad  de imputados menores de edad (14-17 

años) ingresados a la Fiscalía Regional de Tarapacá (2007 – 2008)

	COMUNA
	2007
	2008
	% varianza

	ALTO HOSPICIO                                               
	198
	438
	54,8%

	IQUIQUE                                                     
	356
	860
	58,6%

	POZO ALMONTE
	62
	102
	39,2

	Total general
	616
	1.400
	56%


Fuente: Fiscalía Regional de Tarapacá, marzo de 2009

Como podemos apreciar, la cantidad de imputados menores de edad entre los años 2007 y 2008 se ha incrementado considerablemente. En Alto Hospicio el aumento de imputados fue de un 54,8% (240 casos adicionales en el año 2008 respecto de 2007), mientras que en Iquique de un 58,6% (504 casos adicionales) y en Pozo Almonte de un 39,2% (40 casos más). En la localidad de Alto Hospicio, los delitos más recurrentes cometidos por jóvenes fueron: las faltas (84,3%), delitos contra la propiedad (68%), robos (60,6%), lesiones y robos no violentos, particularmente los que dicen relación con robos en lugares no habitados (60,8%)
. De este cuadro general, se ha elevado considerablemente el porcentaje de imputados por el delito de consumo o porte ilegal de drogas, así como de manera preocupante se observa un crecimiento del robo con intimidación y los desórdenes públicos, lo que demuestra que los jóvenes están cada día más osados para cometer infracciones más violentas.

En Iquique pasa algo similar. Los delitos juveniles (imputados) más recurrentes en este periodo fueron: Delitos por ley de drogas (85,7%), desordenes públicos (80%), lesiones (76,6%), robos (56,5%) y hurtos (49,2%). En este sentido, es posible afirmar que el número de jóvenes imputados por delitos de mayor connotación social se incrementó de manera significativa entre los años 2007 y 2008 (51,8%), a excepción de los imputados por homicidios que no registró varianza alguna y que pese a representar un delito de alta sensibilidad, no muestra un comportamiento “alarmante” (ver cuadro siguiente): 

CUADRO Nº2. Jóvenes imputados por DMCS: Alto Hospicio, Iquique y Pozo Almonte (2007 – 2008)

	 TIPO DELITO
 
	2007
	2008
	% Variación

	
	DELITOS
	%
	DELITOS
	%
	

	DELITOS LEY DE DROGAS
	9
	1,28%
	30
	1,96%
	70%

	DELITOS SEXUALES
	14
	2,00%
	18
	1,17%
	22,2%

	HOMICIDIOS
	4
	0,57%
	4
	0,26%
	0%

	HURTOS
	77
	10,98%
	156
	10,18%
	50,6%

	LESIONES
	70
	9,99%
	169
	11,02%
	58,6%

	ROBOS
	112
	15,98%
	216
	14,09%
	48,1%

	Total general
	286
	40,80%
	593
	38,68%
	51,8%


Fuente: Fiscalía Regional de Tarapacá, marzo de 2009

Como se deduce del cuadro anterior, entre los años 2007 y 2008 se produjo una variación significativa del porcentaje de jóvenes imputados por delitos de mayor connotación social (DMCS) en la Región de Tarapacá y una clara tendencia hacia la alza, superando el umbral del 50%. 

Por otro lado, el incremento de jóvenes condenados por delitos de mayor connotación social varió significativamente entre los años 2007 y 2008 en la Región de Tarapacá, siendo un 65,8% superior el año 2008 respecto del año anterior (77 casos más), como lo refleja el siguiente cuadro:

  CUADRO Nº3. Cantidad de jóvenes condenados por delitos de mayor connotación social en la Región de Tarapacá (2007 – 2008)

	LOCALIDAD / Condena
	2007
	2008

	ALTO HOSPICIO                                               
	1
	11

	Sentencia definitiva condenatoria
	1
	11

	IQUIQUE                                                     
	36
	92

	Acoge requerimientos (multa y monitoreo)
	
	4

	Sentencia definitiva absolutoria
	
	1

	Sentencia definitiva condenatoria
	36
	87

	POZO ALMONTE
	1
	8

	Sentencia definitiva condenatoria
	1
	8

	Total general
	38
	111


Fuente: Fiscalía Regional de Tarapacá, marzo de 2009

De este cuadro general, se observa una variación menor en el porcentaje de jóvenes condenados a regímenes cerrados. Mientras el año 2007 el 6,1% de los jóvenes imputados recibió condena en el sistema cerrado / semicerrado, mientras que el año 2008 esta cifra se elevó a 7,9%, evidenciándose una variación del 1,8%.

De esa manera, los énfasis y transformaciones político - institucionales del nuevo sistema de responsabilidad penal juvenil estuvieron asociados a los objetivos de contribuir a la generación de condiciones para la paz social y a un modelo de gestión pública acorde con los nuevos desafíos que impone el contexto nacional e internacional de seguridad pública
. Sin duda, a la luz de los datos proporcionados por fuentes oficiales, la delincuencia juvenil se ha venido incrementando sostenidamente, generándose un debate que cruza el dilema del equilibrio inestable entre las políticas de tolerancia cero y el resguardo de los derechos de los adolescentes, vale decir, entre el fin de la “puerta giratoria” y el principio de “intervención penal mínima”. 

4.2 La Ley de Responsabilidad Penal Adolescente y los pedregosos comienzos de la nueva institucionalidad juvenil

Antes de la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, el sistema judicial y del servicio de menores distinguía a niños/as entre 14 y 16 años inimputables legalmente, y jóvenes entre 16 y 18 años declarados con o sin discernimiento, a los cuales se les podía atribuir cierto grado de responsabilidad penal. En general, los jueces eran reacios a declarar con discernimiento los delitos cometidos por menores, y los que sí lo eran, tendían a aplicárseles medidas y sanciones insignificantes que no contribuían a generar efectos beneficiosos en los procesos de integración social. En ese sentido, dado que el beneficio de volver a delinquir era mayor al costo de hacerlo, y considerando que las falencias de los centros de protección conjugaban tendencias asociadas a la generación de un ambiente de aprendizaje y socialización de conductas delictivas, sólo era posible esperar más violencia y delincuencia juvenil. 

Como hemos visto, aquellos jóvenes que eran declarados con discernimiento
 eran enviados al sistema de justicia criminal adulto o derivados a los Centros de Rehabilitación Conductual (CERECO). Por otro lado, los menores entre 16 y 18 años declarados sin discernimiento quedaban frente a una posición de inimputabilidad ante la ley y dejados rápidamente en libertad. Asimismo, aquellos menores entre 14 y 16 años inimputables legalmente por la fluctuación de sus edades, eran también liberados, salvo casos excepcionales que ingresaban en la categoría de menores en riesgo social
.

Los/as adolescentes que ingresaban a los centros de menores infractores de ley y centros de rehabilitación conductual (CERECO) lo hacían, en una primera etapa, por un periodo de seis meses, en cuyo plazo se les aplicaba un Programa de Intervención Individual (PII) que, en lo medular, estaba organizado mediante un cronograma de actividades
 que era definido por el/la Juez/a de Familia de acuerdo a la evaluación psicosocial. 

Con las modificaciones a la ley 20.084 mediante la publicación de la ley  de responsabilidad juvenil Nº 20.191 en el diario oficial del 02 junio del 2007
, se buscaba acabar con la aplicación de una justicia de corte tutelar, para dar paso a la aplicación de un sistema de justicia juvenil efectivamente garantista de los derechos y responsabilidades de los/as adolescentes, en el marco de un modelo socioeducativo que actuó, desde un comienzo, como referente del proceso de reinserción social y rehabilitación conductual de los menores
. Dentro de ese esquema, la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente quedará introducida como uno de los cuatro objetivos del SENAME para el periodo 2006 – 2010
. 

No obstante lo anterior, las falencias identificadas previamente en vista de la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente obligaron postergar en dos ocasiones su puesta en marcha (2005 y 2006), situación que fue interpretada irónicamente por algunos como el “transantiago judicial”
. El costo político que significaba postergar por tercera vez la implementación de la ley, permitieron levantar el primer diagnóstico que, en lo medular, identificó falta de infraestructura adecuada y disparidad de condiciones de los centros de atención de jóvenes infractores de ley; problemas en el diseño y gestión de los programas de rehabilitación y reinserción social, particularmente en el ámbito de las coordinaciones que deben establecerse con otros agentes institucionales claves; insuficiencia en los procesos de capacitación a los funcionarios acerca del rol del SENAME una vez puesta en marcha la ley de responsabilidad juvenil; asignación de recursos insatisfactoria y desigual entre regiones y componentes
; y, falta de una legislación acorde con la realidad de los/as adolescentes.

En este incierto contexto, el nuevo sistema de responsabilidad juvenil buscó entregar un conjunto amplio de penas y medidas de rehabilitación orientadas a la reinserción social y rehabilitación del joven infractor. La reintegración de los jóvenes infractores de ley en el marco de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente pretendió seguir una lógica distinta a la del sistema criminal adulto, que se basa en un enfoque disuasivo a través de condenas privativas de libertad
. Sin embargo, estas medidas no han demostrado ser lo suficientemente efectivas para mantener un proceso de reinserción sostenido en el tiempo. 

A pocos meses de haber entrado en vigencia la ley de responsabilidad penal juvenil, el incendio que afectó el centro del SENAME ubicado en la ciudad de Puerto Montt, donde murieron 8 internos, dejó al descubierto las importantes falencias y deficiencias del nuevo sistema, comprometiendo la posibilidad de cumplir con calidad y sustentabilidad social uno de los objetivos centrales para el cual fue creado: contribuir a la rehabilitación y reinserción social de los jóvenes que cometen delitos, con condiciones de protección y resguardo de sus derechos. Así, como una manera de paliar los déficit  identificados en los centros de atención directa del SENAME, entre los años 2003 y 2008 el presupuesto destinado para el Programa de Administración Directa creció casi un 60%, tal como lo demuestra el siguiente cuadro:

Cuadro Nº 4.  Presupuesto Nacional Programa de Administración Directa del SENAME

	AÑO
	MM$ 2007

	2003
	18.799

	2004
	19.132

	2005
	21.691

	2006
	26.610

	2007
	33.339

	2008
	32.259


Fuente: DIPRES, 2008.

De forma complementaria, en noviembre del 2007 se observa en el Protocolo de Acuerdo Ley de Presupuestos del Sector Público la incorporación para el año 2008 de un plan y cronograma de implementación del rediseño del Programa de Administración Directa del SENAME, de acuerdo a las recomendaciones de la evaluación realizada en 2007 en el marco del Programa de Evaluación de la Dirección de Presupuestos. Este rediseño consideró la creación de dos programas distintos en el marco de la aplicación de la nueva Ley de Responsabilidad Juvenil: un Programa de Protección de Derechos, que debía ser paulatinamente traspasado a las instituciones colaboradoras y  centrar su accionar en menores de 18 años que han sido vulnerados en sus derechos; y un Programa de Responsabilidad Juvenil, a cargo del SENAME. Adicionalmente, utilizando los mecanismos de flexibilidad presupuestaria con que cuenta el Ejecutivo, durante el año 2008 se destinaron cerca de $4.500 millones de pesos adicionales a lo aportados para implementar un plan especial de reforzamiento en seguridad y profesionalización del SENAME
.

En consecuencia, las modificaciones y creaciones de los sistemas de  responsabilidad penal juvenil han significado una serie de cambios y rearticulaciones del sistema público que han trasuntado en el fin del discernimiento, la ampliación del rango etáreo de imputabilidad de menores, la incorporación de un nuevo sistema de atención directa así como de penas y castigos, basados en la distinción de la gravedad de los delitos. Ciertamente, resulta prematuro determinar el impacto global de las políticas de responsabilidad juvenil y reinserción social, valiéndonos de información vinculada a los factores de reincidencia o enorgulleciéndose de tener actualmente más de 70 mil jóvenes condenados en el ámbito nacional, cuando el sentido de la ley debiera preocuparse de por qué tenemos tantos jóvenes allí o qué están haciendo los jóvenes que cumplen condena en los centros de atención directa del SENAME, en el mayor tiempo de permanencia que pasan actualmente en la institución
. 

En relación con el último punto, los indicadores en el ámbito nacional revelan una mayor permanencia de adolescentes en el subsistema del medio libre (por ejemplo, libertad asistida, libertad asistida especial, trabajo comunitario), en comparación con los subsistemas privativos de libertad (regímenes cerrado y semicerrado). Asimismo, existe una mayor utilización de los regímenes de privación de libertad en los ingresos en comparación con los casos vigentes que permanecen cumpliendo condena o la sustituyen por re-instrucción de los tribunales (ver infografía).
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De acuerdo al informe de la Defensoría Penal Pública
 , 7.254 jóvenes fueron imputados, de los 27.882 ingresados al sistema el año 2008. De éstos, sólo 618 casos tuvieron que cumplir con internación provisoria, es decir, el 8,5%. El resto de los 6.636 casos de jóvenes, correspondientes al 91,5%, se repartió en los otros tipos de sanciones o no tuvo que hacerlo
. Esta situación ha generado cierto grado de excepticismo y percepción de imputabilidad de los menores por parte de la opinión pública, no comprendiéndose el cabal sentido del nuevo sistema de atención de jóvenes infractores de ley y los principios de protección e intervención penal mínima que soportan el nuevo modelo.

En este contexto, la implementación de la ley de responsabilidad juvenil se basará en la versatilidad de un modelo condenatorio conformado por diferentes niveles y grados de encierro y libertad, por los cuales los jóvenes transitan hasta llegar, teóricamente, a la anhelada reinserción social “efectiva”. Sin embargo, los niveles de deserción que manifiestan los procesos de intervención individual en los regímenes semicerrados han sido elevados. No obstante lo anterior, para el caso de los jóvenes condenados a regímenes cerrados, los resultados reflejados en el año y medio que lleva operando en sistema de responsabilidad penal juvenil en Chile demuestran un aumento progresivo de los imputados, de condenados y de tiempos de permanencia de los jóvenes en los sistemas de atención directa del SENAME.  

En consecuencia, los resultados y obstáculos del diseño y gestión de la ley de responsabilidad juvenil en el ámbito nacional dicen relación, fundamentalmente, con las condiciones institucionales que ha generado el nuevo sistema para su funcionamiento, espacio donde se materializan las políticas públicas y las intervenciones hacia los jóvenes infractores de ley. Las cifras que hablan de mayores niveles de imputabilidad y condena reflejan que el problema de la delincuencia juvenil será trascendental de cara a cortar con la reproducción del delito en la vida adulta y contar con un país con personas más integradas e integrales. Desde esa lógica de razonamiento, la adecuada gestión de la ley de responsabilidad juvenil se encuentra supeditada al fortalecimiento del sistema de reinserción social en los centros de atención directa del SENAME y de cómo el modelo de reinserción social es capaz de dialogar del paradigma socioeducativo y alejarse del prototipo carcelario tradicional.

4.3 Institucionalidad y políticas públicas de responsabilidad juvenil en la Región de Tarapacá

Discursos contradictorios entre las autoridades y líderes de opinión pública tienden a enrarecer la discusión sobre el sentido y dirección de las políticas públicas de responsabilidad juvenil. Mientras algunos indican que se trata de un sistema que aboga por mejorar los mecanismos de reinserción social, otros plantean que el sistema fue creado sólo “para adecuarse a la normativa internacional” (Báez, D. 2007). Descifrando los significantes que encontramos en el debate, observamos que los problemas de responsabilidad penal juvenil no se reducen a la insuficiente infraestructura y número de plazas existentes en los centros del SENAME. Los obstáculos han sido variados y, en algunos casos, sustantivos a la hora de proyectar el nuevo sistema de responsabilidad penal juvenil. La integralidad, calidad y sustentabilidad de las intervenciones y políticas públicas diseñadas e implementadas en los últimos años presentan, en consecuencia, diversos reparos.

En este contexto, la institucionalidad pública nacional especializada en el ámbito del tratamiento de adolescentes infractores de ley se constituirá en el nicho de intervenciones acotadas en el campo de la reinserción social y protección de derechos de los adolescentes. En el ámbito regional, la institucionalidad encargada de la situación de los menores infractores de ley se encuentra liderada por la Dirección Regional de Servicio Nacional de Menores y el Centro Iquique en su modelo de atención directa. El SENAME, en tanto servicio público descentralizado, posee un claro componente centralista en el diseño y toma de decisiones, sobre todo aquellas que involucran un carácter político. Esto hace que las políticas públicas regionales de responsabilidad juvenil se encuentren guiadas por las directrices del nivel central, con acotados márgenes para el despliegue de iniciativas locales. 

Poco antes de iniciada la Ley de Responsabilidad Juvenil, la discusión en el ámbito regional se centró en las condiciones de funcionamiento del sistema en su conjunto, particularmente de los centros de internación. En el caso del ex - Centro Arcoiris, se realizaron - una serie de adecuaciones y habilitaciones del recinto, con el objeto de pasar de un modelo de protección de derechos de la infancia a un modelo de responsabilidad juvenil con sentido multi - sancionatorio.

La citada revuelta en el Centro de Atención Directa de Jóvenes Infractores de Ley de Puerto Montt, a dos meses de estrenada la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, también encendió las luces de alertas en la Región de Tarapacá, convocando a los principales actores del SENAME, la SEREMI de Justicia y funcionarios/as y dirigentes gremiales del Centro Iquique, como una medida para prevenir y anticiparse a posibles motines. Sin embargo, los primeros pasos del Centro Iquique estuvieron caracterizados por situaciones y momentos conflictivos que pusieron en jaque al nuevo sistema institucional del centro de atención directa del SENAME, generando el rechazo de la comunidad residencial iquiqueña, dirigentes sociales y vecinos quienes veían vigilantes cómo los cambios reformistas no contemplaban el ordenamiento territorial de la seguridad pública, ni tampoco en los planes reguladores urbanos. 

¿Estaba informada la comunidad de los cambios que implicaría la puesta en escena de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente y del nuevo modelo de atención directa de jóvenes infractores de ley? De acuerdo a la información proporcionada por los dirigentes vecinales del sector, los pobladores no estaban al tanto de los efectos que esta situación podría acarrear para sus vidas, en relación con la “relativa tranquilidad y seguridad que se respiraba en el sector”. En otras palabras, los dirigentes demandan un cambio del recinto a una zona no – residencial ya que, argumentaban, “se están devaluando las propiedades y la calidad de vida de los residentes”
.

Así, la puesta en marcha de la ley de responsabilidad juvenil en la Región de Tarapacá pasó por momentos álgidos y episodios de violencia y rebelión. Entre las fallas de funcionamiento que era posible observar en  el centro de atención directa del SENAME estaban: problemas de infraestructura física para la seguridad interior de los recintos; déficit en materia de programas concretos que le ofrecía el sistema al joven condenado en los centros privativos de libertad; falta de especialización de algunos actores del sistema lo que atenta, hasta en la actualidad, contra la calidad de la justicia que se imparte y la efectividad de los procesos de reinserción social y rehabilitación conductual, particularmente en los casos de jóvenes que presentan consumo problemático de drogas
. 

En este complejo escenario, la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente hará su debut con cifras que no fueron todo lo coherentes con las estimaciones preliminares relativas al comportamiento del fenómeno de la delincuencia juvenil en Chile y la Región de Tarapacá. El siguiente cuadro muestra un resumen de los delitos condenados y casos de jóvenes ingresados a los centros de atención directa del SENAME en los ámbitos regional y nacional, en el marco de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente durante el periodo 2007 - 2008: 

CUADRO Nº5. Resumen referente a responsabilidad penal  adolescente en Chile y la Región de Tarapacá

08 junio de 2007 – 31 diciembre de 2008

	REGION 
	                     CASOS

	                  DELITOS

	
	INGRESO
	TERMINO
	 TERMINO
	INGRESO
	TERMINO
	% TERMINO

	TARAPACA
	1.495
	1.260
	84,3%
	1.543
	1.311
	85%

	NACIONAL
	83.991
	70.758
	84,2%
	88.046
	75.129
	85,3%


Fuente: SENAME, 2009.

Según cifras generales, la Región de Tarapacá muestra un comportamiento similar al registrado a nivel nacional con respecto al porcentaje de jóvenes que fueron condenados y terminaron condenas en los centros de atención directa del SENAME y en los programas alternativos de cumplimiento de condena en el medio libre durante el año 2008. En este contexto, las políticas de responsabilidad penal adolescente y el nuevo periodo de la reforma marcado con la implementación de la Ley 20.191 tuvieron un efecto en la Región de Tarapacá sobre un total de 1.406 casos de jóvenes imputados por la Fiscalía Regional el año 2008, de los cuales 460 tenían entre 14 y 15 años y 946 entre los 16 y 17 años. De ellos, 83 casos fueron sometidos al régimen de internación provisoria (3,0%).

Por otro lado, como puede deducirse de las estadísticas de criminología juvenil regionales, las políticas de responsabilidad juvenil han hecho frente a una sobredemanda de jóvenes que han sido condenados a cumplir penas en los regímenes cerrados del SENAME. Actualmente, con fecha de corte al 15 de marzo de 2009, existían 48 jóvenes condenados en el Centro Iquique a cumplir penas en los sistemas cerrados y semicerrados. De ellos, 36 pertenecen al sistema cerrado (21 jóvenes  se encuentran en el sistema de internación provisoria y 15 bajo el régimen de cumplimiento de condena) y 11 de los 12 que pertenecían al régimen semicerrado se fugaron, por lo cual son 37 internos los que cumplen condena efectiva en dicho centro juvenil.

Desde el punto de vista de la organización regional, la nueva institucionalidad de atención de menores  no varió significativamente e, incluso, hubo que reforzarla una vez puesto en escena el modelo en el Centro Iquique
. Así, la estructura organizacional regional del SENAME no varió sustancialmente y siguió conformada por la Dirección Regional, de quien depende la Coordinación Técnica de las diferentes unidades entre las que se encuentra la Unidad de Responsabilidad Juvenil que, a su vez, está conformada por la supervisión técnica de los programas que desarrollan un grupo de profesionales y técnicos del Centro. A esta figura se le agregó la activa presencia de Gendarmería de Chile, un actor que se le ha tildado como de “externo”, pero que mantiene una fuerte asistencia en los centros de atención directa del SENAME. 

Es necesario recordar, además, que las políticas de responsabilidad juvenil que posibilitaron la conformación de la actual institucionalidad pública y el diseño de “ofertas programáticas para infractores de ley con acento en la reinserción social” (SENAME, 2007), incorporaron el principio de la libertad en el diseño y aplicación de los modelos punitivos que se encuentran vinculados a las tipificaciones penales de los delitos cometidos por adolescentes. Bajo esa óptica, el principio de intervención penal mínima que caracteriza al nuevo sistema de responsabilidad juvenil y que se basa en la aplicación de distintos tipos de castigos, ha sido interpretado por algunos críticos como un sistema garantista de cuasi – impunidad
. Al respecto, parlamentarios de la Región de Tarapacá reconocieron desde un comienzo falencias en esta materia, las que combinadas con connotaciones ideológicas neoconservaduristas representan un contrasentido de lo que se esperaba que la ley hiciese, es decir, “doblegar”, “segregar”, “recluir”, “encerrar” y “castigar” a aquellos jóvenes que hubiesen cometido delitos de mayor connotación social
.

Cabe reconocer que las políticas de responsabilidad juvenil se encuentran soportadas bajo el alero de una red de instituciones público – privadas que operan bajo una dinámica regional de carácter fragmentario en relación con los procesos de reinserción social de jóvenes infractores de ley, ya sea en los sistemas cerrados como en los semicerrados. No sólo la coordinación interinstitucional y una gestión territorial integrada representan ámbitos de acción que son necesarios de potenciar, sino también los convenios de colaboración con organizaciones privadas y sociales de la Región. Esta situación es particularmente sensible en los sistemas semicerrados donde los espacios de libertad son mayores (los jóvenes sólo están obligados a pernoctar en los centros de atención directa del SENAME).

Asimismo, la coordinación interinstitucional en materia de responsabilidad penal adolescente posee un componente discursivo  fuertemente ligado a la agilización de los procesos judiciales que, en la práctica, no necesariamente ha resultado ser así. En efecto, el modelo político administrativo que exige una gestión territorialmente integrada en lo judicial no ha resultado ser precisamente una instancia de sincronismos. Se cuestiona, por ejemplo, la correspondencia que debiese existir entre las medidas judiciales y la capacidad de los centros de atención de menores, ya que, como queda reflejado en las entrevistas:

  “No todos los jueces actuaron de la misma forma, es decir nosotros (Centro Iquique) se suponía que íbamos a trabajar con un número bajo de jóvenes y fue, muy por el contrario, nos saturamos de jóvenes y de hecho aún nos mantenemos así” (Entrevista a Informante Estratégico Nº3).

Asimismo, el encadenamiento interinstitucional del sistema de justicia no ha sido todo lo ágil y lo resolutivo que se esperaba, ya que, tal como lo observa uno de nuestros entrevistados, los tiempos de resolutividad de la situación de los imputados por delitos han sido más holgados de lo previsto. En este sentido:

“Los jóvenes con esta ley deben esperar que se realice una investigación, luego esperar para que se los lleven a preparación de juicio, o sea el proceso es muy largo y eso frustra a los jóvenes, y esto provoca depresión en los jóvenes, antes era distinto porque tenían 30 días para el discernimiento y ellos sabían que tal día iban a ser condenados o libres. Y no tenían esa angustia que tienen que pasar actualmente que deben esperar 2 a 3 meses.  Incluso tenemos niños que ya llevan un año y aun no se le soluciona su situación” (Entrevista a Informante Estratégico Nº2).

Los ámbitos de coordinación y optimización de políticas sociales en salud y educación también han sido limitadas, situándose muy por debajo de las expectativas cifradas. En general, no se observan grandes transformaciones en estos ámbitos de la rehabilitación y reinserción social de jóvenes infractores de ley que se encuentran bajo la tutela del sistema cerrado de atención.  La excepción a la regla, probablemente sea la puesta en escena de las Garantías Explícitas en Salud (GES), sistema en el cual es posible cubrir algunos tratamientos para la rehabilitación de jóvenes con consumo problemático de drogas, no obstante quede esta situación sujeta a la ‘voluntad’ del individuo de seguir su tratamiento.

En consecuencia, la institucionalidad y políticas públicas de responsabilidad juvenil en la Región de Tarapacá se han caracterizado por reproducir las carencias y debilidades de un esquema institucional nacional que ha demostrado avances importantes en el diseño de la judicialización y gestión pública para abordar la situación de los jóvenes infractores de ley pero que, en la práctica, no ha contado con los recursos humanos, financieros, materiales y tecnológicos necesarios para implementar la reforma al paradigma clásico de atención de menores. De esta forma, en este año y medio de implementada la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, los resultados vinculados con el incremento del número de jóvenes imputados no se ha correlacionado con las disposiciones de los sistemas cerrados para recibirlos en condiciones que permitan garantizar la protección de sus derechos y las oportunidades para un proceso de reinserción social efectivo. 

En el siguiente punto, profundizaremos estos elementos y relevaremos los aspectos principales que ordenaron la discusión y permitieron la elaboración de un diagnóstico evaluativo general de las políticas de responsabilidad juvenil, así como del rol de los sistemas de atención cerrados y semicerrados.

4.4 Procesos de reinserción social en el marco de las políticas públicas de responsabilidad juvenil implementadas en la Región de Tarapacá 

Ya hemos adelantado algunos elementos que forman parte del diagnóstico descriptivo – evaluativo respecto del diseño, gestión y seguimiento de las políticas de responsabilidad juvenil que se han venido implementando en Chile y la Región de Tarapacá, hasta llegar al actual escenario que está informado por la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente a partir del 08 de junio de 2007. 

Si bien nuestro análisis se centró en el periodo junio 2007 – diciembre 2008, nuestro trabajo se enfocó a reconocer los procesos que marcan la historia política y social de los principales cambios que han impulsado la implementación de la ley de responsabilidad y los desafíos existentes en materia de reinserción social y de un sistema de atención que no sólo proteja sino que, además, promueva la integración social, educativa, familiar y laboral de los jóvenes. Con estos antecedentes, creemos que estamos en condiciones de identificar las principales fortalezas, debilidades, amenazas y oportunidades que presenta la incipiente puesta en marcha de la ley de responsabilidad penal adolescente, a modo de esbozo de una evaluación acotada a los mencionados campos espaciales y temporales.

De este modo, el análisis FODA se complementa con el diagnóstico descriptivo – evaluativo general, centrando su atención en el accionar del Centro Iquique y los procesos de reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley que han sido condenados a cumplir penas en los sistemas  cerrado / semicerrado. Como lo hemos adelantado, el análisis incorpora información de actores estratégicos y recopilación formal de antecedentes existentes en instituciones regionales (Fiscalía Regional de Tarapacá, Dirección Regional de Gendarmería de Chile, Coordinación Regional de Seguridad Pública del Ministerio del Interior, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile) y documentos bibliográficos que permiten ir un paso más allá del diagnóstico organizacional del Centro Iquique, recogiendo de manera pautada información relativa a un conjunto de inquietudes que se desprenden de las preguntas de investigación principales.

En cuanto a los procesos de reinserción social que se diseñan y gestan en el marco de las políticas públicas de responsabilidad juvenil implementadas en la Región de Tarapacá, lo primero que es posible observar es que la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente ha generado un impacto en la conciencia de los ciudadanos que se vincula directamente con los efectos simbólicos que proyectan estas iniciativas, en relación con la permisividad o restricción del sistema de seguridad pública que promueven las políticas fiscales. En este sentido, el efecto simbólico y práctico se demuestra en la internalización de nuevas pautas de comportamiento por parte de los jóvenes infractores de ley que, en el caso del Centro Iquique, ha contribuido a que los jóvenes se hagan “más responsables de sus actos”, le tomen el “peso a las cosas” y sepan que con una simple “pataleta” no cambiará su futuro legal y más bien tendrán que seguir cumpliendo su condena (Entrevista Informante Estratégico Nº2).

Vista la implementación de la ley de responsabilidad penal adolescente como una fortaleza simbólica del sistema de seguridad pública del Estado, existen otros aspectos que son dables de considerar en relación con los aspectos sancionatorios y los procesos de reinserción social que se gestan en la realidad local, que es lo que nos interesa profundizar de aquí en adelante. Desde este punto de vista, es posible observar que la ley de responsabilidad penal adolescente, por primera vez en la historia nacional, declara un tratamiento directo y decidido sobre la delincuencia juvenil, con políticas de reinserción social que se sustentan en la protección de derechos, la igualdad de oportunidades y la integración social. No obstante, una de las debilidades de esta iniciativa dice relación con la falta de pertinencia en los criterios de aplicación del código penal de adultos para tipificar y administrar las sanciones para jóvenes infractores de ley.

En el ámbito regional, las políticas de responsabilidad juvenil han combinado estrategias de coacción directas con el resguardo de las garantías mínimas para las libertades individuales y la protección de los derechos de los/as adolescentes. Por un lado, inversiones en infraestructura pública, cámaras de vigilancias y un decidido ataque policiaco al microtráfico, poseen claramente un carácter represivo – coactivo y rememoran las políticas de tolerancia cero
. Por otro lado, se han venido generando instancias aperturistas que comprenden el fortalecimiento de los factores protectores, la lógica socioconstructivista de los procesos de reinserción social y la garantía de los derechos sociales básicos de los/as jóvenes.

Ante las ineficiencias de gestión estatal que podamos observar en este incipiente camino que ha recorrido la ley de responsabilidad penal adolescente, en relación con el fin último de reinsertar en la sociedad a los jóvenes que cometen delitos, un aspecto que vale la pena considerar es la exigua participación de las organizaciones privadas y sociales (a través, por ejemplo,  de sistemas subvencionados que puedan externalizar las intervenciones como sucede con el sistema carcelario adulto) en el ámbito de la reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley que cumplen condena en los sistemas cerrados del SENAME
. En el ámbito regional, se observa una fragmentación de la red de protección social que existe más allá del ámbito de lo público y un atomismo que se manifiesta en el trabajo de organizaciones que promueven la religión como salvación, hasta instancias que ven como alternativas el deporte o la reconstitución de las relaciones sociales mediante terapias de autoayuda grupales.  

La coyuntura de los procesos de instalación de la reforma al sistema de atención y protección de menores, así como de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, dejan en observancia que el debate sobre la seguridad de los centros de atención directa del SENAME es algo necesario de replantearse dado que la activa presencia de Gendarmería en los recintos estaría distorsionando, a juicio de algunos expertos, los principios acordados en la Convención Internacional de los Derechos del Niño, particularmente aquellos que dicen relación con la eliminación de la violencia simbólica que ejerce el Estado a través de la presencia de sus organismos represores. 

El manejo de jóvenes internos con desórdenes conductuales no es un tema fácil (Díaz, C. 2001) y la experiencia del sistema público en su tratamiento directo es relativamente incipiente. En este escenario, no sorprende que las posibilidades de motines, rebeliones internas o fugas se encuentren latentes. No obstante, un dato que llama a la reflexión es la cantidad de intentos de fuga y desórdenes que entre junio de 2007 y diciembre de 2008 se produjeron en el Centro Iquique, generándose un estado de alarma permanente en la comunidad residencial iquiqueña que colinda con el sector donde se encuentran apostadas las instalaciones de dicho Centro. De la primera situación, se instruyó un sumario interno para determinar las circunstancias en que se gestó la fuga de cinco jóvenes que estaban en el Centro Iquique, tres de los cuales fueron posteriormente recapturados
.

El sentido de los aspectos de la seguridad de los recintos se condice con la amenaza de la carcelarización del sistema de atención directa del SENAME, colocando en un segundo plano el debate relativo a los procesos de reinserción social y la importancia de fortalecer aún más el sistema socioeducativo. Así lo demuestran las dinámicas que se observan desde el inicio de la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente en la Región de Tarapacá, donde el énfasis comunicacional y las principales tensiones estuvieron enfocados en los aspectos de seguridad interior y exterior al Centro Iquique, derrumbándose el imaginario de lo que se concebía como una de las cárceles modelo del país
. 

La sobredemanda de jóvenes que fueron a parar a los centros juveniles –y que hasta el día de hoy se manifiesta como una dinámica preocupante-, generó la sensación de colapso del sistema. En el caso del Centro Iquique, así como experiencias en otras regiones del país (Metropolitana, O’higgins, El Maule) la cobertura del sistema cerrado / semicerrado del SENAME no resistió la arremetida de jóvenes que llegaron a cumplir condena a los centros de atención directa, una vez puesta en vigencia la nueva ley. Esta situación afectó el sentido y los resultados que pudieran obtenerse del proceso de reinserción social, ya que el hacinamiento y los desórdenes controlados al interior de los recintos no resistían aprobación alguna
. 

En términos prácticos, no se dio la participación activa y coordinada que se esperaba de las diferentes instituciones con pertinencia en la promoción de la reinserción social y rehabilitación conductual de los jóvenes que cumplen condena en el Centro Iquique. En este sentido, no se observan, por ejemplo, iniciativas de promoción de la salud para reforzar los factores protectores de corte psicosocial de los menores y sus familias. Tampoco se observan iniciativas de tratamientos de rehabilitación de drogas (CONACE), ni una integración efectiva de los jóvenes al mundo educativo formal, salvo casos excepcionales como el de internos que han tenido la posibilidad de rendir la PSU e ingresar a la universidad. Sin duda, el bien escaso de la coordinación interinstitucional constituye una debilidad en el ámbito de la gestión de políticas de responsabilidad juvenil y reinserción social. No obstante aquello, esta situación es posible concebirla como una ‘oportunidad’ para el mejoramiento de la operatoria del sistema en su conjunto, de cara a la concreción de intervenciones sustantivas, eficaces y sustentables basadas en la integralidad y la calidad de la gestión interinstitucional de las políticas sociales en la Región de Tarapacá.

Un aspecto clave que actualmente dificulta el proceso de reinserción social y rehabilitación conductual de los jóvenes infractores de ley que cumplen condenas en el Centro Iquique, se relaciona con la inexistencia de instrumentos para la rehabilitación de los/as internos/as en  consumo problemático de drogas, como asimismo la Ley que establece que al interior de los centros funcionará una escuela pública para educación formal, situación que hasta el día de hoy no acontece. En relación con el tema drogas, la prevalencia entre delito y consumo problemático de drogas en adolescentes queda demostrada con los registros del Centro Iquique, donde entre los años 2007 y 2008, del 100% de jóvenes condenados al sistema cerrado, más de un 85% habían cometido delitos bajo la influencia de las drogas. En este ámbito, la oferta programática de CONACE en la Región de Tarapacá no se conecta directamente con la labor que se realiza en los centros de atención directa del SENAME, ni con las familias de los internos que poseen consumo problemático de drogas.

En este contexto, el análisis de la efectividad de las políticas de responsabilidad juvenil y reinserción social de los adolescentes pertenecientes al Centro Iquique, no puede tener como única medida de juicio aquella información relativa a las tasas de reincidencia. Si bien los indicadores sobre reingresos se registran y se correlacionan, éstos no poseen una perspectiva histórica de mediano alcance que permita evaluar la efectividad de los procesos de reinserción social a partir de la puesta en escena de la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil. Sin embargo, si observamos el periodo 2003 – 2008 (momento en que se comienzan a aplicar las primeras medidas y criterios para el tratamiento directo de la delincuencia juvenil) es posible observar una tasa de reingresos relativamente baja, lo que no quiere decir que el modelo socioeducativo de reinserción social se encuentre consolidado y sin reparos. 

¿Qué hace que los tratamientos e intervenciones tengan efectividad en un caso y no en otro? Ciertamente las trayectorias de vida y los grados de adhesión a conductas o patrones delictivos son fuente de la diversidad de cada caso. Con todo esto, es posible percibir que si bien la incorporación del paradigma socioeducativo representa una fortaleza para el diseño de las políticas de responsabilidad juvenil y los programas de reinserción social, las condiciones socioinstitucionales del sistema de responsabilidad juvenil nacional y regional están aún en proceso de construcción y no han permitido la consolidación de estrategias socioeducativas permanentes en el tiempo. Los obstáculos y factores deficitarios del modelo socioeducativo, situación que será tratada en el siguiente capítulo, nos permitirá profundizar los aspectos relativos al proceso de reinserción social  de los jóvenes infractores de ley que cumplen condenas en el Centro Iquique y adentrarnos en nuestro planteamiento inicial.

CAPITULO V. 
El Centro  Iquique y el modelo de responsabilidad juvenil: Obstáculos para la integración social de jóvenes infractores de ley

5.1 Condiciones y debilidades institucionales del Centro Iquique: La visión de los actores partícipes

Como prisma general, la discusión si las políticas sociales deben ser universalistas o focalizadas (particularistas) creemos que aún no está sanjada, dado que tropezamos con un proceso de modernización del Estado inconcluso, que arrastra la deuda histórica de las desigualdades sociales, el centralismo, el paternalismo y las bases culturales e históricas del asistencialismo. Desde este punto de vista, más allá de las precisiones tecno-jurídicas de la ley de responsabilidad penal juvenil, el sistema institucional que se ha creado constituye un avance con respecto al anterior modelo asistencialista tutelar que se practicaba anteriormente en los centros de menores, como Arco Iris. 

Actualmente, el Centro Iquique cumple dos grandes funciones. Por un lado, con la reforma al sistema judicial de menores y el diseño de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, el ex Centro Arco Iris pasó a constituirse en un centro cerrado (internación provisoria y cumplimiento de condena) y, a la vez, semicerrado. Como hemos evidenciado en la situación nacional, los inicios de la reforma y el sistema de responsabilidad juvenil que estaba en carpeta, y que demoró un par de años hasta su implementación, no estuvo exento de obstáculos, particularmente en lo que dice relación con los supuestos y proyecciones del nuevo modelo, dado que “de acuerdo a los estudios de esta ley hechos por la Universidad de Chile, no se tenían considerado las proporciones de los jóvenes que iban a llegar, las expectativas eran mucho menores a las que comenzamos, es decir, se tenia contemplado por ejemplo que acá iba a entrar un homicida en 5 años, y a la primera semana tuvimos al primer homicida, y dentro de los siguientes meses tuvimos hasta 4 homicidas, todas aquellas aseveraciones que hizo la Universidad de Chile para nada fueron reales” (Entrevista a Informante Estratégico Nº4).

Así, en el Centro Iquique los obstáculos fueron diversos. Uno de ellos, que está relacionado con el punto anterior (supuestos y proyecciones especulativas) dice relación con lo indicativo a la posibilidad real de responder a la sobredemanda de jóvenes condenados con los recursos existentes. Como dejan en observancia los actores partícipes, la planificación y proyecciones de funcionamiento no fueron certeras ya que, en principio, “se dijo que se iba a condenar a última estancia y cuando salió la ley bajaron a todos los jóvenes que ya estaban condenados del sistema antiguo, y esto saturó el centro, y los nuevos jóvenes comenzaron a caer en masa al centro, y en poco tiempo nos vimos hacinados” (Entrevista Informante Estratégico Nº1).

Fue así, entonces, como la nueva ley de responsabilidad penal adolescente no sólo dispuso la atención de los jóvenes condenados a partir de junio de 2007, sino que, además, se produjo un arrastre de jóvenes que cumplían condenas antes de esa fecha, viéndose sobrepasado el sistema en su capacidad física y humana. En este sentido, a juicio de los entrevistados, “los más perjudicados fueron los jóvenes que estaban en el centro con la antigua ley, que salieron libres y que han vuelto al centro con la nueva ley”, encontrándose frente a un sistema completamente diferente (Entrevista a Informante Estratégico Nº2).

A esto último se sumó la insuficiente capacitación del personal, proceso que también se desprende de la dinámica nacional, como vimos en el capítulo anterior. En este sentido, se observa de las entrevistas aplicadas a los actores institucionales del Centro Iquique que “hubo muy poca preparación para el personal que iba a atender a los jóvenes, los cursos no eran para todos, sino que se designaban las personas para algunos cursos, y los que se realizaron no estaban enfocados al trabajo mismo que uno debía ejecutar con los jóvenes. Eran similares pero no concretos” (Entrevista Informante Estratégico Nº1).

Así, la falta de pertinencia y debilidad de los procesos de capacitación funcionaria representa uno de los factores obstaculizadores de base que ha afectado el encadenamiento con otras dinámicas y procesos intrainstitucionales (diseño e implementación de procesos de reinserción social, planes de intervención individual, aplicación de métodos socioeducativos, evaluación ex – post de las intervenciones, entre otros). Esta situación resulta relevante analizarla a la luz de los tipos de intervención juvenil que se diseñan y gestionan, ya que no sólo es preciso atender la complejidad de los cambios institucionales reseñados sino, también, la complejidad de tratar con un “nuevo sujeto de atención”.

Estos nuevos “sujetos de atención”, son jóvenes infractores de ley que, por lo general, han cometido delitos de alta connotación social y son condenados a cumplir sentencias en los centros de atención directa, como los de Iquique. Este resulta ser un elemento que ha metamorfoseado la concepción clásica de los centros juveniles y generado notables controversias en materia de seguridad, pertinencia de los procesos de reinserción social y organización interna de los recintos. Este cambio del paradigma de los centros juveniles al cual aludimos, quedó reflejado en las visiones de los propios actores institucionales, quienes coincidieron en señalar que  “el cambio fue de un día para el otro”. En general, el “trabajo era de protección y de un día para el otro nos cambian los sujetos de atención y los consumidores de drogas ya no son nuestro horizonte. Nos cambia porque el riesgo es mayor, incluso trabajas con jóvenes con un coeficiente intelectual más alto que del que estábamos acostumbrados, son vivaces, inteligentes, tácticos, que saben muy bien lo que están haciendo y es muy complicado. Entonces lo que nos cambia es el sujeto de atención”, observándose un giro en “el panorama de haber trabajado con jóvenes por medidas de protección a trabajar con jóvenes verdaderamente infractores de ley” (Entrevista a Informante Estratégico Nº3).

En este sentido, uno de los obstáculos en cuanto a la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente en el Centro Iquique, se funda en la construcción social de un nuevo sujeto de trato directo, en este caso, jóvenes infractores de ley condenados por la justicia por imputárseles delitos de alta connotación social. Este giro de las políticas públicas ha propiciado un cambio conceptual y de criterios respecto de cómo debe tratárseles a los jóvenes infractores de ley, vinculándolo a un modelo de responsabilización que se propone resguardar sus derechos y protección, pero también hacerlos partícipes y conscientes de sus actos (sujeto de derechos y de deberes). 

Sin desconocer los avances propiciados en materia de responsabilidad penal adolescente en el último tiempo, la experiencia demuestra que al ejercer un trato directo sobre los jóvenes infractores de ley resulta imprescindible contar con las condiciones estructurales mínimas para una adecuada operatoria del sistema.

Asimismo, las particularidades de los jóvenes infractores de ley deben entenderse a la luz de los significados atribuibles a las trayectorias de vida y en su relación con el medio social. Sin embargo, la comprensión del nuevo sujeto de atención, basada en la concepción víctima / victimario, ha generado cierta confusión interna respecto de cómo deben ser atendidos, en definitiva, estos jóvenes. Por ejemplo, se argumenta que “acá uno debe sancionar a los jóvenes por un delito o una acción que ellos cometen o sea se les responsabiliza y al mismo tiempo se le trata como victima, o por el daño, porque son víctimas de una sociedad. Y no se puede tratar como agresor y como víctima, hay que trabajarlo de una sola manera. Por esa razón, al ser un modelo doble vinculante genera un retroceso en un avance terapéutico o de vías de reinserción”.

Esta aparente sumisión de uno de los componentes de los llamado “roles doblemente vinculantes”,  surge del proceso de aprendizaje de la ley de responsabilidad juvenil y de la internalización e interpretación del sentido de la reforma, observándose una disputa tácita entre lo proteccional y lo correccional. En este sentido, lo proteccional tiende a ser interpretado por los actores del sistema como lo asistencial y, en este tipo de razonamiento, quedan finalmente invisibilizados los derechos juveniles. Por ejemplo, se afirma que uno de los desafíos, en este sentido, es que los funcionarios del Centro Iquique entiendan que “estamos haciendo sanciones y que no somos proteccionales”,  y que “no estamos para velar los derechos de los niños, ya que eso es parte del SENAME, y acá atendemos a jóvenes adolescentes”. A consecuencia de lo anterior, las concepciones respecto de las políticas de responsabilidad juvenil y reinserción social tienden a ser reducidas a un conjunto de actos jurídicos – administrativos que no se relacionarían directamente con el campo de acción del SENAME y la situación de “menores”.

 En el análisis de los discursos, se pudieron observar otros elementos que nos parecieron importantes de no soslayar y que aluden a la correspondencia que debiese existir entre las sanciones y las condiciones del nuevo sistema para lograr la igualación de oportunidades y la integración social efectiva de los/as jóvenes internos/as. En este contexto, los aspectos vinculados al diseño y gestión del nuevo modelo de sistemas de atención directa cerrados y semicerrados, así como los problemas surgidos al poco andar de la ley de responsabilidad juvenil en el Centro Iquique, responderían a la falta de organización y planificación del SENAME en su conjunto criticándose fuertemente “la mala organización del servicio a nivel nacional” por “no tener preparación o exigir que se ejecute correctamente la ley” y enviar erróneamente a “los jóvenes infractores de ley a cumplir una condena, con ciertos beneficios a favor de él para la reinserción social y el joven observa que no tiene esas herramientas, y la persona que debe guiar al joven para sacarlo adelante tampoco tiene esa herramienta para poder usarla” (Entrevista a Informante Estratégico Nº1).

Desde el punto de vista de las relaciones adulto – joven, entendidas como relaciones de poder, se establecen vínculos entre funcionarios e internos, así como entre internos con diferentes rangos etareos. De esta relación, particularmente entre el joven y la institución, se observa que el maltrato infantil parece ser una práctica no eliminada en absoluto, tal como lo revela un informe de levantamiento de información sistemática del SENAME, donde se identifica al Centro  Iquique como uno de los casos en cuestión (SENAME, 2008).  Como dato, esta situación implicó la remoción de un alto cargo de Gendarmería en la Región de Tarapacá.

En el sentido antes expuesto, la inclusión de los jóvenes de 18 años que cumplen condena en los centros de atención de carácter cerrado y la falta de distinción o espacios de segregación para que estos jóvenes no se mezclen con los menores de 14 ó 15 años, supone el riesgo de distorsión en el sentido del actual modelo de atención directa
. Los propios actores del sistema se muestran sensibles a esta situación, planteando la inexistencia de espacios adecuados en el Centro Iquique que permitan desarrollar un trabajo metódico, segregado por edades, por género, por perfiles psicosociales y afinidades conductuales (entendidas como habilidades y potencialidades de los jóvenes para una reinserción social efectiva y sustetable en el tiempo). Bajo esta premisa, los entrevistados argumentaron una falta de sentido de realidad de la nueva ley, ya que “no se tuvo la visión de cómo eran los niños”… “A los mayores de 18 años, no hay manera de segregarlos. Siendo mayores, están con los menores y la ley indica que no debe ser así, pero se está haciendo así. Los jóvenes se mezclan en todo, incluso en lo conductual” (Entrevistas a Informantes Estratégicos Nº1 y 2).

Un aspecto organizacional que nos llamó la atención, fue la disconformidad y resistencia de algunos actores institucionales del Centro Iquique (funcionarios, gremio) con respecto a los procesos que se gestaron en torno a los desafíos impugnados para la nueva ley y el modelo de responsabilidad juvenil. Saltan a la vista problemas de gestión pública, enfoques disidentes en torno a las condiciones institucionales y dinámicas comunicacionales y ejecutivas internas indicativas de que los obstáculos en la gestión de políticas públicas se mantendrán mientras no se solucionen los problemas de fondo que presenta la institucionalidad en los ámbitos políticos – administrativos. 

El desencantamiento de los propios actores institucionales respecto de los cambios institucionales vinculados a los aspectos de responsabilidad juvenil y los instrumentos de reinserción social se sustentan sobre la idea de que “como trabajadores se nos mintió mucho con respecto a lo que venia. Nosotros éramos los que no querían que funcionara la ley. Aún siguen tratando de tapar hoyos, que no hay recursos. Nosotros nos preguntamos, si no hay dinero, cómo pretenden que nosotros podamos hacer un trabajo que tenga resultados con un joven en las condiciones con las que llegan al Centro” (Entrevista a Informante Estratégico Nº5).

Lo anterior, pareciera estar fundado en la carencia de procesos participativos para diseñar y consensuar los cambios que se proyectaron y materializaron. Pese a que la participación de los funcionarios del Centro Iquique en el diseño y desarrollo del nuevo modelo de responsabilidad juvenil se ha venido potenciando en el último tiempo, aún sigue presente en el imaginario colectivo la carencia de espacios de consulta e incidencia en la toma de decisiones. Por ejemplo, actualmente se siguen realizando “modificaciones, levantando rejas, nunca se nos tomó la opinión como trabajadores, decir: ¿Ustedes creen que esto puede servir?, siendo que no es gente que viene recién trabajando en el Centro” (Entrevista a Informante Estratégico Nº5).

De esta forma, la coincidencia de los discursos analizados indicaría que la  reorganización que implicó la implementación de la nueva ley, al no basarse en un esquema participativo, trastocó, en definitiva, la cultura organizacional del Centro Iquique y el antiguo esquema de funcionamiento, puesto que “cuando llega la ley, llegó una nueva administración, y todos los funcionarios fueron trasladados a otros sectores del centro y todos quedaron disconformes. Como no funcionó esta nueva administración, todos los funcionarios se frustraron. Y ya no se controlaban cosas importantes, como era el no fumar en la piscina, tener limpieza. Actualmente se han logrado cosas, pero aún falta…” (Entrevista a Informante Estratégico Nº2)

Frente a la pregunta. ¿en qué ha cambiado la institucionalidad y el Centro Iquique (Ex – Arco Iris), si se compara con el antiguo sistema de discernimiento, tutelaje y protección social de menores (antes del 2007)?, los informantes estratégicos relevaron dos elementos. Primero, que el modelo de atención directa de menores ha pasado de un esquema asistencialista a uno proteccional, es decir, antes se trataba a los menores como víctimas de la sociedad y la violencia social, mientras que hoy se los observa como responsables de sus actos. Y, segundo, que el carácter simbólico represivo que refleja la presencia de Gendarmería en los recintos, en la práctica, ha condicionado directamente los procesos de reinserción social, ya que también intervienen e inciden en el desarrollo conductual de los/as internos/as. En este contexto, los actores del sistema que contribuyeron con esta investigación, coincidieron en señalar que “antiguamente la administración era diferente. Trabajaban solo civiles. Actualmente debemos trabajar con Gendarmería, que son los encargados de la conducta. Los jóvenes están más presionados, porque les tienen fobia a los uniformes. Antes los niños se sentían en casa. Ahora es entrar a la cárcel, con allanamientos, castigos más severos, mayor cantidad de normas y sanciones,  en otras palabras los jóvenes están más reacios a la ley” (Entrevista a Informante Estratégico Nº2)

Así, el principio de intervención penal mínima fue un hecho desestimado frente a los aires de inseguridad que se respiraban al interior del Centro Iquique y que obligó, finalmente, a reforzar las medidas de seguridad al interior de los recintos por sobre las necesidades existentes en materia de rehabilitación conductual y reinserción social de los jóvenes.

En resumen, las diferentes barreras identificadas en la aplicación práctica del diseño de la nueva ley de responsabilidad penal juvenil en el Centro Iquique tienen que ver, fundamentalmente, con aspectos relacionados no sólo con el ámbito de la infraestructura física del Centro sino que, también, con el proceso de modernización del Estado y la gestión pública, con la herencia cultural en el desarrollo organizacional de tipo asistencialista y con la coordinación y cooperatividad de las instituciones públicas vinculantes (Salud, Educación, CONACE, Ministerio del Trabajo y Previsión Social). De allí, se visualizan aspectos internos y externos al Centro Iquique que han obstaculizado la implementación del modelo de responsabilidad penal juvenil y que constituyen desafíos por resolver de ahora en adelante. 

Entraremos, a continuación, en un aspecto que reconocemos como medular en los procesos de reinserción social y que supone una especial atención por cuanto el modelo socioeducativo está llamado a convertirse en uno de los pilares centrales de las nuevas políticas de responsabilidad juvenil.

5.2 Dificultades del modelo socioeducativo y los procesos de reinserción social de jóvenes infractores de ley condenados en el Centro Iquique
Tal como lo mencionamos, nos internamos y relevamos el modelo socioeducativo en cuanto simboliza uno de los pilares de las políticas de responsabilidad juvenil y representa la directriz principal para las estrategias de reinserción social que se han venido implementando a partir del año 2003. Sus principios se institucionalizan en el Sistema Nacional de Atención Socioeducativa para Infractores de Ley, viendo a los jóvenes como sujetos de derechos y a los procesos de reinserción social (familiar, laboral, comunitario) como una inversión más que como un gasto. Este modelo se fundamenta en cuatro componentes: responsabilización, reparación, habilitación y rehabilitación social. Además, se postula el trabajo colaborativo de tres dimensiones que son: individual, familiar y sociocomunitario, las cuales tienen sentido directo con la responsabilización y reinserción  social de los jóvenes infractores de ley.   

En el Centro Iquique, el 100% de los jóvenes condenados a permanecer en los sistemas cerrado o semicerrados, está obligado a pasar por programas socioeducativos como los descritos en el Sistema Nacional de Atención Socioeducativa para Infractores de Ley. La construcción del modelo socioeducativo y las condiciones para su existencia han carecido, desde un principio, de acciones simbióticas y coordinadas para una efectiva puesta en marcha de la ley, mermando algunos derechos juveniles ya adquiridos y que con el nuevo sistema se vieron inevitablemente transformados. En ese sentido, se advierte en el caso particular del Centro Iquique que “cuando comenzó la ley, días antes no estaba preparado este centro, con respecto a la conformidad de los talleres. No estaba predispuesta la escuela, ni los talleres prelabórales, y algunos jóvenes perdieron sus beneficios que la antigua ley les había entregado. Y, además, existieron muchos cambios y eso nos trunco” (Entrevista  a Informante Estratégico Nº1)

Recurriendo al perfil de los jóvenes que actualmente cumplen condena en el Centro Iquique, podemos observar que en el régimen cerrado (internación provisoria y cumplimiento de condena) un 25% de los jóvenes estaba cursando el primer ciclo de enseñanza básica (1 – 4º Básico), un 58,3% lo hacía en el segundo ciclo básico (5 – 8º Básico) y un 16,7% estaba en enseñanza media. De ellos, la mayoría presenta una condena significativa (2 años y más) y no había trabajado antes, en un empleo formal permanente o temporal. Sin embargo, la mayoría había tenido una experiencia laboral fallida y con grandes dificultades para desarrollar su “vocación”, quedando proclives a la generación de resentimientos y frustración. 
En general, esta descripción representa un cuadro global que se nutre de aspectos cualitativos que llevan a planteamientos que rescatan el sentido que construyen los jóvenes con sus experiencias particulares. En este ámbito, no hay  un solo perfil de compromiso y, según el tipo de trayectoria de vida de los menores del Centro Iquique, habría diferentes formas de interacción entre factores que inciden sobre la generación de delincuencia juvenil como: deterioro de la calidad de las relaciones familiares, interacción con pares comprometidos en conductas delictivas, relación conflictiva con la escuela y procesos de violencia y estigmatización escolar, desempeño en trabajos informales, factores alterados de la personalidad, experiencia de ingreso temprano a la red de control social formal (reincidencias), entre las más importantes.

El modelo socioeducativo y, en particular, la capacitación técnica pre-laboral y de nivelación escolar representan herramientas recurrentemente utilizadas en los procesos de reinserción social y rehabilitación conductual de adolescentes. En este sentido, la innovación, de acuerdo a la percepción de los actores institucionales, estaría marcada por la obligatoriedad de los procesos de reescolarización y capacitación, de acuerdo a la aplicación del Plan de intervención Individual que lo define
.  En el Centro Iquique “actualmente existe una reescolarización para aquellos jóvenes que lo necesitan. En el modelo anterior no existía esto, no era algo que estuviese constituido, se agotaban los medios. Ahora los jóvenes regularizan sus estudios, trabajamos con INJUV, y realmente los jóvenes reciben su documentación, antiguamente no lo teníamos y no era obligatorio, los jóvenes si querían iban. Ahora no, dentro del plan de intervención -cualquiera sea su condena- el joven debe asistir a clases, deben asistir a los talleres preelabórales, debe ser participativo, de lo contrario va contra de él y no puede acceder a beneficios (Entrevista a Informante Estratégico Nº3).    

Valorando los avances que se han gestado en estas materias, resulta prudente no dejar de considerar que el atraso y las insuficiencias en las condiciones de funcionamiento del nuevo modelo socioeducativo para sistemas cerrados se convirtieron en fantasmas que afectaron de manera importante los procesos de reinserción social de los jóvenes y, por ende, los derechos de los cuales eran sujetos. No sólo los talleres pre-laborales se vieron afectados por esta situación, también las clínicas de corta estadía, que iban a estar a cargo del CONACE y que hasta el día de hoy está presente como una de las “deudas del sistema”. En este sentido, “faltó mucho personal profesional como un sicólogo clínico,  un encargado de redes, y no había nada. Esta ley se tiro sin preguntar si es que el centro estaba preparado para esto, y el centro no estaba preparado para recibir a estos jóvenes.  Este centro se comenzó a llenar, la infraestructura no era la adecuada, los cuartos eran pocos y muy pequeños. Igualmente según la ley iba haber una escuela y una clínica de corta estadía, la clínica estaba pero se encontraba en malas condiciones, no estaba el personal, y esto fue un atraso para los mismos jóvenes, ya que la mayoría eran consumidores de drogas y no teníamos la clínica para realizar un tratamiento de desintoxicación y todos estos obstáculos debimos asumirlos nosotros (Entrevista a Informante Estratégico Nº2).
Así, los informantes estratégicos, en general, concluyen que no estaban dadas las condiciones para el funcionamiento del Centro Iquique de acuerdo a las directrices que entregaba la nueva ley para los procesos de reinserción social. A la secundarización del modelo socioeducativo, se sumó la falta de profesionales especialistas, problemas de planificación, escaso nivel de coordinación interinstitucional y una notoria percepción de ausencia de procesos participativos con la comunidad y los actores que tendrían que sobrellevar, finalmente, estos complejos cambios institucionales. Hasta el día de hoy, estos factores obstaculizadores siguen presentes en la realidad del Centro Iquique. Dentro de este complejo escenario, la construcción del nuevo modelo socioeducativo de responsabilidad juvenil en el Centro Iquique se encuentra en un estado de transición hacia el mejoramiento de los aspectos deficitarios que han marcado el inicio de la ley de responsabilidad juvenil y los desafíos para futuro.

Por otro lado, los efectos de los deficientes procesos de capacitación funcionaria no se han dejado esperar tampoco en el ámbito de implementación del modelo socioeducativo en el Centro Iquique. El aprendizaje selectivo basado en la entrega de los contenidos universales de la ley de responsabilidad juvenil, con escasa pertinencia en las labores funcionarias, no han sido elementos suficientes para conformar una masa crítica que permita vincular el modelo socioeducativo con la realidad de los internos, sus trayectorias y expectativas de autosuperación. En este sentido, se observa desconocimiento respecto de la utilización del mejor método para aplicar adecuadamente el modelo socioeducativo, con estándares de calidad reconocidos y validados
. No hay parámetros de medición respecto de la efectividad del modelo socioeducativo (salvo datos aislados que registran aquellos casos “exitosos”) y los sistemas de información difícilmente tienen la capacidad de correlacionar de manera sólida la aplicación de estas iniciativas con los resultados finales del proceso de reinserción social de los jóvenes infractores de ley.

Asimismo, el carácter histórico ligado a la racionalidad del encierro y el castigo ha dificultado el desarrollo de estrategias socioeducativas basadas en un proceso de resocialización significativa que trascienda la mirada de corto plazo. Esta situación se hace más evidente en la etapa de monitoreo y acompañamiento de los jóvenes al momento en que éstos deben reinsertarse socialmente (etapa postegreso). Sin una capacidad de otorgarle sustentabilidad a las iniciativas socioeducativas, los esfuerzos e inversiones en este ámbito tienden muchas veces a disiparse, estancarse o retrotraerse.  

En consecuencia y ligado al punto anterior, pese a los avances que se han realizado en el último tiempo
, entre los principales desafíos que los actores institucionales perciben y relevan para el modelo socioeducativo, se cuentan:

· “Que existan mayor cantidad de recursos para talleres y eso depende de la institución SENAME”. En este punto se destaca el contar con “infraestructura necesaria” y “recursos para realizar talleres” pre-laborales y, particularmente, de educación, ya que representa una instancia “exigida por los jóvenes que no saben escribir o leer”.

· Subvencionar y aumentar el número de horas de clases que semanalmente reciben los jóvenes del Centro Iquique, situación que depende del Ministerio de Educación y los recursos económicos para su realización
.

· Que la clínica funcione para rehabilitar a los jóvenes con adicción a las drogas, de manera complementaria a la aplicación del modelo socioeducativo y con el propósito final de producir un impacto significativo en los grupos objetivos. 

Así, el modelo socieducativo que se ha venido aplicando en el Centro Iquique requiere no sólo cambios físicos y materiales sino, por sobre todo, una transformación cultural de los sistemas de atención directa de jóvenes infractores de ley que se encuentre no sólo adscrita al diseño de políticas públicas sino que, además, a las condiciones organizacionales internas y al capital humano existente. Esto supone concebir las políticas de seguridad pública como orientaciones estratégicas de las políticas sociales (Dammert, 2005) o, al menos, propiciar su articulación a partir de los lineamientos estratégicos del desarrollo regional
.  

En síntesis, la identidad cultural de la nueva organización del sistema de responsabilidad juvenil resalta como un concepto que también tiene cabida en los complejos procesos de transformación de las políticas juveniles y representa el motor que, finalmente, puede mejorar la calidad de los dispositivos socioeducativos de atención e intervención directas. Así, desde la perspectiva cualitativa de los actores institucionales, uno de los retos principales en esta materia dice relación con transformar la cultura organizacional y la razón práctica del modelo socioeducativo, ya que como observan nuestros informantes estratégicos “en el Centro Iquique, estamos recién preparando el camino para que esta ley funcione. Yo creo que el impacto está a muy larga data. Aún debemos hacer un cambio cultural en la organización que ojalá me gustaría que se disuelva, y que nazca un servicio con un nombre, con características propias de ejecución, que vayamos haciendo y desarrollando cimientos culturales” (Entrevista a Informante Estratégico Nº3).

5.3 Programas de reinserción social de jóvenes infractores de ley: Impactos, eficacia y sustentabilidad de los sistemas cerrados y semicerrados

Los sistemas cerrados y semicerrados de atención directa de jóvenes infractores de ley, más allá de su connotación jurídica, se encuentran atrapados en su propio medio. En efecto, las políticas de responsabilidad juvenil parecen más bien perfilarse como políticas sectoriales, sin el acompañamiento que se espera de actores institucionales claves en el proceso de reinserción social de los jóvenes infractores de ley. Desde una perspectiva integral, la complejidad que implica el tratamiento de la delincuencia infantil desde los programas de prevención, control, promoción y reinserción social requieren, sin duda, de la fluida participación de diferentes actores públicos, privados y sociales de la región para la aplicación de políticas públicas coherentes con las necesidades y los desafíos que impone la puesta en marcha del sistema de responsabilidad penal juvenil.

La cuestión relativa a la creación de más cárceles juveniles, creemos, no representa el eje principal para garantizar la integración social y la paz social. Se espera que las políticas de seguridad pública dialoguen, en especial, con las políticas sociales y se configuren como sistemas equitativos de cooperación (Ebersold, 2000: 03) en torno al proyecto de reinserción social de los jóvenes infractores de ley condenados en centros de menores, como el de Iquique. Las directrices están dadas en la política de responsabilidad juvenil. Sin embargo, en las diferentes dimensiones de operatividad del sistema de responsabilidad juvenil que están presentes en el Centro Iquique, se observa una limitada participación de instituciones públicas claves en el proceso de reinserción social de estos jóvenes. En este contexto, como sucede en otros ámbitos de acción, los programas de reinserción social de jóvenes infractores de ley carecen, en la práctica, de políticas públicas complementarias que permitan el establecimiento de vínculos cooperativos con otras instituciones públicas de la Región, con el objeto de propiciar un trabajo coordinado y con mayor impacto en sus beneficiarios/as.  Para el caso del Centro Iquique, las políticas de rehabilitación y reinserción social de jóvenes infractores de ley parecen ser “deficientes”, esperándose la confluencia de los actores especializados, tal como lo refleja la siguiente cita:

“Las políticas de rehabilitación y con las que nosotros trabajamos son muy deficientes. En este caso, debería hacerse cargo el SENCE como organismo de capacitación y no nosotros, que debemos hacer maravillas para poder lograr tener talleres para los jóvenes. El ministerio de educación debería estar acá entregando respuestas, ya que es un derecho la educación, igualmente el tema de la salud.  Yo creo que acá no se está exigiendo como corresponde a los sistemas y/o organismos que tienen responsabilidad. Falta trabajo en redes y que las políticas públicas sean complementarias” (Entrevista Informante Estratégico Nº5).

Cuando se les preguntó a los actores institucionales respecto de las diferencias entre el actual modelo de responsabilidad juvenil y el modelo anterior de asistencia, protección y tutelaje, nos llamó la atención la distinción que realizan entre asistencialismo y responsabilización, así como la distinción que implícitamente realizan entre conductualismo y contructivismo. Sin embargo,  dos elementos que saltaron a la vista, fueron, en primer lugar, la negación del antiguo modelo conductual y la aparente partida “foja cero” que se percibe con el debut de la ley de responsabilidad penal adolescente. 

En segundo lugar, del análisis de los discursos relativos a la concepción que recrean los actores institucionales respecto de los programas institucionales de reinserción social de jóvenes infractores de ley, se pudo observar la tendencia a separar tajantemente la  niñez de la juventud, desconociendo que esta última representa un estado de transición entre la niñez y la adultez. En consecuencia, los derechos juveniles nuevamente quedan invisibilizados y son percibidos como derechos externos a la labor propia del SENAME, tal como queda reflejado en el siguiente planteamiento:

“El modelo anterior era conductual, son modelos antiguos, que no sirven. Yo creo que el cambio es bueno, igualmente el espíritu de esto tiene sentido, pero tú puedes tener una muy buena bencina pero si se la colocas a una citroneta no te va a servir. Tal ves el modelo es interesante y es mejor de los sistemas que uno contemplaba acerca de la juventud y el adolescente, de hecho nosotros debemos ver sobre los derechos de los jóvenes y no de los niños, SENAME se encarga de eso. Debería existir un servicio limitado hacia la juventud…” (Entrevista Informante Estratégico Nº4).

Lejos de la posibilidad que el SENAME se desprenda de la situación de los jóvenes
, la totalidad de los menores condenados a permanecer internados provisionalmente en los centros de atención directa, se ven obligados a pasar por programas de reinserción social y rehabilitación. En este sentido, se propone un Plan de Intervención Individual que, por lo general, es analizado por el Tribunal Oral en lo Penal, para ser o no validado. Este plan está conformado por un conjunto de acciones socioeducativas destinadas a la reinserción social y rehabilitación de jóvenes infractores de ley, que responden, caso a caso, a la trayectoria individual, al tipo de delito cometido y al tipo de sanción asignada. Estas acciones, indudablemente se encuentran restringidas y limitadas por los obstáculos que hemos venido señalando, negándose el principio del debido proceso que también es aplicable en el ámbito de la reinserción social de los jóvenes infractores de ley. 

Los jóvenes del Centro Iquique pasan por diferentes etapas de intervención en el proceso de reinserción social, situación que es evaluada permanentemente por los equipos técnicos  y que es tomada en consideración una vez que los jóvenes son sometidos al re-dictamen por parte de tribunales (aplicación de beneficios, sustitución de penas, sobreseimiento). El caso de los sistemas cerrados, los jóvenes están obligados a permanecer todo el tiempo bajo la custodia de la institución, por lo que el proceso de reinserción social es permanente en el tiempo, hasta la etapa en que el joven egresa del Centro, o bien  recibe el beneficio de libertad condicional  transitoria
. No obstante aquello, los programas de reinserción social que se han venido implementando en el Centro Iquique dentro del ámbito de las políticas de responsabilidad juvenil, se han visto mermados en su capacidad de responder cabalmente a los desafíos de otorgar una “educación significativa” a los jóvenes condenados a cumplir condenas en sistemas cerrados o semicerrados.

Para el caso de los sistemas semicerrados, la situación es más compleja ya que, tratándose de delitos significativos para los victimarios, los jóvenes sólo están obligados a pernoctar en el Centro Iquique y se encuentran durante el día en libertad realizando algún tipo de tratamiento.  Esta situación ha sido, en no pocas ocasiones, aprovechada por los jóvenes para no retornar y quebrantar las sanciones y los procesos de reinserción social al cual son sujetos. En tanto los sistemas semicerrados, los jóvenes hacen uso de los sistemas abiertos donde, a juicio de CONACE y SENAME, están concentradas las complicaciones al no establecerse de manera fluida los vínculos necesarios con organizaciones privadas (Corporación Esperanza, p. ej.) para desarrollar procesos de reinserción social efectivos y sustentables en el tiempo
.

En ambos casos, pero en especial para los jóvenes que cumplen condena en el sistema cerrado, una de las etapas más sensibles y que requiere una particular atención es la etapa post – intervención. Ciertamente hay un trabajo de preparación con las familias, que en más de un 65% de los casos terminan haciéndose cargo de la última etapa del proceso de reinserción social, es decir, cuando los/as jóvenes vuelven a rehacer sus vidas en sus entornos cotidianos y se ponen en interacción con el medio social. Sin embargo, dadas las actuales condiciones del sistema, difícilmente el sistema de atención de jóvenes infractores de ley puede hacerse cargo de la situación post-egreso y garantizar, en ese sentido, que el proceso de reinserción social sea sustentable en el tiempo y significativamente eficaz. 

En esto último, parece haber una brecha enorme entre el diseño de las políticas públicas y su gestión operacional, dado que se encuentra mencionado el principio del acompañamiento en la etapa post-egreso de los/as jóvenes infractores de ley atendidos en centros del SENAME como el de Iquique, pero no existen los recursos necesarios para implementar dichas acciones y otorgarles sustentabilidad a la labor de integración social que realiza el sistema público. La ley de responsabilidad penal adolescente utiliza como último recurso el sistema cerrado. La idea es que los jueces acreditaran sanciones como multas, llamados de atención, servicio a la comunidad, reparación de daños, etc., para después de todo eso pasar a un sistema cerrado. Pese a esto, la realidad de la Región de Tarapacá muestra que tienden a pasarse “por alto todas esas sanciones anteriores y los jueces llevan a los jóvenes a sistemas cerrados” y aun así la delincuencia juvenil no disminuye, “muy por lo contrario puede que se mantenga o incluso tenga tendencia hacia las alzas“(Entrevista a Informante Estratégico Nº3).
Por último, el escaso seguimiento, monitoreo y acompañamiento de las políticas públicas de reinserción social de jóvenes infractores de ley, pone en duda la eficacia del modelo socioeducativo y la consolidación de los sistemas de atención directa (sistemas cerrados y semicerrados) como instancias para la integración social de los/as jóvenes. En este contexto, generalmente son los padres quienes continúan con este proceso y se hacen cargo de la reinserción social de sus hijos/as en la etapa post-egreso, situación que no queda a menester del Centro Iquique como queda reflejado en esta última cita:


“El problema está en lo que es la reinserción, porque si sale un joven del centro y vuelve a su medio donde la mamá o el papá están presos, se pierde un poco el trabajo que se hace con el joven en el centro, nosotros hacemos un trabajo como de mantención para que el joven deje un poco de fumar y hacerle ver que mediante los estudios puede cambiar su vida. Pero los jóvenes salen del centro y vuelven a la población donde esta todo inserto la droga y vuelven a caer en lo mismo, porque no alcanzan a cruzar el otro tramo que supuestamente deben seguir ellos. La idea es que continúen estudiando y tengan otro lugar para estar, como un hogar, donde se refuerce lo logrado en el centro, ya que no tenemos obligación de hacer un seguimiento luego que salen” (Entrevista a Informante Estratégico Nº5).

5.4 Las reyertas sobre el éxito y el fracaso de las intervenciones 

En este punto, nos disponemos a reflexionar respecto de las visiones del el éxito y el fracaso de las intervenciones que recrean los propios actores beneficiarios de las políticas públicas del actual Centro Iquique. Nos interesó rescatar las visiones del éxito y el fracaso de los procesos de integración social, ambas caras de la moneda respecto de la efectividad, calidad y sustentabilidad de las intervenciones, vinculando sus trayectorias de vida con los programas de reinserción social del SENAME. 

Antes de adentrarnos en las historias de vida de cuatro jóvenes que han pasado por los programas de reinserción social del Centro Iquique, pudimos contrastar las visiones de los diferentes actores institucionales entrevistados, quienes nos compartieron las percepciones respecto de la eficacia, calidad y sustentabilidad de las intervenciones, así como de las expectativas que tienen frente a las dinámicas de los procesos de judicialización de los jóvenes, la protección de sus derechos y los procesos de reinserción social. 

Cuando se les consultó a los entrevistados respecto de qué desafíos tienen por delante los sistemas de reinserción social de jóvenes infractores de ley aplicados en el Centro Iquique, de cara a la disminución de los delitos y la reincidencia en la Región de Tarapacá, se observa, con cierto grado de eufemismo, el desarraigo de la esperanza de que el sistema de responsabilidad juvenil y reinserción social que opera en este Centro contribuya de manera efectiva a la disminución de los delitos juveniles y a la reducción de los niveles colaterales de reincidencia. Los discursos son directos y claros en señalar que “disminución de delitos no creo que vaya haber, o sea siempre van a existir los delitos, sobretodo con la juventud que tenemos”… “Yo creo que los índices de reincidencia de delitos y todos esos temas estadísticos van a bajar con suerte en cinco años más. De hecho, creo que ahora han aumentado” (Entrevista a Informante Estratégico Nº2). 

Así, queda de manifiesto que las expectativas de los actores institucionales soportadas en la relación entre medios y fines presenta dificultades a la hora de diseñar y ejecutar planes de intervención dirigidos a consolidar el modelo socioeducativo y gatillar procesos de reinserción social eficaces, de calidad y sustentables en el tiempo.  Lo anterior, opera como complemento de las medidas de prevención social y situacional del delito en adolescentes en atención a la minimización de la  reincidencia, la disminución en la reproducción de la criminalidad juvenil y el destierro de los vicios del sistema público en materia de integración social significativa de menores infractores de ley.

A partir de este tipo de reflexiones, se yergue cierto escepticismo que afirma que “en un muy poco tiempo nosotros no vamos a dar abasto para recibir a toda la población de jóvenes infractores y eso es un gran desafío, porque la ley esta muy bien presentada y pensada, lo importante es contar con los recursos, para poder implementarla, y lo importante es contar con el profesionalismo de los que trabajamos con los jóvenes, para llevarla a cabo” (Entrevista Informante Estratégico Nº1).

Ya sean interpretadas estas visiones como percepciones realistas o pesimistas sobre de la efectividad de los programas e instrumentos de reinserción social de jóvenes infractores de ley, lo que nos interesa es, dentro de todo, develar los cuestionamientos y el desaliento de los actores institucionales y beneficiarios respecto de cómo ven funcionando este sistema a futuro. Sin duda, el reencantamiento particularmente de los actores institucionales será un desafío ineludible por delante. 

Desde la reflexividad comparativa, rescatamos las historias de vida de cuatro jóvenes infractores de ley que han pasado por el Centro Iquique (Ex – Arco Iris) durante los últimos años, como una manera de acercarnos a los significados que le atribuyen los jóvenes a las experiencias de responsabilidad juvenil y reinserción social, así como por el interés de conocer los diferentes cursos que devienen en los procesos de reinserción social y que se manifiestan como una reyerta entre el éxito y el fracaso de las intervenciones, vale decir, como dos caras de una misma moneda. De esta manera, expondremos los extractos principales de las historias de vida de los jóvenes entrevistados para, luego, dar paso a algunas consideraciones finales. Veamos, ahora, cómo los jóvenes que han pasado por el Centro Iquique resignifican su paso por la institución y realizan una relectura de los obstáculos del proceso de reinserción social.

a) La historia de vida de Carlos: Envuelto entre la reincidencia y la escapatoria.

Carlos tiene actualmente 19 años, nace en septiembre del año 1989 en la ciudad de Iquique - Chile. Su madre es la Sra. Juana, tiene 40 años. Su padre es el Sr. Renato. Esta pareja tuvo cinco hijos. Carlos fue el tercero de ellos. Su hermana mayor posee problemas de aprendizaje y asiste a una escuela especial de la ciudad de Iquique. El otro hermano mayor de Carlos (21 años), permanece actualmente detenido en la cárcel de Alto Hospicio, por el delito de asalto a mano armada. Por otro lado, el hermano menor de Carlos, de 17 años de edad, permanece detenido junto a Carlos en el Centro Iquique por el delito de asalto a mano armada. Carlos y su hermano menor cometieron juntos el mismo delito y se encuentran bajo el sistema de cumplimiento de condena del SENAME (Centro Iquique). Por último, la hermana menor de Carlos, de 14 años de edad, es estudiante y una alumna distinguida por sus excelentes calificaciones en la escuela.

La infancia de Carlos fue complicada. Su padre fue detenido y condenado a una pena de 13 años en la cárcel de la ciudad Iquique. Su madre Juana quedó a cargo de sus 5 hijos y, al no tener un lugar fijo de residencia, constantemente se mudaban a poblaciones en donde estaba presente la delincuencia y la drogadicción. 

Estas razones llevaron a Carlos a ser detenido por el delito de hurto y derivado al antiguo Centro Arcoiris, actualmente Centro Iquique. Luego, Carlos fue detenido 4 veces más, una vez por robo con intimidación, 2 veces por robo a lugar habitado y finalmente por un robo cometido a un camión de cigarrillos Belmont (artículo de rápida ‘reducción’), siendo detenido por Carabineros en la Comuna de Alto Hospicio.

A juicio del mismo Carlos, las “malas juntas” lo llevaron a consumir drogas y, posteriormente, a delinquir
. La motivación de este joven a cometer estos delitos fueron las la influencia de grupos de pares que compartían códigos que resultaban ser un incentivo para consumir pasta base, la necesidad de obtener dinero para consumir estas drogas y un pensamiento erróneo acerca de la diversión juvenil. 

Carlos recuerda que la primera vez que ingresó al Centro Arcoiris, sintió desconfianza hacia la gente que trabajaba allí y los demás internos. Por esa razón, “guardaba un tenedor para utilizarlo como arma” en caso de que lo requiriese. Al ser descubierto, permanece castigado por un mes.

Luego, Carlos destaca que comienza voluntariamente a participar en los talleres y comienza a cambiar de manera positiva su relación con los “tíos” (Educadores de Trato Directo y funcionarios en general). Actualmente reconoce que se vive una situación “muy distinto”, ya que el ambiente del centro, a juicio de Carlos, cambió con la llegada de los gendarmes y  “se les debe obedecer a ellos y no como antes que eran los tíos los que ejecutaban las órdenes”.

La razón que Carlos expresa sobre por qué vuelve a delinquir, es que al salir del centro vuelve a su antiguo entorno, y vuelve a caer en el consumo de drogas. 

Con respecto a los aspectos de “resistencia” y “disidencia” que Carlos expresa en relación con su actual situación en el Centro Iquique, éstas quedan reducidas a la interacción cotidiana con “algunas personas internadas igualmente en el centro que causan problemas” y que resultan ser verdaderos obstáculos, en definitiva, para Carlos en su rehabilitación.

b) La historia de vida de Oscar: Entre recaídas y méritos

Oscar tiene 18 años, nace en la ciudad de Tocopilla en octubre de 1990. Su madre es la Sra. Angela, de 54 años de edad, nacida en la ciudad de Tocopilla. Su padre es el Sr. Alfredo, nacido en la ciudad de Antofagasta. Esta relación tuvo 2 hijos: Oscar de 18 años y Carmen de 16 años de edad. La pareja se casó en la ciudad de Tocopilla y allí nació su primer hijo Oscar. A los 2 años de edad, los padres decidieron mudarse a la ciudad de Iquique.

La infancia de Oscar fue truncada por los anhelos de independencia del joven quien a los 11 años de edad decide abandonar su casa, su familia y sus estudios, los que solo llegaron hasta 4to año de educación básica. Así, comenzó a “vagar por las calles y a consumir pasta base”. Fue allí cuando la institución SENAME lo trasladó al Centro Arcoiris. Actualmente, se encuentra detenido en el Centro Iquique por el delito de robo en lugar habitado, lleva 2 años y 2 meses de encierro. 

Oscar a cometido reiteradamente delitos de alta connotación social. Se involucraba en éstos, básicamente, por una gran adicción hacia las drogas y la motivación de sobrevivencia e independencia, para pagar sus necesidades básicas como era la vestimenta, un techo y la alimentación. 

Su primera vez en el Centro Arcoiris fue por protección y su estadía, recuerda, fue muy buena, ya que dentro de la institución “no consumía drogas y permanecía limpio”. Existe un gran cariño hacia los profesionales o “tíos” como le llaman ellos. La diferencia que reconoce en el actual sistema (Centro Iquique) es la “gran cantidad de gendarmes” en la institución. En este sentido, Oscar comenta que, por tanta “presión”, le va mal en el plan de intervención. 

Actualmente Oscar está condenado por 3 años y un día por el último delito que cometió, y las causas fueron robar por falta de dinero y aprovechar de que era menor de edad ya que, suponía, que las sanciones no eran tan estrictas.

En el Centro Iquique Oscar manifiesta su agrado en relación con la oportunidad que tiene de validar sus estudios. Actualmente lleva cursado 8º de educación básica gracias a la institución. Igualmente, valora la orientación que se le entrega para tomar conciencia y lograr reinsertarse en la sociedad. Lo que le desagrada es el encierro y tener que dormirse temprano, aunque no siempre se cumple esa orden, él trata de tener un excelente comportamiento para obtener beneficios de la institución.

Oscar indica que no volvería a delinquir, ya que espera en una vida futura poder trabajar honestamente y formar una familia con su polola.

Oscar actualmente se encuentra en internación provisoria. No tiene noticias de su familia, lo único que sabe es que su padre está detenido en la ciudad de Antofagasta, no recibe visitas de otros familiares directos. Su única visita es su polola, con la que posee una relación estable y de convivencia. Ella lo visita todos los martes y jueves. 

c) La historia de vida de Daniel: Venciendo los rigores de la vida adolescente.

Daniel, tiene 22 años de edad y se encuentra actualmente en calidad de egresado del Centro Iquique. Nace en la ciudad de Iquique, en el año 1986. Su madre es la Sra. Flora, tiene 52 años de edad, nacida en la ciudad de Concepción y, actualmente, trabaja como asesora del hogar en la ciudad de Chiloé. Su padre es el Sr. Pedro, quien tiene 43 años de edad y actualmente se encuentra detenido en la cárcel de Alto Hospicio. Esta pareja tiene 4 hijos, Paolo de 24 años de edad, actualmente detenido en la ciudad de Arica, sus estudios llegaron hasta 8º año de educación básica; Fresia de 21 años de edad, actualmente se encuentra viviendo en la ciudad de Arica con su pareja; y, Marcia de 23 años de edad, quien actualmente se encuentra relativamente mal, ya que se encuentra en el vicio de la pasta base y no se tiene información de su paradero.

Daniel, en su infancia, tenía una fuerte relación con sus hermanos mayores. Vivía en las Tomas de Alto Hospicio, y desde muy pequeño trabajaba vendiendo dulces, limpiando autos y recaudando dinero para su familia. Quedó estancado en sus estudios muy tempranamente y hasta hoy no los ha podido recuperar.

A los 12 años de edad, comenzó a consumir pasta base de cocaína por medio de la influencia de un vecino, que le ofrecía drogas y luego, con lo recaudado de sus ventas, financiaba su adicción. Daniel entró al Centro Arcoiris por medidas de protección, ya que era un niño envuelto en la adicción de la pasta base y sus padres igualmente eran consumidores.

Según lo manifestado por el propio Daniel, la experiencia en el Centro fue buena, ya que pudo rehabilitarse totalmente y encontrar trabajo. Reconoce el apoyo incondicional del Centro, de sus funcionarios y del Director. Sin embargo, cuando Daniel cumplió 15 años, volvió a la calle a consumir drogas. Luego, fue tomado por funcionarios del Centro para una desintoxicación, donde fue tratado por sicólogos. Recuerda que se encontraba en un cuarto totalmente solo y  era atendido, además, por otros profesionales. Este tratamiento duró 3 meses.

De acuerdo a su testimonio, lo que ayudó a Daniel a no volver a consumir drogas fue, principalmente, el tratamiento que se le entregó en el Centro. Antes, su comportamiento era extremo, desordenado, se escapaba e, incluso, vendía la ropa que le entregaba el Centro para seguir financiando sus “vicios”. 

Luego, al estar rehabilitado, es enviado a la ciudad de Chiloé donde se encontraba su madre. Allí permaneció 6 años trabajando en una fábrica de salmones, pero volvió a Iquique en busca de un nuevo empleo.

Desde un comienzo, no existió un apoyo de los padres ni otros familiares directos durante el proceso de rehabilitación de este joven, ya que ellos igualmente eran consumidores. Por esa razón, la Sra. Flora decidió irse de la ciudad de Iquique y vivir en Chiloé, donde se rehabilitó de su adicción. 

 
Lo que marco significativa la experiencia de vida de este joven en el Centro Iquique, fue el tipo de atención basada en el afecto y la orientación, las cuales se manifestaba en que se preocupaban de él, se le entregaban todos sus materiales de aseo, ropa limpia, comida, los talleres de panadería, otros talleres, y en los funcionarios que creyeron en su rehabilitación. Lo que releva como puntos negros de su paso por el Centro fue su compleja y forzada adhesión al proceso de abstinencia. Ahora ha observado el Centro y reconoce que es muy distinto a su experiencia, ya que existen gendarmes. Antes el Centro era “más libre”, sentenciando que hoy “no existen las mismas posibilidades de rehabilitación que antes”.

Lo que espera Daniel en su vida futura, es continuar trabajando para comprar su casa y terminar sus estudios. Indica tajantemente que no volvería a consumir drogas nuevamente.

d) La historia de vida de Héctor. Superando la desazón y el flagelo de las drogas

Héctor, tiene 19 años de edad y es otro joven que se encuentra en  calidad de egresado del Centro Iquique y que pudimos contactar. Nació en la ciudad de Lota, en enero de 1990. Su madre es la Sra. Claudia, de aproximadamente 45 años de edad. Su padre es el Sr. Jorge, de 50 años de edad. Esta pareja tiene 4 hijos: Gonzalo de 21 años de edad, Héctor de 19 años de edad, Mario de 12 años de edad y Carla de 11 años de edad.

Esta pareja viajó a Iquique cuando Héctor tenía 8 años de edad momento en el cual, por motivos laborales, sus padres se instalaron en la población El Boro de Alto Hospicio. En 5º año de educación básica, Héctor abandonó sus estudios formales. A los 10 años, Héctor comenzó a deambular por las calles y a consumir drogas con un amigo.

Las razones de por qué Héctor entró al Centro Arcoiris fueron principalmente por protección, ya que se encontraba consumiendo de manera problemática pasta base de cocaína. Luego, volvió a ingresar al Centro por rompimiento de un parabrisa y porte de arma blanca. Sus razones fueron por su “estado anímico” del momento (rabia).

La primera experiencia de Héctor en el Centro Arcoiris fue breve, ya que los padres de Héctor lo iban a buscar al Centro. Sin embargo, luego de reiteradas veces (aproximadamente 10 veces) sus padres se cansaron y no lo fueron a buscar más. Los conflictos familiares hicieron que se estrechara la relación de Héctor con los funcionarios del Centro Arcoiris, situación significativa para el joven en términos de afectos y orientación.

Lo que le permitió a este joven, finalmente, crear conciencia para no volver a la calle en condiciones de vagancia fue el dueño de la empresa El Bosque de Alto Hospicio, quien le ofreció trabajo en su empresa, asumiendo la tutela de Héctor a los 16 años. Igualmente, contribuyó haber recibido un tratamiento de desintoxicación en el Centro Arcoiris, lo cual fue fundamental para su total rehabilitación.

Los aspectos que resultaron significativos en su estadía por el Centro, fueron su participación en los talleres de estudio, el trato de los funcionarios hacia los jóvenes, y la continuación de sus estudios de 5º y 6º básico.

Durante su proceso en el Centro Arcoiris existía una clara preocupación por parte de sus padres y familiares directos. Actualmente su Familia vive nuevamente en la ciudad de Lota, y existe una comunicación entre Héctor y sus padres, pero es más escasa.

Héctor desea continuar trabajando en la empresa El Bosque, para cancelar sus deudas por la compra de un auto, tener una familia con su pareja, con la que convive actualmente.

e) Síntesis y reflexiones en torno a las experiencias juveniles

Como hemos podido apreciar, los análisis discursivos de estas cuatro experiencias de vida dejan entrever que los sistemas de atención directa han venido reforzando, en el último tiempo, las declaradas debilidades identificadas desde la partida de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Sin embargo, aún quedan aspectos pendientes que no se solucionan con medidas de adecuación a la actual realidad del Centro Iquique.

Al menos pueden reconocerse dos grandes tareas que son anheladas tanto para los jóvenes infractores de ley como para los propios actores institucionales. Una, es construir una nueva infraestructura acorde con las políticas de ordenamiento territorial y los estándares de calidad, situación que se daría en 3 años más, de acuerdo a lo informado por los actores institucionales. La otra tarea es propiciar un cambio cultural en la organización del Centro Iquique, reformulando el rol de Gendarmería en tanto actor de orientación conductual y represión interna. En este sentido, no sólo existe una expresión simbólica de la violencia legítima que es preciso repensar al interior de los centros juveniles sino que, además, existen situaciones prácticas (entrega de instrucciones, orientaciones técnicas, referentes conductuales) que afectan el sentido de las intervenciones para la reinserción social de estos jóvenes.

Por último, a la luz de un análisis evaluativo general, nuestra tesis de la aproximación de los sistemas cerrados de atención directa de jóvenes infractores de ley hacia un modelo clásico de carcelarización, resulta valedera a la luz de los siguientes elementos:

· Aplicación del Código Penal adulto a las variadas situaciones y figuras criminológicas de los jóvenes.

· Carencia de condiciones espaciales en el Centro Iquique para segregar los menores de 14 años con los jóvenes de 18 años de adultos y, en consecuencia, para desarrollar un trabajo de reinserción social pertinente con los jóvenes. A razón de la ocupación indistinta de los espacios entre menores y jóvenes que se encuentran ad portas de la adultez
, situación que lleva a que las relaciones entre internos se mezclen sin distinción y estén bajo la tutela de Gendarmería.

· En relación con el punto anterior, la presencia de Gendarmería también ha producido un impacto en la modelación de las conductas, costumbres y códigos significacionales de los/as internos/as a través de las relaciones directas que se establecen dentro del Centro Iquique.

· Falta de capacitación funcionaria que permita comprender cabalmente el sentido del nuevo modelo de responsabilidad juvenil, evitando las contradicciones epistemológicas y prácticas que se producen con el modelo socioeducativo (vigilar y castigar v/s recuperar y reinsertar socialmente).

· El sistema semicerrado a demostrado su ineficacia producto de la baja adherencia de los jóvenes a los programas y planes de intervención individual. 

A estos puntos se adiciona el choque cultural que se produce entre los enfoques correccional y socieducativo, así como la ambigua coexistencia entre el nuevo modelo de responsabilidad juvenil y los arquetipos carcelarios tradicionales..

 La seguridad de los recintos se ha convertido en una de las principales preocupaciones y destinos presupuestarios, con costos de oportunidad que afectan directamente al fortalecimiento del modelo socioeducativo y las políticas de reinserción social de jóvenes que han cometido delitos graves y que son recibidos por el Centro Iquique. En este sentido, los análisis discursivos y la información resultante del proceso de investigación develan que el modelo de responsabilidad juvenil y de reinserción socioeducativa presentan escasas vinculaciones con el mundo de la vida que les espera en un futuro próximo. 

Por último, la cuestión de fondo que pudo develarse y constituirse en una importante señal en la orientación de la investigación fue el tipo de institucionalidad que se ha conformado en torno a la situación de los menores infractores de ley. No sólo es posible distinguir procesos institucionales que se objetivan y que informan la funcionalidad estructural del nuevo sistema de responsabilidad juvenil. También existe una dimensión cultural y subjetiva que se relaciona con la moral, los valores, las costumbres y las trayectorias de vida de los jóvenes, y que no necesariamente ha estado en sintonía con los macroprocesos de transformación socioinstitucional.

Este cambio cultural también cruza las corrientes correccionales, proteccionales y socioconstructivistas que, aparentemente, tensionan la gravidez del nuevo modelo de responsabilidad juvenil. De ahí que una cuestión clave, ilustrada a la luz de los datos, sea el sentido carcelario tradicional que opera como esquema simbólico y fáctico del sistema de responsabilidad juvenil, particularmente en el ámbito de los regímenes cerrados. He de esperar, entonces, que en esta nueva fase de las políticas de responsabilidad juvenil se orienten más decididamente hacia la integración social de los jóvenes, el fortalecimiento del modelo socioeducativo y la resignificación de la cultura organizacional de los centros juveniles. 

CONCLUSIONES

Reflexiones finales acerca de los procesos de integración social de jóvenes infractores de ley en la Región de Tarapacá

De manera general, los cambios institucionales promovidos en el último tiempo en el ámbito de las políticas de responsabilidad penal adolescente y los sistemas de reinserción social de jóvenes infractores de ley dejan entrever que la adecuación de Chile a las normas internacionales no ha sido del todo efectiva. 

Un aspecto fundamental que vanagloria al nuevo modelo de atención de jóvenes infractores de ley es que se reconocen los derechos del niño toda vez que se le acuse de haber infringido leyes penales o que se le declare culpable de dichas transgresiones. Se espera que el tratamiento e intervenciones sobre la población juvenil condenada a regímenes cerrados reconozca el sentido de la dignidad, refuerce los valores de sana convivencia y fortalezca el respeto del adolescente por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros. Además, se debe tener en cuenta la edad del menor y la importancia de promover su reintegración, para que pueda asumir una función constructiva en la sociedad. 

Creemos que difícilmente en el ámbito regional la nueva ley de responsabilidad penal adolescente ha logrado garantizar a plenitud el desarrollo de los dispositivos y procesos de reinserción social de jóvenes infractores de ley, particularmente en el ámbito de los sistemas cerrados. Sin embargo, resultaría injustificado e injusto desestimar los importantes avances que en Chile se han implementado en estas materias. No obstante las críticas al nuevo sistema, son asimismo destacables los esfuerzos de las autoridades locales frente a un proceso que por el componente de reforma nacional, con un marcado acento centralista, ha terminado por escapar de sus ámbitos de responsabilidad política. Lo importante no es buscar culplables de la indeterminación de un sistema que está inconcluso, sino identificar los obstáculos que atentan, en definitiva, contra la calidad de las políticas de responsabilidad juvenil y reinserción social de jóvenes infractores de ley.

No obstante sigue existiendo una amplia demanda por la privación de libertad como sanción principal contra los actos delictivos cometidos por adolescentes, los fundamentos sobre los cuales se desarrolla la idea acerca de la inconveniencia de la privación de libertad derivan de la baja capacidad para producir integración social y la violencia que supone este tipo de medidas. Los impactos de la prisión y los estigmas que transportan como ‘karmas’ los adolescentes infractores de ley internados o recluidos en los centros juveniles como el de Iquique, son variados considerando que los jóvenes están en una etapa de construcción de identidad y en un período crítico del desarrollo en los ámbitos cognitivo, emocional y social al momento de ser sancionados con penas en sistemas cerrados o semicerrados. 

La demanda de la población para que el Estado establezca medidas más severas para disminuir la violencia y el delito, ha sido tomada en consideración, a nuestro entender, de una manera superficial. En principio porque, si bien es cierto, en el último tiempo ha aumentado la participación juvenil en ciertos delitos, la contribución de los mismos en el volumen global de la población juvenil sigue siendo pequeña. Sumado a ello, debe tomarse en cuenta que gran parte de los adolescentes que cometen infracciones a la ley, lo hacen dentro de un proceso de maduración y, por ende, estas conductas tienden a desaparecer espontáneamente cuando llegan a la edad adulta, siempre y cuando no prime un alto compromiso con los valores y pautas de comportamiento criminales y/o con la adicción a las drogas. En efecto, diversos estudios indican que entre el 70% y 80% de los jóvenes (menores de 18 años) que han cometido al menos una infracción, ésta generalmente es insignificante y no llega a ser denunciada o descubierta. 

Si bien la ciudadanía tiene el derecho de impulsar leyes que le permitan proteger sus intereses y demandar al Estado la paz social y la seguridad de las personas, toda ley penal adolescente –tal como la tendencia internacional lo indica- tiene, además, un poderoso propósito de integración social, basado en el reconocimiento de la adolescencia como una etapa crítica, lo que ha fundamentado la especificidad del sistema. Este propósito se ve ampliamente mermado toda vez que se intenta imponer la privación de libertad y el esquema carcelario como sanción única frente a los delitos graves. 


La modernización de la institucionalidad de los centros juveniles están acompasadas por las transformaciones en el sistema de judicatura juvenil, que busca responder de una forma más efectiva al problema delictual juvenil sin ser ‘indulgente’, como algunos creen.  El tipo de respuesta que el sistema público se ha generado en torno a la problemática de la delincuencia juvenil en la Región de Tarapacá aún tiende a dimensionarse como una materia sectorial, con una tenue presencia del principio de integralidad en las acciones y sin soluciones constructivas que se apoyen en la participación de la comunidad.

Siendo la integración social un factor fundamental para evitar la reincidencia, los/las adolescentes cuando están cumpliendo una pena solo está restringida su libertad, ya sea parcialmente o totalmente, pero esta restricción no debe ser motivo para suspender sus otros derechos. Derechos juveniles a la educación, salud, rehabilitación, capacitación, recreación, integración, etc., que involuntariamente (evitando adscribirnos al supuesto de ‘irresponsabilidad organizada’, propuesto por Luhmann) se han visto postergados producto del carácter inconcluso de una reforma de significativa envergadura. 

El desarrollo de las capacidades y los primeros pasos en la construcción de un proyecto vital ocurren también en esta fase experiencial de los jóvenes condenados. Al ingresar al sistema cerrado, y en menor medida en el sistema semicerrado, el individuo sufre una pérdida importante del entorno habitual y los priva de su vida familiar, social, educacional y, en definitiva, de la posibilidad de un desarrollo integral. ¿Cuáles son los costos de oportunidad de los menores al ingresar a los Centros del SENAME como el de Iquique? Lo preocupante de la implementación de la ley de responsabilidad juvenil en los ámbitos nacional y regional se genera cuando los jóvenes participan de un sistema que no los identifica, que los trata de manera indiferenciada y que los estigmatiza como delincuentes. Así, se puede esperar que el carácter híbrido del Centro Iquique (carcelario y proteccional a la vez) no produzca los impactos esperados sobre los ámbitos biológico, psicológico y social de los jóvenes (Maturana, H. 1996), dada la interrupción en el derecho a la libertad personal, la represión de sus emociones y, en definitiva, la negativización de la identidad.

En relación con el punto anterior, y como efecto inverso, la escapatoria de jóvenes que se produce particularmente en los sistemas semicerrados no es algo que deba sorprender, teniendo en consideración los desafíos que tiene por delante la institucionalidad del Centro Iquique y las necesidades de buen funcionamiento
. Un aspecto clave en todo esto dice relación con el escaso acompañamiento que se les realiza a los jóvenes de manera ex – post, no contemplándose, por ejemplo, un egreso condicional o medidas que impliquen un acompañamiento una vez que el joven abandona el Centro y se reinserta socialmente. 

En todas las etapas del proyecto de reinserción social juvenil el trabajo en red resulta fundamental. Si embargo, no es posible llevar a cabo procesos educativos serios si el Ministerio de Educación incumple sus tareas en esta materia y no cambia su fórmula de subvención para adecuar su responsabilidad a la Ley y así poder entregar una educación formal a quienes tienen posibilidad de continuar sus estudios cuando cumplan sus condenas. No se puede dejar de lado el hecho que aquellos jóvenes que tienen un retraso de mas de seis años de escolaridad, les resulta difícil continuar estudios normales en el medio libre; siendo altamente probable que los/as jóvenes reediten el fracaso escolar que los/as llevó a abandonar a temprana edad la escuela. En estos casos, el Ministerio del Trabajo a través de Sence no tiene presencia activa para prepararlos al mundo laboral mediante talleres efectivos de acuerdo a las necesidades del mercado para que adquieran un oficio que les permita transformarse en microempresario con ingresos regulares que le den sustento para el y su familia.

Estimamos que los obstáculos de fondo son básicamente dos: Primero, que las premisas de excepcionalidad y limitación de las penas de encarcelamiento, son precisamente las que se ponen en cuestión con la modificación al artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Contrariamente a lo señalado en los instrumentos legales mencionados, se impone la cárcel como único medio sancionador para cualquier delito grave cometido por un adolescente de 16 a 18 años, limitando las posibilidades de los jueces de definir en cada proceso, y de acuerdo a las características propias de cada joven, la sanción más apropiada al caso. En segundo término, en relación con el modelo socioeducativo, se observa una premisa práctica que nos advierte sobre los particularismos y cuestionamientos respecto de la universalización de las políticas públicas, puesto que no se sabe de antemano qué medidas pueden ser adecuadas en cada caso, y por lo tanto, no es posible estandarizar las respuestas. Así, los proyectos de intervención individual adolecen de la flexibilidad necesaria para ajustar con criterios extrajudiciales los procesos de reinserción social. 

A esto se suma la inadecuada infraestructura existente para segregar a los jóvenes por grupos etareos (de 14 a 16 años, de 17 a 18 años y de mayores de 18 años) y cumplir, de esa forma, con la ley. Insistimos en que la infraestructura debe dejar fuera de vista la acción de gendarmería y el resguardo de los muros perimetrales debe estar separado por una línea de fuego no con malla de alambre sino con un muro que invisibilice a la guardia armada.  En otras palabras, se debe cambiar el modelo de “seguridad total” por un modelo más amigable (constructivista social) en donde primen niveles de confianza y de ternura, para mejorar la autoestima de los jóvenes, eje fundamental para un proceso de transformación conductual y de reinserción social.

Así, observamos un desplazamiento y postergación del modelo socioeducativo, por otro que se aproxima más bien al esquema de “prisiones juveniles”, que se ha venido retocando en el tiempo con conceptos,  metodologías y tibias prácticas socioeducativas que no cuentan con las condiciones institucionales necesarias para su desarrollo y aplicación efectiva. Esto despierta incredulidad en muchos y refuerza las dudas que merecen los procesos de reinserción social de jóvenes infractores de ley, criticándose el mínimo impacto que generan en el desvío de las trayectorias delictuales de vida. Por otro lado, los Educadores de Trato Directo que trabajan con los jóvenes en sus procesos de rehabilitación conductual y de reinserción social, no tienen  estudios calificados para realizar esta labor; son funcionarios con estudios de enseñanza básica (4º medio laboral) y con enseñanza media completa, pero carecen de formación profesional para dichas tareas. Esta falencia también atenta con los preceptos de la ley en cuanto al trabajo socioeducativo especializado.

No obstante lo anterior, los estudios en la materia siguen demostrando que si los/las jóvenes son tratados dignamente y con sumo respeto, y se les ofrece un ambiente adecuado para su desarrollo, en donde predominen las buenas costumbres, los buenos hábitos, la limpieza, el buen trato y sobretodo un trato afectivo, se pueden lograr los objetivos que el SENAME se ha trazado en virtud de la nueva Ley de Responsabilidad Penal Juvenil.  No es por el lado de la seguridad que se logra llevar a cabo procesos de aprendizaje que los/las jóvenes asimilen.

En consecuencia, reafirmamos la tesis de que el sistema de responsabilidad penal juvenil que se aplica en el Centro Iquique, más allá de la situación de presencia de Gendarmería en los recintos, se aproxima a un modelo de carcelarización que impacta substantivamente en la reconstrucción de identidad y los procesos de reinserción social de jóvenes infractores de ley. Así, la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, con sus disposiciones dirigidas a establecer la privación de libertad como única sanción posible para delitos graves, vienen a contravenir, inclusive, los principios fundamentales de la responsabilidad penal adolescente suscritos por Chile en los tratados internacionales.

En conclusión y retomando la dimensión holística, concebimos que la rehabilitación conductual y reinserción social de los jóvenes infractores de ley del Centro Iquique serán posibles en la medida que la sociedad regional sincronice sus esfuerzos para sentar las bases institucionales y redes sociales necesarias para propiciar la entrega de herramientas útiles y pertinentes para el desarrollo de habilidades transversales, valores, normas y pautas sociales para los adolescentes. Se requiere, en este sentido, de la definición de un proyecto institucional que cruce el proyecto de vida concreto de cada joven, con acciones y compromisos concordantes (correlación de fuerzas). Se requiere, en forma sustantiva, repensar las políticas públicas y cuestionarse si éstas se encuentran acordes con la realidad y responden a una visión de futuro. En este sentido, a nuestro entender y en concordancia con los últimos informes de la comunidad internacional de derechos humanos, es preciso reconocer que las actuales dinámicas del sistema de responsabilidad penal juvenil adolecen de una visión de largo plazo que permita sobrellevar la relación entre políticas criminales (en cuanto a respuesta ante delitos juveniles) y la oferta institucional de cárceles y centros juveniles con plazas limitadas. 

Así, desde nuestro punto de vista, la cuestión de fondo es que las políticas de criminalidad juvenil para menores que cometen delitos de mayor connotación social y que son condenados a cumplir penas en los sistemas cerrados del SENAME se han orientado a reproducir las orientaciones del modelo carcelario rescatado el valor de la aprensión, la coacción, la segregación y el cumplimiento privativo de libertad más que de ocuparse de apuntar de manera decidida en los aspectos de la rehabilitación y reinserción social. Hasta el término de esta investigación, el debate se ha ido perfilando hacia esta situación y hacia la comprensión de que el actual sistema institucional de responsabilidad juvenil no garantiza -desde la visión de los derechos humanos- un abordaje integral de la criminalidad juvenil. Así, postulamos la necesidad de generar políticas públicas que permitan, en términos prácticos y significativos, reinsertar socialmente a los jóvenes infractores de ley y acompañar este proceso en todas sus etapas, en particular, cuando los jóvenes se reencuentren con la sociedad y terminen con el mandato de la ley que les obligó a cumplir su pena.
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� Citado de CEME en página: http://www.archivochile.com/Mov_sociales/mov_juv/MSmovjuv0003.pdf


� Nos referimos Iquique y Alto Hospicio, luego de la fragmentación político-administrativa que el año 2007 separó a la Región de Tarapacá y creó la Región de Arica – Parinacota.











� Particularmente en los ámbitos del consumo, las elecciones políticas y la participación ciudadana, los cuales se ven fuertemente influenciados por la televisión abierta, los videojuegos, Internet y los nuevos referentes culturales. 


� Nos referimos, particularmente, a las figuras de robo con fuerza, robo con intimidación, hurtos, asaltos armados, delitos en materia de drogas y otros que, a pesar de ser menos masivos, son catalogados como graves (ej. Homicidios).


� Casos como los ocurridos en Alemania en Marzo de 2009, cuando un jóvenes de 17 años masacró a 15 personas en una escuela técnica cerca de Stuttgart, quedan situadas en el imaginario colectivo destellando como una luz de alerta que, pese a la definición de “hecho aislado”, terminó activando todos los dispositivos de seguridad e información. La mal tildada “irracionalidad” de este tipo de actos, también tiene un efecto simbólico que divaga entre la definición de un acto de “locura” de carácter psiquiátrico y una definición más amplia y multidimensional de criminalidad juvenil.


� Representada, entre otras medidas, por la restricción de los horarios para utilizar los espacios públicos, incremento de la dotación policial, fortalecimiento de los planes de control y prevención del delito, endurecimiento de las penas, y una serie de otras iniciativas.


� A esto se agregan los abusos de poder que hasta el día de hoy ejercen las policías contra jóvenes como, por ejemplo, la desproporcionada respuesta de la policía que sufrió una joven de 15 años en el Estado de Seattle en Norteamérica en febrero de 2009 y que fue mostrada por la señal de CNN en Chile (CNN: Noticias Internacionales, 01 de marzo de 2009)


�Casado, Román�HYPERLINK "mailto:cr@radio.cz"��: �“¿Cómo combatir la delincuencia juvenil?”, Artículos de fondo sobre temas del momento, en: http://www.radio.cz/es/articulo/57488, año 2004.


� Disponible en Internet: � HYPERLINK http://www.radio.cz/es/articulo/105468 ��http://www.radio.cz/es/articulo/105468�, año 2008.








� Además de la relación entre delincuencia juvenil y xenofobia, que marcó la tónica de la sociedad estadounidense de los años 50’ a los 80’, particularmente en lo que respecta a la focalización de las políticas de seguridad hacia la población juvenil negra.  


� Anunciada por la Presidenta Michelle Bachelet en Noviembre del 2006.


� Por ejemplo, véase Buvinic M., Morrison A., Shifter, M. La Violencia en América Latina y el Caribe: Un marco de referencia para la acción. Banco Interamericano del Desarrollo. Referencia electrónica http://www.archivochile.com/Mov_sociales/mov_juv/MSmovjuv0003.pdf.


� Fuente:http://www.senado.cl/prontus_galeria_noticias/site/artic/20081024/pags/20081024165848.html.


� Si observamos, por ejemplo, la tendencia futura de la pirámide demográfica de Chile nos percataremos que, en 20 años más, la población que es predominantemente juvenil en la actualidad, será la que sobrelleve el desarrollo del país en la vida adulta, en el contexto de un país más viejo. Por lo tanto, resulta relevante dirigir nuestra atención hacia la efectividad de las políticas, programas y procesos e reinserción social de jóvenes infractores de ley en un escenario en que los niños, niñas y jóvenes constituirán una capa social predominante de cara al desarrollo social y productivo futuro. 





� La Convención otorgará, al menos, tres principios rectores: Un absoluto reconocimiento de los derechos individuales y las responsabilidades de los/las adolescentes; las garantías del debido proceso; y, un  sistema de sanciones penales proporcionales y que los/las menores de edad deben asumir. Con esto, la Convención exigirá que las políticas de Estado procuren reconocer en los jóvenes sus potencialidades y capacidades, rompiendo la lógica histórica de la “minoridad”, como una visión que desvaloriza esta etapa de desarrollo.





� Que se complementa con otras áreas, pronunciándose sobre temas importantes como los procesos de adopción, la incorporación de la maternidad y el enfoque de género en el tratamiento de jóvenes madres condenadas, entre otros.


� CONACE: “Costos humanos, sociales y económicos de las drogas en Chile”. disponible en Internet: � HYPERLINK http://www.conace.cl/inicio/pdf/8c0a3a93858fc091153203aeb2512f09.pdf ��http://www.conace.cl/inicio/pdf/8c0a3a93858fc091153203aeb2512f09.pdf�. 


� Entre los que destacan la baja calidad del sistema educacional público de los colegios municipalizados, el acceso inoportuno de los jóvenes al sistema de salud, las carencias en la aplicación de conocimientos relativos a la epidemiología social de los jóvenes, y los riesgos asociados al acceso y uso problemático de estupefacientes.


� Existen varias propuestas analíticas en el ámbito regional (Corder, L. 2003; Oteiza, R. 2006; Candia, P. 2007) que han abordado críticamente los aspectos de la delincuencia juvenil y los mecanismos de reinserción social que ofrece el aparato público.


� Más allá de los tecnicismos conceptuales que utilicemos como herramientas legítimas para la comprensión de la realidad, el principio actitudinal del trabajo investigativo transformado en rutina y el espíritu de perfeccionamiento constante constituyen valores primordiales de la ética científica que adoptamos, y consideramos expresión de un motor de arranque en el esfuerzo permanente por desarrollar una investigación pertinente que responda a los desafíos del desarrollo regional. 





� En este sentido,  rescatar la visión de los propios usuarios tiene un valor insustituible.


� Que opera como Sistema de Cumplimiento de Condena y como Sistema de Internación Provisoria para los/las procesados.


� Cumplimiento de Condena con reclusión Nocturna.


� Método catalogado de “bajo prestigio” ya que no representaría “una buena estrategia para realizar investigación científica”, presentando problemas de “validez y fiabilidad” que la dejarían en un sitial secundario (MARTINEZ Carazo, Piedad, 2006:167).





� Más que de una manera inductiva, creemos que la construcción de conocimiento se desarrolla de manera espiral y transversal, bajo un permanente diálogo no lineal, ni necesariamente progresivo, de los aspectos teóricos y empíricos del problema.


� Para ello, se realiza un barrido entre junio 2007 – diciembre 2008 por el diario La Estrella de Iquique, edición online.





� Nietzsche, en ese sentido, representa un icono en esta discusión. Para profundizar estos razonamientos de la época, refiérase el lector a la obra El Anticristo.








� Véase, por ejemplo, el concepto de personalidad criminal que se perfiló en esta época y que utilizó la psicología en sus diferentes estudios y análisis.


� Para Eysenk, por ejemplo, el comportamiento de un delincuente juvenil se adquiere por aprendizaje y condicionamiento regido por el sistema nervioso autónomo (Teoría de la Condicionalidad). La manera de enfrentar, entonces, la criminalidad es mediante un adecuado condicionamiento en el ambiente familiar. Extraído de VASQUEZ, C. 2003:46.


� Destaca en este periodo, asimismo, la Escuela Cartográfica o Estadística Moral francesa (Quételet y Guerry) y la Escuela Francesa de Lyon (Tarde con su concepto de imitación del comportamiento criminal y Lacassgne con su distinción de los problemas criminógenos en individuales y sociales) desde donde se abordó el fenómeno criminal, estudiándose el crimen como un fenómeno social y, oponiéndose por tanto a las ideas predominantes de la Escuela positiva italiana, principalmente a la concepción del criminal nato de LOMBROSO y al carácter biológico de la criminalidad (Carlos Vásquez González, 2003:10).


� En respuesta a una biología cerrada, orgánica y autorreferida, Lacassagne, Quételet y otros considerará los factores externos (medio social, el clima, el ambiente familiar desconstituido, el medio físico y humano) como elementos necesarios de considerar en los estudios y estadísticas criminológicas.


� La dimensión simbólica de la violencia estatal se sintetiza en la espectacularidad del escarnio público, a partir del cual se diseñan un conjunto de operaciones que pasan a formar parte de una “ritualidad punitiva” (Liturgia del Castigo).. 








� Esta situación fue particularmente significativa en Tarapacá, región con una particular identidad histórica militar desde su creación.


� Causa investigativa que se expresa en los diversos estudios y experimentos que soportaron sus proposiciones.


� En Estados Unidos destacan algunos estudios realizados en los años 50’ a jóvenes delincuentes negros, realizándose las primeras observaciones empírico – sociales de la relación entre delito y toxicomanía.


� En América Latina su símil fue el Estado de Bienestar, de planificación centralizada y basado en el modelo de industrialización por sustitución de importaciones (ISI).


� Por ejemplo,  tanto Fleisher (1966) como Ehrlich (1973) consideraron que el desempleo y el nivel de educación de la población eran importantes factores de la delincuencia (extraído de Benvenuti, P. 2003:7).























 


� Véase las propuestas de Cohen (Delinquent Boys: The culture of the gangs, 1955), Sutherland y otros quienes en este periodo analizaron el fenómeno de la delincuencia juvenil a partir de las categorías de subcultura, conflicto y clase social.


� Estas políticas se enfocaron, por lo general, al control de los jóvenes marginales, supernumerarios e improvistos de oportunidades laborales y de protección social, que representaban “un peligro para la sociedad”. No ha sido así, versan los críticos de la materia, para los delitos de cuello y corbata, los fraudes financieros y los “delincuentes ilustrados”.





� Destacan, en este sentido, las políticas de seguridad impulsadas en los años ochenta por Ronald Reagan y Margaret Thatcher, las cuales se convirtieron en referente de las estrategias de tolerancia cero.


� Al respecto, recomendamos particularmente el Capítulo 4 de este compilado, escrito por el Dr. Patricio Silva de la Universidad de Leiden – Holanda, denominado “Neoliberalim, democratization, and the rise of technocrats” (1998).


� Dispositivos que, en principio, se basaban en esquemas terapéuticos y profilácticos, pero que hoy parecen estar basados en una lógica cooperativa de sistemas abiertos e integrativos, por llamarlo de alguna forma.


� En este sentido, en la teoría social clásica la criminalidad juvenil estuvo presente con una preeminencia de la sociedad por sobre el individuo, es decir, como una interiorización “distorsionada” de la exterioridad.


� De acuerdo a esta visión, las dimensiones objetivas y subjetivas de lo social aparecen como interdependientes. Es así como el concepto de habitus “se objetiva en la posibilidad de tender puentes entre los momentos objetivos de la cultura –explicitados en la teoría de los campos- y sus momentos subjetivos –expuestos en la teoría de las prácticas” (Rizo, M. 2006:01).


� Corrections Corporation of América, Correctional Service Corporation, Securitor (con sede en Londres) y Wackenhut han sido las instituciones que más recursos han invertido en los últimos años.


� En general, se observan dos grandes posturas. Por un lado, países que habiendo suscrito los acuerdos de las Convenciones de Derechos del Niño internacionales,  políticas y estrategias Decenas de países han dispuesto medidas ralacionadas con estrategias tipo telerancia cero. 


� Profesor Serge Ebersold: “Apuntes de Clases”. U. A. Prat Iquique – Chile / Universidad Marc Bloch Estrasburgo – Francia, Maestría en Ciencias Sociales Mención Desarrollo Regional, promoción año 2000.


� Enfoque que nuevamente entra a competir con los sustentos teóricos propios de las ciencias sociales, pese a que resulta imposible medir comparativamente el peso específico de cada uno de ellos. Véase, por ejemplo, el programa Indice de Maldad, transmitido por los canales abiertos del Discovery Channel donde se dan a conocer los últimos avances de la neurociencia para entender y explicar la criminalidad de los jóvenes.


� Por ejemplo, delitos como los desórdenes, desafíos y ultrajes a autoridades públicas (incluyendo los profesores y la policía); pequeños hurtos, infracciones a la ley del tránsito, entre otros.


� Recordemos que a partir de la década de los sesenta, la teoría de la subcultura y la teoría funcional del conflicto social (Cohen) se convirtieron en herramientas conceptuales recurrentes en el análisis y explicación de la delincuencia juvenil, reduciéndolo a un problema de adaptación social al sistema de valores (estatus de frustación, determinado por la pertenencia a la clase baja). Las teorías de la subcultura se han subdividido en teorías de la subcultura criminal, de la subcultura del conflicto y de la subcultura del retraimiento o abandono A medida que se han puesto a prueba, estas teorías han sido fuertemente criticadas y desacreditadas por su imporocedencia y parcialidad teórico – práctica.





� Patrones de comportamiento interiorizados en la interacción social con la familia, la escuela, los amigos, la televisión, el barrio y que crean habitus, a la manera bourdiana.








� Dando pie a la aparición de perspectivas innovadoras como las de género y generaciones, así como las ligadas al constructivismo social.


� Es decir, le cierra las puertas al mundo laboral, a la educación formal y a la participación ciudadana.


� Disociación entre los objetivos culturales y el acceso de ciertos sectores de la población a los medios necesarios. Con esto, la relación entre medios y fines, finalmente, queda debilitada.


� Esto en la teoría, ya que en la práctica se observan, más bien, señales de desconfianza ciudadana hacia las políticas públicas y hacia la labor de las instituciones del Estado (Lechner, 2001; Moulian, 2004; Guerrero, 2005).


� Fundación Paz Ciudadana: “Delincuencia. Víctima y victimario: las dos caras de una misma moneda”. Disponible en Internet: www.educared.cl/images/ficheros/articulos/10855/libroriscl_delincuencia.pdf 


� Por carácter sistemático rescataremos la acepción contemporánea luhmanniana vinculada a lo relacional, es decir, a la interacción componentes o actores que dialogan en un tiempo y espacio concreto sobre la base de un objetivo común, en este caso, el repliegue de la criminalidad juvenil mediante la integración social eficaz.





� Los también llamados “rotos huachos”, en la jerga popular.


� Sobre este tema en particular, prolíficos han sido los estudios que relatan  las consecuencias sociales y económicas de la adscripción de Chile a un nuevo modo de producción. Aquellos trabajos que resaltan las implicancias de este proceso en la vida de los sectores populares y obreros pueden ser los de Mario Garcés Durán (1991) y de Fernando Ortiz Letelier (1985). En el campo de las discusiones generadas en torno a la cuestión social,  reveladores son los trabajos de Sergio Grez (1995), Enrique Fernández (2003) y Luis Ortega (2005). 


  


� Ese mismo año, el 19 de abril de 1907, fue anexado al sistema policial de la época el "Cuerpo de Gendarmes de las Colonias", que desde 1896 cumplía iguales funciones en las provincias de Arauco, Malleco, Cautín, Valdivia, Llanquihue y Chiloé, bajo las órdenes -hasta 1905- del Capitán de Ejército Héctor Trizano.





� Para mayores antecedentes, recomendamos el artículo de Guerrero, Cossio Víctor: “La efímera presencia del capital minero en las comunidades locales”, Nº 9 (1999), pp. 5-21.





� Por ejemplo, el informe del cónsul alemán en Iquique afirma que hubo rumores que la tropa se negaría a disparar contra los huelguista de la Escuela Santa María en 1907.


� En este contexto, la preocupación por los menores como objeto de legislación penal sólo se perfiló en este periodo en países como Argentina (1919), Colombia (1929), Brasil (1921) y Uruguay (1934).





� En este periodo destaca la creación en 1925 de la primera escuela de Servicio Social chilena, que estuvo bajo la influencia de profesionales belgas. En 1930 se creó el Servicio Social de Prisiones, cuya tarea era colaborar con el poder judicial. Allí su tarea sería, por una parte, colaborar en la readaptación del reo, y por otra, ayudar a las familias de los presos y a las víctimas de delitos. Ello,  a través de elaboración de diagnósticos,  encuestas, y redacción de informes a presentar a la judicatura.


� El ámbito de los servicios de Carabineros de Chile se expandió al fusionársele, el 11 de abril de 1929, el Cuerpo de Gendarmería de Prisiones, que pasó a formar parte integrante de la Institución. Correspondía a los Carabineros de Prisiones la vigilancia de las cárceles y prisiones, su orden interno, traslado y seguridad de los reos en los tribunales y dondequiera que  estuviesen. Esta función definitivamente no prosperó y fue derogada el 26 de agosto de 1931. 


� En 1923, durante la Convención Internacional de Policía realizada en Nueva York, nuestro país mostró al mundo los beneficios de esta loable iniciativa a través de la intervención del Comisario de la ex Policía Fiscal de Valparaíso, Arturo Venegas Sánchez, quien transmitió la experiencia chilena ante delegados de 26 países. 





� En el caso de Tarapacá, el fin de la industria del salitre llevó a estrategias de desarrollo productivo en áreas diferenciadas, constituyéndose la pesquería en una de las más relevantes. Sin embargo, esta traumática transición no sustituyó el impacto laboral que generó el cierre de distintas oficinas salitreras y no fue, a su vez, correspondida con políticas de reconversión laboral que permitieran haber menoscabado los efectos producidos por el ocaso de la industria salitrera. 





� Las que se referían al medio ambiente “vicioso y pervertido” en que vivía un porcentaje importante de la gente más pobre del pueblo chileno, donde no recibían una formación moral; familias mal constituidas, con hijos ilegítimos, padres alcohólicos, madres de dudosa moralidad sexual y niños explotados. El después Presidente de Chile, Salvador Allende decía que eran desadaptados sociales los “malvivientes”, quienes se situaban en “una etapa de transición entre la honestidad y el delito”.


� Las soluciones que se planteaban se orientaban a los ámbitos de la educación para la moralidad y la salud. Se consideraba que el matrimonio, los buenos valores familiares y el trabajo disminuían con éxito la criminalidad.


� En relación con la visión opacadora y pasiva que tienden a reproducir algunos estudios respectos de los procesos sociales, es dable recurrir a la historia de Chile interpretada desde la óptica del bajo pueblo o a partir de las experiencias de los actores de la resistencia, la cual representa un enfoque pertinente para tratar cuestiones como las que estamos tratando. Desde este punto de vista, los estudios de Salazar (1985) e Illanes (1990), nos permiten recrear una imagen distinta a la “oficial”, observándose en las compulsiones estatales y elitarias los orígenes de un estado de violencia y resistencia permanente.


� Factores Sociales de la delincuencia en Chile, tesis para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas, Universidad de Chile


� Excepciones a la regla es posible encontrar como, por ejemplo, el bullado asesinato de Rebeca Larraín Echeverría a manos de su esposo Roberto Barceló en 1936. El autor del crimen era un destacado señor, miembro de la milicia republicana alessandrista. El crimen generó una fuerte campaña pública, gracias a la intervención directa de la escritora Inés Echeverría, madre de la víctima (y feminista y alessandrista reconocida), siendo finalmente condenado y fusilado. Así, por primera vez en la historia de Chile, un miembro de la oligarquía nacional recibía la pena de muerte por un delito común. El hecho causó estupor en la sociedad chilena, a tal punto que muchos dudaron que este acto se hubiese producido finalmente. 





� Véase, por ejemplo, la investigación de Irina Rossi y Ximena Larrea: Niños de la Calle.


� De acuerdo al informe Rettig 185  niños  murieron víctimas de la violencia política; de ellos, 74 menores de 18 años fueron ejecutados, 57 de ellos se transformaron en detenidos desaparecidos y hasta hoy sólo se han encontrado 14 cuerpos; a pesar que esta cifra no es muy decidora puesto que no alcanza al 6% de las personas que aparecen en el documento.


� Informe de la Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura (CNPPYT), Gobierno de Chile, Editorial La Nación, Santiago de Chile, enero de 2005.


� Diario La Nación, Sábado 4 de junio de 2005, sección El País.


� En algunos casos, los niños eran separados de los padres y mantenidos recluidos junto a sus madres en las casas recibiendo, por cierto, apremios físicos y sicológicos quizás más violentos que los que sufrían los propios adultos, puesto que y para lograr la “cooperación de los padres” los niños eran continuamente amenazados con armas de fuego, golpeados o sencillamente amedrentados con abusos verbales.





� El que reemplazó al Consejo Nacional de Menores, creado en 1967, con 15 funcionarios.


� Más que un refugio, Valenzuela (1984) opina: “se trata de un movimiento expansivo que invoca la necesidad de una refundación comunitaria del mundo: el desmantelamiento de las relaciones autoritarias y la supresión de un orden social basado en el cálculo de beneficios privados”.


� Nuestro país vivió bajo “ Estado o Tiempo de Guerra” desde el 11 de septiembre de 1973 hasta el 10 de septiembre de 1974, en virtud del Decreto Ley Nº3, en relación con el Decreto Ley Nº5 y, desde el 11 de septiembre de 1974 hasta el 10 de septiembre de 1975, de conformidad con los Decretos Leyes Nº 641 y Nº 922.


� Junto con la internación de Pasta Base se empezaron a formar  “carteles” poblacionales, donde a la delincuencia habitual chilena, de robo, asalto y “cogoteo”, se ha sumado la de los vendedores de droga, las pandillas de adictos y su violento comportamiento.


� Servicio Nacional de Menores califica el trámite de discernimiento que se aplica en Chile como un método “obsoleto”, “impreciso” y “discrecional” (RISOLIDARIA, Fuente Diario El Mercurio 12.07.2002).


� En ese sentido, se establecieron tres categorías de hijos (legítimos, ilegítimos, naturales), con muy diferente nivel de reconocimiento de derechos en relación con la situación del grupo familiar, y también importantes diferencias en derechos sucesorios. Este régimen, vulneraba el artículo 2º de la Convención sobre Derechos del Niño, que consagra el principio de no discriminación, siendo modificado no sin una buena cantidad de resistencias político/culturales, mediante la Ley 19.585 de 1998, conocida como Ley de Filiación. 





� Que en los regímenes de excepcionalidad establece las condiciones de humanidad y respeto a la dignidad de aquellos niños que sean privados de libertad, expresando que las medidas que deriven en detención o encarcelamiento de un niño se llevarán a cabo “de conformidad con la Ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda” (Art. 37 Convención Internacional de los Derechos de los Niños).




















� Además, participaron en forma permanente el director de Presupuesto, el director de la Coordinación Interministerial de la Secretaría General de la Presidencia, el Servicio Nacional de Menores y las subsecretarias de Interior, Obras Públicas, General de Gobierno, Deportes y Vivienda y Urbanismo. 


� Promulgada el 28 de noviembre de 2005.


� La que se relacionará con la misión de liderar, promover y fortalecer un Sistema Nacional de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes vulnerados y de responsabilización de los infractores de ley, a través de programas integrales de atención que permitan una oportuna restitución y reinserción social, con un enfoque intersectorial, territorial y de calidad (SENAME: Balance de la Gestión Integral Año 2003). Disponible en Internet: http://www.dipres.cl/574/articles-15682_doc_doc.doc


� Asimismo, a partir del año 2003 puede observarse la creación de diferentes instancias institucionales como las Oficina de Protección de los Derechos de la Infancia (OPD), que operarán en las municipalidades, y los centros infanto juveniles (CIJ) que serán los que aplicarán los programas de rehabilitación y reinserción social mediante la atención directa.


� Este instrumento se complementa con el decreto 1.378, que corresponde al Reglamento de la ley respectiva, publicado en el Diario oficial del 25 de abril de 2007.





� Los problemas de medición son variados. Entre los elementos que juegan en contra la confiabilidad en las mediciones estadísticas del fenómeno: La naturaleza del evento (estresante, irreparable); la escasa fiabilidad de datos de denuncias y arrestos (sesgos, temores, desconfianzas en los sistemas de seguridad y justicia); y, los altos costos que representa invertir en estudios locales rigurosos y sistemáticos. En este sentido, la Encuesta Nacional de Seguridad ha intentado resolver este vacío. Por otro lado, se observa una carencia de estudios cualitativos en este ámbito.


� Por ejemplo, las estadísticas registradas a partir de los años 40 por Carabineros y la Policía de Investigaciones de Chile, más que dar cuenta de la realidad delictual en Chile, han tendido a reflejar la actividad policial. En este sentido, la confiabilidad de las estadísticas disponibles atraviesa por una serie de dificultades nada fáciles de sortear y que merecen dudas, finalmente, respecto del tipo de conocimiento que pueda generarse en torno a la efectividad de los procesos de reinserción social y rehabilitación conductual de jóvenes infractores de ley.


� Diario La Estrella de Iquique “En 9,8% aumentan delitos en la Región”. Titular, viernes 16 de enero de 2009.


� Según fuentes oficiales del Ministerio del Interior, entre los años 2001 y 2007 la Región de Tarapacá manifestó un incremento de un 90,97% de la tasa anual de denuncias de delitos de mayor connotación social, un 33,46% superior al promedio nacional.


� Para obtener una visión histórica pre-reforma respecto de la evolución del fenómeno de la delincuencia juvenil en Chile, recomendamos el artículo de Fundación Paz Ciudadana “Delincuencia juvenil en Chile: Tendencias y desafíos” (2003).


� Al analizar el periodo junio 2007 – diciembre 2008, en el ámbito nacional, un total de 4.455 jóvenes imputados fueron sometidos a internación provisoria, de los cuales 115 casos se registraron en la Región de Tarapacá, vale decir, un 2,6% (Ministerio Público, 2009).





� Diario El Mercurio: “Presidente de la Suprema demanda política integral para enfrentar violencia intrafamiliar”. Miércoles 04 de marzo de 2009. Sección Tribunales. Disponible en internet: � HYPERLINK http://blogs.elmercurio.com/cronica/2009/03/03/presidente-de-la-suprema-deman.asp. ��http://blogs.elmercurio.com/cronica/2009/03/03/presidente-de-la-suprema-deman.asp.�


� Conformadas por las provincias de Iquique y El Tamarugal.


� Observándose la aparición de pandillas juveniles y mayor presencia de delitos juveniles con porte de armas de fuego. Al respecto, véase La Estrella de Iquique: “Pandillas juveniles atacan Alto Hospicio”. Sección Policía y Tribunales, 12 de noviembre de 2007. La Estrella de Iquique: “Carabineros detienen a cuatro menores armados”. Sección Policía y Tribunales, 29 de noviembre de 2007. La Estrella de Iquique: “Menor con arma de fuego”. Sección Policía y Tribunales,  30 de noviembre de 2007. La Estrella de Iquique: “Pandilla juvenil protagonizó asaltos en Cavancha”. Sección Policía y Tribunales, 30 de diciembre de 2007.


� Análisis que se desprende de las estadísticas del Ministerio del Interior publicadas en: Boletín Victimización ENUCS 2007 y denuncias por DMCS año 2007. Boletín Comuna de Iquique 2007, págs. 08 y 09.


� Al respecto, véase en la sección Anexo el informe que proveyó, en el marco de esta investigación, la Fiscalía Regional de Tarapacá. Fuentes SAF, marzo 2009.


� Idem.


� En este sentido, el PNUD definirá la seguridad como una “creación cultural que implique una forma igualitaria de sociabilidad, un ámbito libremente compartido por todos” (Arriagada, I. 2001:111).








� Evaluaciones que eran realizadas por una dupla de especialistas, generalmente conformada por un psicólogo y un asistente social. Aquellos jóvenes de 18 años condenados eran, por lo general, remitidos al área juvenil de Gendarmería.


� Al ponerse fin a esta figura y al ampliarse el rango de imputabilidad directa de 14 a 18 años, el nuevo grupo de jóvenes que estrenará la puesta en marcha de la ley de responsabilidad juvenil constituirá (rango de medición junio 2007 – junio 2008) un 26%, es decir, 7.254 casos a nivel nacional. 


� Nos referimos a una serie de actividades de tipo socioeducativas, deportivas, talleres prelaborales y  recreativas.


� La cual establece en el artículo 23, inciso 2, que en el caso de delitos graves si la pena va de tres años y un día a cinco años de privación de libertad o si se trata de una pena restrictiva de libertad superior a tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.


� Introduciéndose normas para los jóvenes como las del debido proceso y una connotación jurídica de la responsabilidad.


� Aquí  queda expresamente definido que, del conjunto de sanciones, aquellas que se realizan en el medio libre deben ser financiadas vía ley de Subvenciones, pues deben ser ejecutadas por instituciones colaboradoras acreditadas, mientras que aquellas que se ejecutan con algún tipo de privación de libertad, quedan a cargo del SENAME.


� Instituto Libertad y Desarrollo: “Nueva institucionalidad penal adolescente: ¿Transantiago judicial?”. Temas públicos Nº817 del 27.04.2007.


� Esta desigualdad se produciría por la falta de intervención de criterios técnicos tales como gastos unitarios de atención, gasto por plaza o por tipo de centro, sino que son asignados de acuerdo al presupuesto histórico y las proyecciones especulativas. La evaluación señala, además, que no existirían indicadores ni instrumentos de medición “que permitan dar cuenta de la calidad técnica de las atenciones o del servicio entregado, ni indicadores que permitan medir si el programa logra efectivamente la reinser-ción social y rehabilitación de los menores” (Instituto Libertad y Desarrollo: “Incendio en Centro del SENAME: Crisis de la nueva institucionalidad penal juvenil”, Temas públicos Nº844 del 31.10.2007).


� En este sentido, los principios rectores del sistema de responsabilidad juvenil se soportarán en dimensiones tales como: atender a los adolescentes como sujetos de derecho, concebir la autonomía progresiva de los jóvenes y la intervención penal mínima, incorporar el componente educativo, de integralidad, calidad y pertinencia territorial en las intervenciones de carácter socioeductaivas.


� En este sentido,  se observan iniciativas de inyección económicas al nuevo modelo de responsabilidad juvenil como, por ejemplo, la Ley de Subvenciones Nº 20.032, publicada el 25 de julio del año 2005, que establece un sistema de concursabilidad de los programas mediante el cual permite el financiamiento de las instituciones colaboradoras acreditadas, destacándose una inversión de $ 9 mil millones para 183 obras en diferentes centros cerrados del país que destinó un comité de especialistas el año 2008 en el marco de fortalecimiento de los centros residenciales. Sin embargo,  las críticas apuntan a que los recursos siguen siendo insuficientes para los cambios que se propone generar el nuevo sistema, provocando la respuesta inmediata de los defensores de las políticas oficialistas quienes se afirman del principio de progresividad de la inversión pública.


� Las estadísticas del último estudio del Ministerio Público (2009) revelaron que en el periodo 2007 y 2008 los días de internación provisoria aumentaron a 13 (de 61 a 74).


� La Tercera: “Menores imputados crecen 18,5% en año debut de nueva ley penal juvenil”. La Tercera, domingo 21 de febrero de 2009. Sección Nacional, página 24.


� Además, se agrega, los robos (27,8%), hurtos (20,9%) y robos no violentos (18,9%) encabezaron la lista de ilícitos.


� La Estrella de Iquique: “Vecinos del Arco Iris están preocupados”. Sección Seguridad Ciudadana. 28 de julio de 2007. Estos temas fueron, además, abordados en reuniones de seguridad pública organizadas por la Gobernación Provincial Iquique, en Septiembre de 2007.


� Como ya lo hemos repetido, se observa una estrecha relación entre drogas y delincuencia en los jóvenes de nuestro país. Esta situación es particularmente sensible en la Región de Tarapacá (región de aportó con más de un tercio de la droga incautada a nivel nacional, según cifras entregadas por el Ministerio del Interior en su Boletín de la Comuna de Iquique, año 2007), donde el uso problemático de estupefacientes entre los jóvenes que han cometido delitos bajo su influencia y dependencia es comparativamente superior al del resto del país. 


� Dos precisiones: Primero, la estructura de un caso permite que exista más de un delito. Por otro lado, los datos consideran la fecha de término independientemente de su recepción.


� La Estrella de Iquique: “Refuerzan Centro de Menores”. Sección Seguridad Ciudadana, 28 de julio de 2007.


� En términos generales, resulta imposible que Chile pueda abstraerse de las reglas de Naciones Unidas y las Reglas de Beijing (1985) que coinciden en el principio de intervención penal mínima y el resguardo de las garantías de libertad para los jóvenes, señalándose que las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán sólo tras un “cuidadoso estudio” y se “reducirán al mínimo posible”; por un acto grave en el que “concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia en cometer otros delitos graves, y siempre que no haya otra respuesta adecuada” (Reglas de Beijing).


� Véase: La Estrella de Iquique: “Piden cambios en nueva ley juvenil”. Sección Crónica, 01 de agosto de 2007.


� La Estrella de Iquique: “Tolerancia Cero”. Titular, viernes 05 de marzo de 2009, páginas A2, 3 y 4.


� En los años 90’, se tomó la decisión de traspasar al sistema privado los principales centros que atendían la situación de vulnerabilidad, exclusión y violencia de los adolescentes como, por ejemplo, el Hogar de Cristo, Los Terciarios Capuchinos u otros quienes contaban con experiencia en estas materias. 


� Para mayores antecedentes, véase La Estrella de Iquique: “Cinco peligrosos adolescentes escaparon del Arco Iris”. Sección Seguridad Ciudadana, 24 de julio de 2007. La Estrella de Iquique: “Inician sumario por fuga de cárcel juvenil”. Sección Cierre, 24 de julio de 2007. La Estrella de Iquique: “Dos heridos en el Arco Iris”. Sección Policía y Tribunales, 31 de octubre de 2007.


�El gremio de funcionarios del Centro Iquique, por ejemplo, planteó medidas de presión para conseguir que Gendarmería se apostara, finalmente, en las instalaciones del recinto como una forma de garantizar la seguridad de los funcionarios y los internos.


� En el caso del Centro Iquique, se observa en los primeros meses de implementada la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente una sobredemanda de jóvenes condenados que llegaron al recinto  producto del traslado de jóvenes que cumplían condenas en la Cárcel de Alto Hospicio (donde existe una sección juvenil) y de una mayor cantidad de jóvenes imputados y condenados en el contexto de la nueva ley. Otros antecedentes en La Estrella de Iquique: “Centro Juvenil Arco Iris está saturado”. Sección Policía y Tribunales, 05 de enero de 2008.





� Esta apreciación resulta significativa ya que un 44,4% de los jóvenes que actualmente se encuentra bajo el sistema cerrado del Centro Arcoiris (subsistemas internación provisoria y cumplimiento de condena) tiene 18 años de edad.


� En este contexto, la educación de los jóvenes contempla conocimientos en las áreas de lenguaje, matemáticas, ciencias y ciencias sociales. Además, se incorporan áreas complementarias al trabajo pedagógico como artes, deportes, desarrollo personal, competencias laborales e informática. 





� En este sentido, se plantea para el caso del Centro Iquique que “aquí se operó con un modelo socioeducativo, lo cual es muy desconocido como modelo de intervención, que es transversal como motor fundamental de la ley”.


� Avances ligados, principalmente, a la incorporación de profesores y psicopedagogos para trabajar sistemáticamente con los jóvenes, al tratamiento del tema contructivista y a la validación de estudios. 


� Situación que en un principio generó polémica tras una información de prensa que planteaba que en el Centro Iquique se realizaban sólo 22 horas de clases semanales, situación que fue desmentida posteriomente por el SEREMI de Educación quien señaló que son 44 las horas destinadas para el trabajo con los jóvenes, de las cuales se utilizan en promedio 38 por la figura de rendición de exámenes libres. Al respecto, véase La Estrella de Iquique: Adolescentes internos sólo tienen 22 horas de clases semanales”. Sección Crónica, 21 de octubre de 2007, pág. A –10. No obstante lo anterior, esta situación contrasta con el testimonio de uno de nuestros informantes quien plantea que “actualmente el centro ya no tiene su antigua sala de computación. Los jóvenes tienen 2 hrs. diarias de clases, ya que cuesta mucho que los jóvenes se integren a clases” (Entrevista a Informante Estratégico Nº5)








� En la Estrategia de Desarrollo Regional de Tarapacá (2001 – 2006), aparte del concepto de “ciudades amables y seguras”, lo único alusivo a la relación seguridad pública – políticas sociales es el punto 6 del subtítulo Desventajas, donde se observa la “existencia de un 16,1% de población bajo la línea de pobreza y en consecuencia, con escasa o nula capacidad de acceder a servicios y equipamiento, en condiciones de marginalidad habitacional, vulnerabilidad frente a la droga y en riesgo de ser utilizados por el narcotráfico". Asimismo, en este documento maestro no se observan políticas para la juventud, ni menos para la delincuencia juvenil y la instalación de la reforma de responsabilidad y protección de los derechos de niños y adolescentes. La misma situación se reproduce, por ejemplo, con los PLADECO.








� La que queda de manifiesto en el carácter propio de la reforma al sistema de justicia y protección de los derechos de la infancia y adolescencia, desde la óptica de la integralidad y la multisectorialidad.


� Este beneficio le fue entregado a 8 jóvenes condenados en Sistema Cerrado de Cumplimiento de Condena del Centro Iquique y no volvieron  al Centro quebrantando su pena. 


� La Estrella de Iquique: “Reconocen problemas con Centros”. Sección Crónica, 15 de junio de 2008.





� Tanto el padre como un hermano de Carlos de 21 años de edad están detenidos en las cárceles de Iquique y Alto Hospicio respectivamente. 


� Adultez biológico-legalista, que no necesariamente se corresponde con la “madurez social” (Hopenhayn, 2007).





.


� Por ejemplo, en el último tiempo, en el Centro Iquique, 11 de 12 jóvenes condenados en el sistema semicerrado y otros que recibieron beneficios especiales para salir del Centro y que pertenecían al sistema cerrado, quebrantaron sus penas, no volviendo de los permisos de salidas, beneficio que indudablemente lo recibieron por sus buenas conductas.
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